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INTRODUCCIÓN 

 

 

Este trabajo de investigación se propone escudriñar de manera 

seria y cuidadosa, la naturaleza jurídica de las acciones 

disciplinarias, administrativa y jurisdiccional que se vienen aplicando 

simultáneamente a los servidores públicos de elección popular, por 

parte del señor Procurador General de la Nación (para la primera), 

la Sala Plena del Consejo de Estado y Tribunales Contenciosos 

Administrativos (para la segunda), por faltas consagradas como 

causales de pérdida de investidura. 

 

Al incursionar preliminarmente en el estudio del tema planteado, 

hemos encontrado serios reparos para su aplicación simultánea de 

dos clases de acciones, (administrativa) y (jurisdiccional), por la 

misma causa y contra el mismo sujeto; pues con ello se vulneran 

los principios del Non Bis In Ídem o Ejecutoriedad o Cosa Juzgada. 

 

No obstante lo anterior, vemos extrañamente como en la actualidad 

(no así en el pasado), la Procuraduría General de la Nación, se 

encuentra investigando y sancionando disciplinariamente con 

destitución del cargo, a miembros de las corporaciones públicas de 

elección popular, por faltas disciplinarias que constituyen causales 

de pérdida de investidura y  simultáneamente se han adelantado y 
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culminado procesos de pérdida de investidura por parte de los 

Tribunales Contenciosos Administrativos (para diputados y  

concejales) y la Sala Plena del Consejo de Estado (para 

congresistas). 

 

La importancia del estudio radica en que no existe en el mundo 

jurídico del país, un solo estudio que trate de analizar de alguna 

manera la problemática que representa la aplicación simultánea de 

dos acciones que aparentemente tienen la misma naturaleza 

jurídica. 

 

En consecuencia, apoyados en la Constitución Nacional de 1886, 

en la Constitución Política de 1991, la normatividad existente sobre 

la materia y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, Corte 

Suprema de Justicia, Consejo de Estado y Procuraduría General de 

la Nación, se buscará justificar la improcedencia de la aplicación 

simultánea de dichas acciones, por posible violación a los principios 

del Non Bis In Ídem o Ejecutoriedad o Cosa Juzgada. 

 

Finalmente es preciso señalar, que esta investigación será 

eminentemente teórica, por tratarse de analizar puntos de vista 

encontrados y jamás tratados de manera específica por ningún 

Órgano del Estado, Corte, Doctrinante o Disposición. 
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DEFINICIÓN DEL PROBLEMA 
 
 

El problema que presenta el tema materia de investigación, se 

circunscribe específicamente en que no existe una disposición 

(Constitucional o Legal) que defina de manera clara y precisa la 

aplicación simultánea de dos (2) acciones que aparentemente 

tienen la misma naturaleza jurídica contra una misma persona, 

circunstancia que ocasiona la violación de los principios del Non 

Bis Ídem o Ejecutoriedad o Cosa Juzgada, pues nadie puede ser 

juzgado dos (2) veces por el mismo hecho y nadie puede ser 

sometido a dos (2) procesos de la misma naturaleza. 

 

Es claro que en la actualidad la Procuraduría General de la Nación, 

ha venido investigando disciplinariamente e imponiendo sanciones 

administrativas de destitución de cargo, a servidores públicos de 

elección popular, llámense Concejales, Diputados y Congresistas, 

por conductas que constituyen causales de pérdida de investidura 

de competencia exclusiva y excluyente de los Tribunales 

Contenciosos Administrativos para los Concejales y Diputados y 

Sala Plena del Consejo de Estado para los Congresistas. 

 

Como consecuencia, nos preguntamos ¿siendo la pérdida de 

investidura una sanción jurisdiccional disciplinaria impuesta por un 

Órgano Especializado, puede simultáneamente imponerse una 

sanción administrativa disciplinaria de destitución del cargo por la 

misma causa, a cargo del señor Procurador General de la Nación, 

sin que se vulneren Principios Constitucionales?. 
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OBJETIVOS 
 
 

OBJETIVO GENERAL DE LA INVESTIGACION 
 
 
Señalar los fundamento jurídicos que permitan o no adelantar la 

acción disciplinaria que ejerce la Procuraduría General de la 

Nación, en contra de los miembros de las corporaciones públicas de 

elección popular, cuando el Honorable Consejo de Estado adelante 

o haya decidido la demanda de pérdida de investidura, por 

configurarse el principio del Non Bis In ídem o la Cosa Juzgada. 

 

 

 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 
Unido a los objetivos generales, pretendemos desarrollar los 
siguientes objetivos específicos: 
 
1. Analizar las posiciones jurisprudenciales existentes sobre lo que 

constituye las acciones de pérdida de investidura e investigación 
disciplinaria, contra servidores públicos de elección popular. 

 
2. Establecer los jueces naturales que deben conocer los procesos 

de pérdida de investidura, como acción jurisdiccional 
disciplinaria, y de investigación disciplinaria de destitución de 
cargo, como acción administrativa disciplinaria.  

 

3. Definir la coexistencia  de las acciones disciplinarias de pérdida 
de investidura e investigación disciplinaria administrativa, así 
como sus consecuencias jurídicas. 
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JUSTIFICACION 

 
 
Creemos de gran importancia incursionar en el estudio de lo que 
constituye una acción de pérdida de investidura y simultáneamente 
el ejercicio de la acción disciplinaria por parte de diferentes 
organismos, pues consideramos que las dos (2) acciones de 
naturaleza disciplinaria son improcedentes ejercerlas de manera 
concurrente, pues una se opone a la otra, ya que no es posible que 
contra una misma persona se impongan dos sanciones de la misma 
naturaleza. 

 
Como se ha venido señalando a lo largo de los ítem que conforman 
el presente anteproyecto, existen enormes vacíos legales y 
jurisprudenciales que no permiten tener completa claridad de la 
aplicación concurrente de dos (2) acciones de la misma naturaleza, 
que lo único que las distingue son las autoridades que las 
adelantan, sus consecuencias y sus características (una 
administrativa y otra jurisdiccional). 
 
En consecuencia, pretendemos desarrollar con esta investigación, 
un estudio profundo de la normatividad y jurisprudencia existente, 
con miras a definir su inaplicabilidad simultánea, por violación de 
principios constitucionales (artículo 29 de la Constitución Política de 
1991). 
 
Finalmente, entendemos que el tema a tratar tiene en la actualidad 
suma trascendencia por las acciones disciplinarias que la 
Procuraduría General de la Nación ha venido adelantando 
simultáneamente a las pérdidas de investiduras impuestas a 
concejales de la ciudad de Bogotá, por parte del Tribunal 
Contenciosos Administrativo de Cundinamarca, así como de 
Senadores por el Honorable Consejo de Estado. 
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FUNDAMENTOS TEÓRICOS 

 
 
Además de las disposiciones que dan vida jurídica a las acciones 
de pérdida de investidura e investigación disciplinaria, es importante 
analizar cronológicamente lo que son dichas acciones de manera 
independiente.  
 
La pérdida de investidura es una institución muy reciente del 
derecho público Colombiano. Por ella, los congresistas, los 
diputados a las asambleas departamentales y los concejales 
pueden ser despojados de la investidura que ostentan en razón de 
elección popular, previa la comprobación de las causales y 
cumplido el procedimiento previsto en el ordenamiento jurídico 
nacional, mediante sentencia judicial. 
 
El antecedente de la institución se encuentra en el artículo 13 del 
Acto Legislativo No. 1 de 1.979 que estableció dos causales (la 
infracción al régimen de incompatibilidades y de conflictos de 
interés, y la falta, en un período anual y sin causa justificada, a ocho 
sesiones plenarias en que se votaran proyectos de actos 
legislativos o de ley), y confió su declaración al Consejo de Estado. 
Dicha reforma no superó el examen de constitucionalidad y la 
pérdida de investidura perdió toda eficacia. 
 
El constituyente de 1991 la introdujo de nuevo, con algunas 
modificaciones. 

 
De cuanto ha dicho la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, 
se puede establecer: 

 
1.  Que la pérdida de investidura reviste carácter disciplinario, 
aunque “de muy especiales características”, y genera 
responsabilidad política. 
 
Debido a su carácter disciplinario fue incluida como sanción, por la 
ley 200 de 1.995, en el art. 29 numeral 9; esta disposición fue 
declarada exequible por la Corte, aunque de modo condicionado, 
pues estimó que no “...está desconociendo sino reafirmando la 
competencia propia y exclusiva del Consejo de Estado en relación 
con los Congresistas ... y nada se opone a que la ley regule la 
pérdida de investidura  como sanción disciplinaria para el resto de 
miembros de las corporaciones públicas”, medida que es 
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equiparable a la destitución (Sentencia C-280/96); en el art. 32 
señaló que la sanción correspondía a la comisión de faltas 
gravísimas, es decir a las descritas en el artículo 25 que, sin 
embargo, a juicio de la Corte no cubre todas las hipótesis del 
artículo 110 constitucional que sigue operando de manera 
autónoma. Y en el art. 66 No. 2 se estableció que la investigación, 
en el caso de los congresistas, se puede adelantar por el 
Procurador General de la Nación. Esta última prescripción fue 
declarada inexequible (sent. C-280-96), por cuanto “la pérdida de 
investidura es un proceso jurisdiccional disciplinario, autónomo, de 
competencia exclusiva del Consejo de Estado, por lo cual no es 
supeditable a ningún tipo de pronunciamiento” (cfr. sent. C-037-96). 
Se advierte que, en este caso, la Corte se está refiriendo 
únicamente a la pérdida de investidura de los congresistas). 
 
De esta primera aproximación surgen varias conclusiones iniciales 
por ejemplo:  
 
Que tanto el proceso de pérdida de investidura de los congresistas 
como el de concejales y diputados reviste  naturaleza disciplinaria; 
para los primeros, genera responsabilidad política de tipo 
disciplinario; para los segundos, responsabilidad disciplinaria 
simple. 
Dichos procesos son por consecuencia, distintos, pues, el de 
congresistas “reviste características muy especiales” (que se 
desarrollarán en seguida), razón por la cual la competencia del 
Consejo de Estado es única, exclusiva, excluyente y autónoma. En 
cambio la sanción de pérdida de investidura para los miembros de 
otras corporaciones públicas (asambleas y concejos), es 
equiparable a la destitución y puede ser susceptible de regulación 
por el Código Disciplinario. 
 
“Las muy especiales características”  del proceso disciplinario de 
pérdida de investidura se refieren a lo siguiente : 

 
2. Es la sanción más grave que se puede imponer a un congresista, 

porque implica : 
 
-La separación inmediata  de las funciones que venía desarrollando 
el sancionado como integrante de la Rama Legislativa. 

 
-Le impide volver a ser congresista en cualquier período posterior 
(art. 179 No. 4 de la C. P.). Genera una inhabilidad permanente, 
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vitalicia. De allí que algunos juristas opinen que se trata de un 
precepto de la Constitución que es inconstitucional. (Cfr. 
Salvamentos de voto del consejero de Estado, Dr. Julio Cesar Uribe 
Acosta.) 

 
Cuando la pérdida de investidura se decreta sobre un período 
anterior al que actualmente ejerce el congresista también tendrá 
efectos sobre este último; la sentencia T-193- 95 de 4 de mayo de 
1.995 de la Corte Constitucional, con ponencia del Dr. Carlos 
Gaviria Díaz, distingue estas hipótesis : 
 
-Si la pérdida de investidura se decreta y queda en firme antes de 
que el Consejo Nacional Electoral expida la credencial 
correspondiente, debe abstenerse de hacerlo a quien esté incurso 
en esta inhabilidad. 

 
-Si la sentencia del Consejo de Estado queda en firme después             
de realizados los escrutinios, declarada la elección y entregada la 
credencial, se debe aplicar la inhabilidad en el lugar de tales actos 
administrativos. 
 
3. Pueden ser sujetos pasivos de la sanción los congresistas y el 
resto de miembros de las corporaciones públicas, razón por la cual 
la Corte encontró constitucional que el código disciplinario único 
(CDU) la contemplase como sanción disciplinaria (sent. C-280 - 96) 
“equiparable por sus efectos y gravedad a la destitución “ (sent. C-
319 - 94). Sólo que habrá que distinguir,  según se trate de pérdida 
de investidura de congresistas o de diputados y concejales, que la 
primera está  reglamentada en la Constitución en cuanto a sus 
causales para decretarla, decreto que compete al Consejo de 
Estado. La de diputados y concejales si bien tiene asiento 
constitucional (arts. 110 y 291), debe ser regulada por la ley que 
sólo se ha ocupado de los últimos (Leyes 136/94 y 200/95), 
determinando las causales y atribuyendo la competencia respectiva 
a los tribunales administrativos departamentales. 

 
4. Es finalidad de la institución “dignificar la posición del congresista, 
enaltecer sus responsabilidades y funciones, recuperar el prestigio 
del congreso”; de allí que se trate de “un juicio de responsabilidad 
política que culmina con la imposición de una sanción de carácter 
jurisdiccional de tipo disciplinario.” 
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5. Se trata de una sanción independiente de las sanciones penales 
que pudieran ser aplicables por la comisión de delitos; las normas 
que la consagran tienen un sentido eminentemente ético y “su 
objeto no es el de imponer sanciones penales sino el de castigar la 
vulneración del régimen disciplinario impuesto a los miembros del 
congreso en razón de la función que desempeñan” (sent. C-247-
95). 
 
La anterior reflexión toma sentido en relación con algunas causales 
en particular, tales como el tráfico de influencias o la indebida 
destinación de dineros públicos, como se verá más adelante; si 
estas figuras desaparecieran como tipos penales continuarían 
dando lugar a la pérdida de la investidura. 
 
Este punto concreto ha permitido calificar el de desinvestidura como 
“un juicio objetivo, jurídico-político...” (Carlos Betancur Jaramillo, 
Derecho Procesal Administrativo, 4a. ed. Págs. 77 y ss.), en el cual 
“... se juzga objetivamente la conducta del congresista...”, vale decir 
con simple “imputabilidad causal”, sin tener en cuenta para nada la 
intención, el dolo, la  culpa o el error en que haya incurrido. 
 
Quizás es esta una de las características que particularizan con 
más énfasis este proceso disciplinario, pues, a términos del art. 14 
del C.D.U., “en materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables  a título 
de dolo o culpa”. 
 
Sin embargo, como ya se anotó antes, dado que la Corte 
Constitucional ha establecido que la consagración de la pérdida de 
investidura como sanción disciplinaria en el CDU es constitucional 
en cuanto se refiere a las corporaciones públicas distintas del 
Congreso, surge la preocupación de si, para aquéllas, la 
responsabilidad consiguiente es de carácter subjetivo por aplicación 
del artículo 14 del CDU y es objetiva únicamente para los 
congresistas. 
 
La diferencia puede radicar en la circunstancia de que la pérdida de 
la investidura, para los congresistas, genera responsabilidad política 
de tipo disciplinario; mientras para concejales y diputados la 
responsabilidad es disciplinaria típica. De allí que, para los primeros 
no se aplique la “sanción disciplinaria”, pérdida de investidura 
prevista en el CDU, cosa que si ocurre con los segundos. 
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En efecto: repasando las causales que originan la sanción para los 
congresistas, se observa que los únicos casos en los que sería 
posible la discusión en torno de una responsabilidad subjetiva 
serían los previstos en los ordinales 4º y 5º del artículo 183 
constitucional de los cuales nos ocuparemos más adelante. 
 
 
6. Se trata de un juzgamiento; por ello su conocimiento  está 
atribuido a un juez, o, mejor, al Consejo de Estado en tanto juez, lo 
cual excluye al Consejo Pleno; la atribución está confiada a la sala 
plena de lo contencioso administrativo (sent. C-247-95 que reiteró lo 
dicho en la sent. C-319-94), en única instancia, cuando se trate de 
la pérdida de investidura de congresistas. 
 
 
En la Asamblea Nacional Constituyente se plantearon varias 
alternativas en torno del tema de la competencia: Se pretendió 
atribuirla a la Corte Suprema de Justicia, a la Corte Constitucional o 
al Consejo de Estado. Definida, finalmente, por este último, el 
debate se centró en la naturaleza jurídica de la decisión: 
administrativa para algunos que pretendían que conociera del 
proceso el Consejo de Estado en pleno, tesis que encontró respaldo 
en algunas disposiciones de las Leyes 5a/92 y 144/94; jurisdiccional 
para otros, dentro de quienes se colocó la Corte Constitucional que 
declaró inexequibles las disposiciones aludidas. 
 
 
Luego de una intensa discusión se concluyó que se trataba de una 
decisión jurisdiccional, puesto que, como se dijo, la pérdida de 
investidura es un juicio, un juzgamiento de naturaleza política, ética 
y disciplinaria. A tono con esta interpretación en la que coincidieron 
tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado, la ley 270 
de 1.996, en el No. 7 del art. 37, atribuyó a la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo el conocimiento de los casos de pérdida 
de investidura de los congresistas. La mayoría calificada para la 
adopción de las sentencias (2/3 de los miembros) fue declarada 
inexequible. (sent. C-037-96). 
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En el caso de los Concejales la competencia ha sido atribuida a los 
Tribunales Administrativos Departamentales (art. 55 de la ley 
136/94) quienes seguirán el mismo procedimiento establecido para 
los congresistas (ley 144/94). 

 
 
En ambos casos procede el recurso extraordinario especial de 
revisión. Inicialmente se pudo pensar que, frente a las sentencias 
de los tribunales administrativos relativas a la pérdida de investidura 
de los concejales, procedía el recurso de apelación ante el Consejo 
de Estado. Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo, en auto de 25 de enero de 1.995, exp. AC-2220. 
C.P. Dr. Carlos Betancourt Jaramillo, dedujo que se trataba de 
procesos de única instancia. 

 
 
En el caso de los concejales el recurso de revisión se tramita y 
decide por la Sección Primera del Consejo de Estado. 

 
 
7. Solamente puede operar (en el caso de los congresistas) por las 
taxativas causales que establece la C.P. (el tema está vedado a la 
ley ) Sent. C-247-95 : “La enunciación (de las causales) hecha en la 
carta es taxativa y no autoriza al legislador para ampliar los motivos 
de la sanción. 

 
 
Cosa similar ocurre con las causales de exoneración   o con las 
condiciones de procedibilidad (sent. C-319-94). 
 
 
Las causales que originan la pérdida de investidura de concejales 
son, también, taxativas; pero su señalamiento, además de los casos 
que prevé la constitución, lo hace la ley. 
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ANTECEDENTES DEL TEMA 
 
 
Con fundamento en los anteriores planteamientos, es claro que lo 
que hasta ahora se ha investigado en el tema de la pérdida de 
investidura se circunscribe a los pronunciamientos que se han 
producido en la Sala Plena del Consejo de Estado, la Corte 
Constitucionalidad, los Tribunales Contenciosos Administrativos y la 
Procuraduría General de la Nación, sin que exista una posición 
definitiva sobre su naturaleza, autonomía, independencia y 
competencia; por lo tanto, algunos de sus pronunciamientos 
señalan: 

 
➢ Corte Constitucional: 
 
 

- LA SANCIÓN DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA ES LA MÁXIMA SANCIÓN DE 
NATURALEZA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA, ESTABLECIDA PARA LOS 
CONGRESISTAS: 

 
Sentencia C-247 de junio 1º de 1995, siendo Magistrado Ponente José Gregorio 
Hernández Galindo. 
 

“(…). Es claro que LA PÉRDIDA DE INVESTIDURA ES LA SANCIÓN MÁS 
GRAVE QUE PUEDE IMPONERSE A UN CONGRESISTA, no solamente por el 

carácter mismo de las faltas respecto de las cuales ha sido prevista y por el 
inocultable daño que su comisión ocasiona al Congreso y al interés colectivo, sino 
en cuanto a las consecuencias del fallo, ya que implica la separación inmediata de 

las funciones que el condenado venía ejerciendo como integrante de la Rama 
Legislativa y, por expresa disposición de la propia Carta, la inhabilidad 
permanente para serlo de nuevo en el futuro. Por otra parte, frente a la sentencia 

que dicte el Consejo de Estado ha sido prevista una sola instancia, dado el nivel 
de dicho Tribunal, el máximo en la jurisdicción Contencioso Administrativa. (…)”. 
(El subrayado, las mayúsculas sostenidas, las letras inclinadas y las negrillas son 
nuestras). 
 
Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente Alejandro Martínez 
Caballero. 
 

“(…). Es admisible que este estatuto disciplinario establezca la pérdida de 

investidura como una sanción principal, pues es indudable que ESTA FIGURA 
TIENE UN COMPONENTE DISCIPLINARIO. LA NORMA NO DESCONOCE 
LA COMPETENCIA PROPIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN RELACIÓN CON 
LOS CONGRESISTAS, y NADA SE OPONE A QUE LA LEY REGULE LA 
PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA COMO SANCIÓN DISCIPLINARIA PARA 
EL RESTO DE LOS MIEMBROS DE LAS CORPORACIONES PÚBLICAS, por 
cuanto, como lo ha señalado esta Corporación, SE TRATA DE UNA FIGURA 
DISCIPLINARIA QUE ES ‘EQUIPARABLE PARA SUS EFECTOS Y 
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GRAVEDAD A LA DESTITUCIÓN DE LOS ALTOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS’. Además, la propia Carta prevé tal sanción para las otras 
corporaciones.” (el subrayado, las negrillas, las mayúsculas sostenidas y las 
letras inclinadas son nuestras). 
 
Sentencia C-473 de septiembre 25 de 1997, siendo Magistrado Ponente Eduardo 
Cifuentes Muñoz. 
 

“10. Mas el Constituyente no se conformó con establecer el mencionado régimen 
sino que consideró también necesario crear una sanción especial para los 
integrantes de las corporaciones públicas, consistente en la declaración 
de la pérdida de su investidura. Es decir, el Constituyente estimó que 
determinadas faltas de los representantes populares exigían sanciones y 
procedimientos más severos y prontos que las acciones disciplinarias a 
cargo de la Procuraduría o la sanción política que puede imponer el 
votante, a través del retiro de su apoyo electoral a aquellos mandatarios o 
partidos que no han estado a la altura de su compromiso con los electores.   

 
(…). 12. Esta Corporación se ha ocupado en diversas ocasiones de la calificación 
jurídica del instituto de la pérdida de investidura. Así, en la sentencia C-507 de 

1994 (M.P. Jorge Arango Mejía) se estableció la diferencia entre la declaración de 
la nulidad de la elección y la declaración de la pérdida de investidura. En otras 
providencias se ha precisado que la pérdida de investidura constituye 
una sanción disciplinaria especial, DE EFECTOS EQUIVALENTES A LA DE 
LA DESTITUCIÓN de los altos funcionarios del Estado.” (el subrayado, las 
letras inclinadas, las mayúsculas sostenidas y las negrillas son nuestras). 

 
Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo Magistrado Ponente Hernando Herrera 
Vergara. 
 

"(…). Es indiscutible que una de las reformas más importantes efectuadas por el 
Constituyente de 1991 relacionadas con el Congreso de la República, fue la de la 
creación de la institución de la pérdida de la investidura, consagrada en el artículo 
183 de la Carta Política, con el propósito de dignificar la posición de Congresista, 
enaltecer sus responsabilidades y funciones, con la posibilidad de que, frente a la 
inobservancia del régimen de incompatibilidades,  inhabilidades o el 
surgimiento del conflicto de intereses por parte de los mismos, así como de 
incumplimiento de los deberes inherentes al cargo, se pudiese sancionar a quien 
incurra en la violación de las causales previstas en dicha disposición con la 
pérdida de la investidura, sin que esta decisión dependiera de un previo 
pronunciamiento judicial. 

 
(...) 
 
"El planteamiento general  de los proponentes de la iniciativa se fundamentó en el 
altísimo nivel que supone la categoría de Congresista. De ahí que las 
consecuencias de la violación de los deberes, funciones y responsabilidades 
inherentes al cargo debieran corresponderse con una sanción igualmente drástica. 
La subcomisión encargada de articular la propuesta, al considerar la regulación de 
la institución pretendió, pues, recuperar el prestigio del Congreso. 
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"El criterio de la comisión 2 fue unánime en cuanto a que el régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés quedaría  incompleto y 
sería inane si no se estableciera la pérdida de la investidura como 
condigna sanción. Fue también el parecer unánime de la comisión que, 
dada la alta posición del Congresista, LA VIOLACIÓN DE ESTE RÉGIMEN 
NO PODÍA ACARREAR UNA SANCIÓN INFERIOR A LA PÉRDIDA DE LA 
INVESTIDURA". (el subrayado, las mayúsculas sostenidas, las letras inclinadas y 
las negrillas son nuestras). 
 
Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente Alejandro Martínez 
Caballero. 
 

“…LA NORMA NO DESCONOCE LA COMPETENCIA PROPIA DEL CONSEJO 
DE ESTADO EN RELACIÓN CON LOS CONGRESISTAS, y NADA SE OPONE 
A QUE LA LEY REGULE LA PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA COMO 
SANCIÓN DISCIPLINARIA PARA EL RESTO DE LOS MIEMBROS DE LAS 
CORPORACIONES PÚBLICAS, por cuanto, como lo ha señalado esta 

Corporación, SE TRATA DE UNA FIGURA DISCIPLINARIA QUE ES 
‘EQUIPARABLE PARA SUS EFECTOS Y GRAVEDAD A LA DESTITUCIÓN DE 
LOS ALTOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS’ …” (el subrayado, las negrillas, las 
mayúsculas sostenidas y las letras inclinadas son nuestras). 

 
- LAS CAUSALES DE INHABILIDAD PARA LOS 

CONGRESISTAS, SON TAXATIVAS, CONSAGRADAS 
ÚNICAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y NO EN LA 
LEY: 

 
Sentencia C-194 del 4 de mayo de 1995, siendo Magistrado Ponente  José Gregorio 
Hernández Galindo. 
 

“(…). LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA SE OCUPA EN DETERMINAR LAS 
INCOMPATIBILIDADES E INHABILIDADES DE LOS CONGRESISTAS 

(artículos 179, 180 y 181 C.P.) y autoriza a la ley para señalar el régimen 
correspondiente para los diputados a las asambleas departamentales (artículo 299 
C.P.) y las aplicables a los miembros de los concejos municipales (artículo 312 

C.P.). (…)”.  (El subrayado, las negrillas, las mayúsculas sostenidas y las letras inclinadas 
son nuestras). 
 
Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente Alejandro Martínez 
Caballero. 
 
“(...). EN RELACIÓN CON LOS CONGRESISTAS, esta disposición es inexequible, por 
cuanto en este caso la institución de la pérdida de investidura tiene "MUY ESPECIALES 
CARACTERÍSTICAS" pues "tan sólo puede operar en los casos, bajo las 
condiciones y con las consecuencias que la Carta Política establece. Las causas 
que dan lugar a ella son taxativas".  ESTO SIGNIFICA QUE NO PUEDE LA LEY 
RESTRINGIR NI AMPLIAR LAS CAUSALES ESTABLECIDAS POR LA 
CONSTITUCIÓN COMO DETERMINANTES DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA, ESTO 
ES, LAS SEÑALADAS POR  LOS ARTÍCULOS  110 Y 183 DE LA CARTA. (el 
subrayado, las negrillas, las mayúsculas sostenidas y las letras inclinadas son nuestras). 

   

                                                        
2 Gaceta Constitucional No. 79 del 22 de mayo de 1991 
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➢ Consejo de Estado: 

 
Acción de pérdida de investidura del congresista Bernardo Hoyos Montoya, de fecha 10 
de diciembre de 2002, exp. AC-055, Consejero Ponente Dr. Germán Ayala Mantilla, 
Actores: Pablo Bustos Sánchez y Otros. 

 
“Analizada la demanda encuentra la Corporación que el demandante, como tercer 

cargo de vulneración del régimen de inhabilidades e incompatibilidades  de los 
congresistas, aduce que el Senador fue sancionado por la Procuraduría General de 
la Nación con la pena principal de destitución y, con la accesoria de la inhabilidad 

en el ejercicio de funciones públicas por cinco años”, comprendidos entre el 22 de 
febrero de 2002 y el 22 de febrero de 2007, por lo que el demandado se hallaba 
inhabilitado para postularse al Congreso de la República, tanto al momento de su 

inscripción como candidato a dicha corporación, como al momento de su elección 
como Senador, por todo el período respectivo y por un año más. 
 

Advierte la Sala, que frente a una situación similar a la expuesta con ocasión de la 
presente demanda, esta Corporación resolvió la acción de pérdida de investidura 
del Congresista Fernando Ramírez Vásquez, de fecha 4 de noviembre de 1994, 

exp. AC-2062, Consejero Ponente Dr. Álvaro Lecompte Luna, Actores: Gustavo 
Francisco Petro Urrego  y  Juan Eugenio Guerrero Martín, sentado el criterio de 
QUE LAS CAUSALES DE INHABILIDAD PARA NO PODER SER 
CONGRESISTAS SON ÚNICAMENTE LAS SEÑALADAS, DE MODO 
TAXATIVO, POR LOS ARTÍCULOS 179  Y 110 DE LA CARTA POLÍTICA Y 
QUE NO ES DABLE AL JUZGADOR TRAER A COLACIÓN OTRAS CAUSALES  
CONTENIDAS EN DIFERENTES TEXTOS DE TIPO LEGAL.    
 
(…) 
 

Por consiguiente, como LA SITUACIÓN MENCIONADA POR EL 
DEMANDANTE NO ESTÁ TIPIFICADA COMO CAUSAL DE INHABILIDAD 
PARA SER CONGRESISTA, al hacer referencia al régimen de 

INHABILIDADES e incompatibilidades de los Congresistas consagrado en el 
artículo 183 de la Constitución Política, como causal de pérdida de investidura de 
Congresista Y, ESTANDO CLARO QUE LAS INHABILIDADES 
CONSTITUCIONALES SON ÚNICAS QUE PUEDEN GENERAR CAUSAL DE 
PÉRDIDA DE INVESTIDURA, la Sala negará el cargo, PRECISANDO QUE LA 
SANCIÓN DISCIPLINARIA NO SE PUEDE TRANSFORMAR EN CAUSAL DE 
PÉRDIDA DE INVESTIDURA, pues no está consagrada como tal en nuestra 
Constitución Política. 
 

(…) 
 
En suma, AL NO HABERSE DEMOSTRADO QUE EL SEÑOR BERNARDO 
HOYOS MONTOYA HAYA INCURRIDO EN LA VIOLACIÓN DEL RÉGIMEN 
DE INHABILIDADES ENDILGADA POR EL DEMANDANTE, LA SALA 
DENEGARÁ LA SOLICITUD IMPETRADA DE DECRETAR LA PÉRDIDA DE 
SU INVESTIDURA.” (El subrayado, las negrillas, las mayúsculas sostenidas y las letras 
inclinadas son nuestras). 
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➢ Procuraduría General de la Nación: 

 
- LA SANCIÓN DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA ES 

EQUIPARABLE A LA DESTITUCIÓN, PARA LOS 
CONGRESISTAS: 

 
Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo Magistrado Ponente Hernando Herrera 
Vergara. 

“V. CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN. 
 

(…). EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN ANALIZA EL ORIGEN Y 
LA NATURALEZA DE LA PÉRDIDA DE LA INVESTIDURA. EN SU OPINIÓN 
DICHA INSTITUCIÓN TIENE UN MARCADO ACENTO DISCIPLINARIO 
QUE LA HACE NO SUPEDITABLE A OTRO PRONUNCIAMIENTO; A SU 
JUICIO, CONSTITUYE UNA VERDADERA SANCIÓN, EQUIPARABLE POR 
SUS EFECTOS A LA DESTITUCIÓN, QUE ES LA MÁXIMA MEDIDA PARA 
LOS SERVIDORES PERTENECIENTES A LA RAMA EJECUTIVA DEL PODER 
PÚBLICO. (…)” (el subrayado, las letras mayúsculas, las letras inclinadas y las 
negrillas son nuestras). 

 
 

En cuanto a las publicaciones que se han realizado sobre el tema, 
encontramos a los doctrinantes Alberto y Guillermo Poveda 
Perdomo, en su obra “La Pérdida de Investidura” De congresistas, 

Diputados, Concejales y Ediles, cuando sobre el tema dice: 
 
“(...). La pérdida de investidura, sin duda alguna, ha servido para sacar del 
escenario político a muchos “CACIQUES”, desde concejales municipales hasta 
algún encumbrado presidente de la Comisión de Acusaciones, pasando por toda 
la mesa directiva de la Cámara de Representantes en el año 2000, dedicados a 
desconocer los regímenes de inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones.  
 
Todos sabemos de la importancia nacional, regional o local y el papel relevante 
que juegan las personas elegidas a las diferentes corporaciones públicas. Tal 
condición les da autoridad política, la que necesariamente conduce al ejercicio 
de influencia y poder. La pérdida de investidura hace que en un solo instante 
bajen del cielo al propio infierno, no solo por el cuestionamiento ético sino 

también por el despojo judicial de la calidad que ostenta. (...).1 

 
En cuanto a los aportes que el grupo de investigación desea 

presentar con el presente trabajo, se dirigirá o encaminará ha 
puntualizar jurídicamente su naturaleza, su autonomía, 

independencia y competencia, entre otros, tal como se planteó en el 
título propuesto.  
                                                        
1 POVEDA PERDOMO, Alberto y POVEDA PERDOMO, Guillermo. “La Pérdida de Investidura” 
Editorial Leyer. Bogotá D.C. julio 2002. Página 10. 



 22 

 

HIPÓTESIS 
 
 

Con el presente trabajo de investigación, pretendemos puntualizar 

la improcedencia de la aplicación simultánea de dos (2) acciones de 

carácter disciplinario, uno de naturaleza administrativa a cargo de la 

Procuraduría General de la Nación y otra de naturaleza 

jurisdiccional de competencia exclusiva de los Tribunales 

Contenciosos Administrativos y Sala Plena del Consejo de Estado, 

contra un mismo servidor público de elección popular, por faltas que 

constituyen causales de pérdida de investidura. 

 

Lo anterior se base en la posibilidad de que al tramitarse dos 

acciones de la misma naturaleza, se violan principios 

constitucionales contenidos en su artículo 29 como derecho 

fundamental, al coexistir simultáneamente un doble juzgamiento de 

igual naturaleza. 

 

Existen posiciones encontradas frente a este asunto, entre el 

Ministerio Público a cargo del actual Procurador General de la 

Nación y la H. Corte Constitucional, pues existen decisiones de esta 

última que señalan la imposibilidad de la aplicación simultánea, 

coetánea o paralela de la acción disciplinaria administrativa y la 

acción disciplinaria jurisdiccional contra un mismo servidor de 

elección popular por faltas que constituyan causales de pérdida de 

investidura, pues considera que ambas son de la misma naturaleza. 
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No obstante lo anterior, algunas decisiones del H. Consejo de 

Estado, no permiten tener completa claridad sobre la 

independencia, autonomía y exclusión que deben existir entre 

dichas acciones, situación que nos permite investigar la verdad real 

de lo que deben ser las mismas y la tesis de que es improcedente 

su aplicación concurrente. 

 

 

 

 

TÉCNICAS DE ANÁLISIS 
 

 

El tipo de trabajo de investigación que pretendemos desarrollar es 

fundamentalmente de carácter explorativo, pues buscamos de 

manera lógica y crítica exponer los alcances e implicaciones 

jurídicas de lo que significa la aplicación de dos (2) acciones de la 

misma naturaleza, por las mismas causas y contra el mismo sujeto. 

 

 

El método de investigación que venimos realizando a lo largo de 

nuestro trabajo monográfico, es netamente inductivo, pues 

partimos de conocimientos específicos contenidos en disposiciones 

Constitucionales y Legales, así como de la Jurisprudencia 

(sentencias de las altas Cortes). 
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1. SERVIDORES PUBLICOS DE ELECCIÓN POPULAR 
 
 
1.1  DEFINICIÓN 
 
 
Colombia es un Estado  Social de Derecho, de lo cual se desprende 

que al mismo tiempo  el Estado Colombiano tiene que enmarcar su 

actuación dentro de los límites que determina la Constitución Política 

y la Ley, debe dirigir eficazmente dicha actuación hacia el logro de 

sus fines esenciales, los cuales deben ser realizadas por la 

Administración que debe fundarse en la eficiencia y eficacia que se 

traduzca en hechos y obras concretas; los fines apuntan a la 

obtención del bien común y están enunciados en el artículo 2o. 

Superior. 

 

La administración en un Estado Social y Democrático de Derecho 

como el nuestro, está instituida para servir a los altos intereses de la 

comunidad, con el deber de realizar actividades cuya finalidad sea el 

beneficio colectivo para satisfacer sus necesidades, a través del 

ejercicio de los diferentes poderes de intervención que tiene. 

 

Así mismo, la administración actúa a través de sus agentes que se 

denominan genéricamente Servidores Públicos que son los 

señalados en el artículo 123 de la Constitución Política, quienes están 

al servicio del Estado y de la comunidad y no de sus propios 

intereses o de terceras personas y sus atribuciones se deben ejercer 

en la forma prevista en la Constitución, la ley y los reglamentos, de 

conformidad con lo previsto en el inciso segundo de la disposición 

superior antes citada. 
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De conformidad con la Constitución Política de 1991, los miembros 

de las corporaciones públicas de elección popular, son también 

servidores públicos, tal como lo consagra el artículo 123, cuando 

dice: 

 
“Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y 
trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones 
en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. 
 

La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio”. (el subrayado y las 
negrillas son nuestras). 

 

 

Además, la actividad que desplieguen los servidores públicos, debe 

realizarse en forma eficaz, eficiente a fin de preservar la moralidad en 

la administración. De esta forma se lograría el correcto 

funcionamiento de los servicios estatales, su manejo y la 

preservación del patrimonio público y la buena imagen de la 

administración, la cual gana en legitimidad y credibilidad frente a la 

comunidad como lo señaló la H. Corte Constitucional en Sentencia 

No. C-341 de 1996. 

 

Es de advertir, que los Servidores Públicos a diferencia de los 

particulares, no sólo responden por la infracción de la Constitución y 

la ley, sino además por la omisión o extralimitación en el ejercicio de 

sus atribuciones, como lo prevé el artículo 6o. del Estatuto Superior, 

por lo que su comportamiento debe ser ejemplar frente a la sociedad 

so pena de hacerse responsable por sus actos. Entonces, se es 

responsable tanto por actuar de una determinada manera no querida 

por el legislador (conducta positiva) como por dejar de hacer algo que 
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debería hacerse según los mandatos de la ley (conducta negativa u 

omisión), siempre y cuando se establezca la culpabilidad del sujeto. 

 

Los Servidores Públicos tienen una competencia reglada, según la 

cual sólo pueden ejercer las funciones que les señalan la 

Constitución y la ley (artículo 121 C.P.) y antes de ejercer su cargo 

deben prestar juramento mediante el cual cumplirán y defenderán la 

Constitución y se comprometerán a desempeñar sus deberes 

(artículo 122 C.P.). Además, el inciso segundo del artículo 123 

superior determina que los servidores públicos están al servicio del 

Estado y la comunidad, ejerciendo sus funciones en la forma prevista 

por la Constitución, la ley y el reglamento. 

 
En el artículo 124 constitucional, el Constituyente habilitó al 

Legislador para señalar la responsabilidad de los Servidores Públicos 

y la forma de hacerla efectiva, y en desarrollo de esa atribución se 

expidió el Código Disciplinario Único (para los servidores públicos en 

general), un Código de Ética (para los Congresistas) y un Código 

Disciplinario para los miembros de las Fuerzas Militares y la Policía 

Nacional. 

 
El Estado no podría lograr sus fines si no dispone de un sistema 

jurídico enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su 

personal, fijando deberes y obligaciones de quienes lo integran, las 

faltas, las sanciones correspondientes y los procedimientos para 

aplicarlas. 

 

Es importante señalar, que el actual Derecho Disciplinario, se 

fundamenta en lo que la doctrina y la jurisprudencia Constitucional 



 27 

han señalado con el nombre de “Relaciones Especiales de 

Sujeción” y que consiste a las voces de los juristas Iván Velásquez 

Gómez, Carlos Arturo Gómez Pavajeau, Jaime Mejía Ossman y 

Silvio San Martín Quiñones Ramos, en: 

 

❑ Iván Velásquez Gómez: 
 

"...En este sentido, si -como antes se dijo- el bien jurídico que protege la ley disciplinaria es 

la disciplina y el adecuado funcionamiento del servicio para el cumplimiento de los fines y 
funciones del Estado, no todo abuso de derechos, incumplimiento de deberes, violación de 
las prohibiciones o incursión en el régimen de inhabilidades e incompatibilidades y conflicto 

de intereses lesionaría ciertamente el bien jurídico tutelado. 
 

 
Piénsese, por ejemplo, en el servidor público que incumpliendo el deber señalado por el 
numeral 11 del artículo 402 ('dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al 
desempeño de las funciones encomendadas"), sale de su trabajo unos minutos antes de 
concluir la jornada laboral. Aunque formalmente se ha afectado la función pública, nadie 
podría afirmar que ello ocurrió materialmente. Ejemplos semejantes puede abundar: el 
servidor público que utiliza en su beneficio particular unas pocas hojas de papel, o quien 
hace una llamada a su esposa utilizando el teléfono de la oficina, etc., formalmente está 
violando el deber de 'utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su 

empleo... exclusivamente para los fines a que están afectos'...".3   
 

 

❑ Carlos Arturo Gómez Pavajeau: 
 

"... la norma penal o disciplinaria pueden ser entendidas como una norma objetiva de 
valoración o como una norma subjetiva de determinación, o compuesta por ambas 
orientaciones. 
 
La norma penal construida como norma objetiva de valoración implica entenderla como un 
instrumento o herramienta a partir de la cual el funcionario judicial, desde la perspectiva de 
la función del derecho penal, determina lo que resulta valioso o disvalioso para el 
ordenamiento jurídico-penal. La clave para determinar lo valioso o disvalioso de un 
comportamiento se encuentra en la misión de un muy particular derecho penal: aquel que 
se ocupa principalmente de la protección de bienes jurídicos. 
 
Lo que afecte, por puesta en peligro o lesión, a los bienes jurídicos tutelados debe 
entenderse como disvalioso. Cuando la afectación sea compleja, esto es, por un lado se 
afecta un bien jurídico pero por otra parte se produce la salvación de otro bien jurídico, 
entran a jugar mecanismos de ponderación como los de necesidad, proporcionalidad, 
idoneidad y adecuación, lo que definirá en fin lo valioso o disvalioso del comportamiento. 
 

El veredicto final estribará en calificar el comportamiento típico como productor de un valor 
de resultado -afectación del bien jurídico con reconocimiento de una causal de justificación 
que produce un resultado salvador de otro- o de un desvalor de resultado -casos de 
ausencia de causal de justificación o negativa de su reconocimiento-, desde la perspectiva 
de la interferencia intersubjetiva al bien jurídico. 
 

                                                        
2  Se refiere a la Ley 200 de julio 28 de 1995. 
3 Iván Velásquez Gómez.  “Manual de Derecho Disciplinario”. Ed. Librería Jurídica Sánchez    R, Ltda.  Págs. 171 y 
172.  Ed. 2a. Medellín, 1999.  
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El concepto de desvalor del resultado caracteriza entonces a lo antijurídico y se convierte 
en elemento fundante del injusto. Solo puede ser neutralizado -casos de las causales de 
justificación- con un valor de resultado salvador de otro bien jurídico que cumpla con un 
diagnóstico positivo de ponderación valorativa. 
 
La puesta en peligro o lesión de un bien jurídico caracteriza al desvalor de resultado. La 
salvación de un bien jurídico, muy a pesar del sacrificio de otro, da origen al valor de 
resultado. Desde la perspectiva de la misión del derecho penal fundado en la protección del 
bien jurídico la primera conducta es disvaliosa y la segunda valiosa. 
 
Desde esta óptica, en principio, en la definición de lo valioso o disvalioso sólo cumple papel 
decisivo el juicio de ponderación valorativo. Los conocimientos o particulares tendencias 
del sujeto en torno a las circunstancias que rodeen los hechos no juega papel decisivo 
alguno. 
 
Por ello entonces impera lo objetivo-valorativo que caracteriza el nombre de la norma. Por 
ello es un instrumento en manos del funcionario judicial para estimar si, para el 
ordenamiento jurídico-penal y conforme a la misión de derecho penal, la conducta produjo 
un resultado valioso o disvalioso. 
 
Así las cosas, el desvalor de resultado típico ocasionado al margen del amparo de una 
causal de justificación se constituye ya, sin más ni más, en un injusto. Ello es la esencia de 
lo contrario a derecho; de lo antijurídico. 
 
(...). Elemento fundante del injusto es el desvalor de acción. Él caracteriza la voluntad o el 
querer contrario a los parámetros de dirección de la conducta impuestos por el 
ordenamiento jurídico. Tal elemento requiere obviamente conocimiento y voluntad de 
realización de la descripción típica, como también para su exclusión que la causal de 
justificación que eventualmente entre en juego en un momento dado tenga realización 
objetiva y el sujeto agente conozca y quiera actuar de conformidad, configurándose así el 
llamado injusto personal de naturaleza subjetiva. Esto es, si el desvalor de acción 
representado en la realización típica no se ve neutralizado por un valor de acción que 
comporta la presencia de una causal de justificación nutrida necesariamente de los 
elementos objetivos y subjetivos de la justificante, compuestos éstos por el conocimiento 
de obrar al amparo de la situación y queriendo actuar conforme a ella, queda allí 
configurado el injusto. 
 
Se confirma con esto que el sujeto no se ha determinado conforme a la norma. No ha 
observado las directrices impuestas por los deberes de conducta. En fin, no se ha 
observado la función de encauzamiento por exteriorizarse una voluntad rebelde para con la 
norma. 
 
Tal dirección normativa configura un injusto esencialmente subjetivo. Por lo mismo se 
caracteriza como un injusto personal, responde a una orientación monista de la norma. 
 
La primera orientación -norma objetiva de valoración- tiene como motivo político-criminal la 
protección de bienes jurídicos. El principio de lesividad adquiere significativa importancia 
trascendiendo al ámbito de la teoría del delito, comprometiendo en consecuencia la 
esencia, contenido y significado de las categorías y subcategorías dogmáticas. 
 
La segunda orientación -norma subjetiva de determinación- puede o no tener como motivo 
político-criminal la protección de bienes jurídicos. El principio de lesividad es un mero 
referente político-criminal y ninguna incidencia definitiva tiene para la esencia, contenido y 
significado de las categorías y subcategorías dogmáticas. 
 
También podemos encontrar configuraciones de injustos a partir de la combinación de 
ambas normas, prevaleciendo una u otra según se acentúe la naturaleza de una de ellas. 
Responden a las orientaciones dualistas de la norma. 
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Sin duda alguna, si el derecho disciplinario se encuentra profundamente influenciado por la 
ética donde lo relevante es la conducta y la dirección de la voluntad impuestas por los 
deberes, y la configuración constitucional de tal disciplina igualmente apunta a tales 
criterios, debe concluirse también que lo contrario a derecho en derecho disciplinario, está 
dado por el quebrantamiento de la 'norma subjetiva de determinación'. Tal orientación 
informa la construcción del injusto en el ámbito del derecho disciplinario. 
 
(...).  Como se ha dicho a lo largo de este trabajo el derecho disciplinario no protege bienes 
jurídicos. Pensar lo contrario sería un garrafal error político-criminal como ya se anotó ('Un 
derecho disciplinario soportado y fundamentado en la infracción de deberes, sólo conoce 
autores: todos los intervinientes, y en la medida que son cobijados por los mismos deberes 
generales, infringen en la misma forma cuantitativa y cualitativa un deber'; Relación 
explicativa de un proyecto de articulado  de Código Disciplinario en Revista Jurisdiccional 
Disciplinaria año 2, No. 4, julio a diciembre de 1994, p. 280). 
 
También dogmático, puesto que en nuestro medio la teoría  del bien jurídico tiene, 
jurisprudencial y doctrinariamente, fundamento constitucional al amparo de la teoría de los 
derechos fundamentales. La limitación de la libertad de acción en el ámbito de las 
relaciones generales de sujeción sólo puede tener como motivo el respeto de  otro derecho 
de igual jerarquía, esto es, constitucional; luego entonces, si ello también se aplicara al 
derecho disciplinario se resquebrajaría cualquier desarrollo que se quisiera hacer del 
mismo, pues las únicas conductas que podrían ser objeto de regulación serían las mismas 
que legitiman la intervención penal. 
 
Tiene toda la razón HESSE cuando manifiesta, con fundamento en la 'relación especial de 
sujeción', que las 'relaciones derivadas de un estatuto especial y la regulación en la que 
cobran forma jurídica no podían cumplir a menudo sus funciones en la vida de la Sociedad 
constituida, si se mantuviera para ellas el standard general de los derechos fundamentales'. 
 
(...). Tampoco puede hablarse, como se afirma en derecho penal, de un objeto material de 
carácter real, personal o fenomenológico sobre el cual recae la conducta. Siempre existirá 
la creación, modificación o alteración de una situación incompatible con los deberes 
funcionales. De tal manera que, de poder admitirse la existencia de un 'objeto' sobre el cual 
recae la conducta, deberá aceptarse que el mismo es la situación descrita por el deber que 
se estima infringido. Es el estado fenomenológico que el deber quiere mantener, conservar, 
modificar o crear".4   

 
❑ Jaime Mejía Ossman y Silvio San Martín Quiñones Ramos: 
 

“...Lesividad e Ilicitud Sustancial. Observaciones. Los proyectos que antecedieron a la 
reforma del Código Disciplinario Único, fueron muy claros al expresar que constituiría 
"Lesividad" la "afectación o puesta en peligro de la función pública", olvidando que ello 
ocurriría siempre y cuando se realizara "sin justa causa". Por fortuna la Cámara de 
Representantes, introdujo la "afectación o puesta en peligro de la función pública", 
señalando que ello ocurriría siempre y cuando se realizara "sin justa causa", pero que 
desafortunadamente, la Procuraduría General de la Nación quitó a la norma "la afectación 
o puesta en peligro de la función pública", dejando solamente la redacción referida "a la 
afectación del deber funcional sin justificación alguna". Pensamos que esta última 
definición de "Ilicitud Sustancial" hubiese quedado más clara si le hubiésemos agregado la 
disyuntiva  "o afecten o pongan en peligro la función pública", ya que creemos que el Bien 
Jurídico Tutelado está unas veces explícito y otras implícito en la tipificación de las faltas 
disciplinarias en forma de "Objeto Jurídico", el cual no puede ser otro que la Administración 
Pública, máxime cuando existen faltas disciplinarias que pueden ser cometidas por el 
destinatario de la Ley Disciplinaria sin que su conducta logre afectar el deber funcional de 
que trata la norma en estudio. 
 
 
 

                                                        
4 Carlos Arturo Gómez Pavajeau., ob., cit., págs., 122 a 126; 152 a 153 y 155. 
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No compartimos el comentario respecto a que el legislador fue más claro al introducir el 
término de  "Ilicitud Sustancial"  a cambio del de "Lesividad", con el argumento de que la 
"Lesividad" es más propio del sistema penal porque se relaciona con la protección de 
"Bienes Jurídicos Tutelados" y que en cambio el término de "Ilicitud Sustancial" no se 
refiere a protección de "Bienes Jurídicos" por no existir ellos en el Derecho Disciplinario. 
Pensamos que  la "Ilicitud Sustancial",  también implica protección de Bienes Jurídicos, los 
cuales son fundamento del Derecho Disciplinario y, que como lo advertíamos, ellos están 
explícitos o implícitos en la descripción de las conductas disciplinarias en forma de "Objeto 
Jurídico", representado en la "Administración Pública". De todas maneras debe destacarse 
que en nuestro entender, dentro del Derecho Disciplinario es perfectamente aplicable el 
principio de "Ilicitud Sustancial" desde la óptica de la "Antijuridicidad Material" y que por lo 
tanto, la valoración de la conducta disciplinada debe ser observada desde la "afectación o 
puesta en peligro de la función pública", lo cual se explica como la "efectividad de la lesión 
o del peligro a la Administración Pública", para que el comportamiento sea típicamente 
antijurídico. El no aceptar esta consideración,  es permitir que se sancionen 
comportamientos simple y llanamente por la violación "a la afectación del deber funcional 
sin justificación alguna", cuando muchas veces la falta no guarda relación con el “deber 
funcional o la función”; cuando no se determina si la falta ocasionó lesión o daño al bien 
preciado de la Administración o simplemente apuntaría el concepto de ilicitud sustancial al 
incumplimiento del deber funcional aplicable a las extralimitaciones del servidor público con 
ocasión a comportamientos que benefician al ente estatal, como sería el caso de llegar una 
o dos horas antes de la jornada reglamentaria de trabajo o salir una u dos horas después. 
La eficacia, la eficiencia y la celeridad con que actúe el servidor público serán entonces 
aspectos que ayudan a comprender mejor el tema y que perfectamente deben analizarse 
dentro del concepto de "Ilicitud Sustancial" y no simplemente dentro del criterio de la 
"afectación del deber funcional sin justificación alguna", para enmarcar la conducta objeto 
de acción disciplinaria. 
 
Las anotaciones que preceden sirven para afianzar que la responsabilidad disciplinaria no 
puede ser tomada por desconocerse las leyes o los reglamentos de manera formal o por el 
simple desconocimiento de los deberes impuestos a los servidores públicos, sino que es 
absolutamente necesario que la conducta lesione, quebrante o ponga en peligro el Bien 
Jurídico de la Administración Pública. El hecho que el Nuevo Código Disciplinario Único o 
Ley 734 de febrero 5 de 2002, recoja el principio en la forma señalada, no deja de dar 
cabida al principio penal de la Antijuridicidad Material, habida consideración que el mismo 
es propio de cualquier derecho sancionatorio, dentro del cual se encuentra precisamente el 
Derecho Disciplinario y sobre todo cuando nuestra Corte Constitucional en Sentencia C-
358 de agosto 5 de 1997 con ponencia del doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ expresó que 
"... la Corte ha manifestado de manera reiterada que los principios del derecho penal 
criminal son aplicables al derecho disciplinario, por cuanto éste constituye una modalidad 
del derecho penal o sancionatorio...". 
 
(...) La existencia del Bien Jurídico Tutelado en materia sancionatoria y definitivamente en 
Materia Disciplinaria, constituye una limitación al poder sancionatorio del Estado y un 
excelente y garantizador criterio para tazar la sanción que le corresponde al disciplinado 
ante su comprobada afectación. Retirar así porque sí ese criterio de naturaleza penal, es 
contrariar todo el sistema sancionador o punitivo del Estado, pues, vuelve y se repite, no 
basta la afectación del “deber funcional” sin justa causa, sino que es necesario demostrar 
que la conducta del sujeto disciplinado lesionó o puso en peligro el Bien Jurídicamente 
Tutelado que se estableció explícita o implícitamente en la respectiva disposición 
disciplinaria, sobre todo cuando las consecuencias para el servidor público son mas 
funestas que en materia penal, habida cuenta que una sanción disciplinaria será 
difícilmente superada para efectos del nombramiento en un cargo público, máxime cuando 
el Estado es uno de los mayoritarios empleadores en Colombia, lo que determina para la 
persona una  muerte laboral, además de la muerte social, psicológica, profesional y 
personal que le apareja. Finalmente no podemos aceptar la exclusión del análisis de la 
"Antijuridicidad Material" en la conducta del implicado, investigado o del disciplinado, toda 
vez que se daría paso a la ya superada "Antijuridicidad Formal", a la cual sólo le interesa la 
confrontación de la norma con la conducta sin importar el análisis de la efectividad de la 
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lesión o la puesta en peligro del Bien Jurídico de la Administración Pública sobre el cual 
pregonamos su existencia implícita o explícita en la disposición disciplinaria.” 5 

 

 

De la misma manera, la Honorable Corte Constitucional, ha dicho: 

 

❑ Sentencia C-358 de agosto 5 de 1997. MP. Eduardo Cifuentes Muñoz: 

 

“... La Corte ha manifestado de manera reiterada que los principios 
del derecho penal criminal son aplicables al derecho disciplinario, 
por cuanto éste constituye una modalidad del derecho penal o 
sancionatorio..." 

 
❑ Sentencia C-948 de noviembre 6 de 2002. MP. Álvaro Tafur Gálvis: 

 
“... Para la Corte, como se desprende de las consideraciones preliminares que se hicieron 
en relación con la especificidad del derecho disciplinario, resulta claro que dicho derecho 
está integrado  por todas aquellas normas mediante las cuales  se exige a los servidores 
públicos  un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones6. En este sentido 
y dado que, como lo señala acertadamente la vista fiscal,  las normas disciplinarias tienen 
como finalidad encauzar la conducta  de quienes  cumplen funciones públicas mediante la  
imposición de deberes  con el objeto de lograr  el cumplimiento  de los cometidos fines y 
funciones estatales, el objeto de protección  del derecho disciplinario  es sin lugar a dudas 
el deber funcional de quien  tiene a su cargo una función pública. 
 
El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuricidad (sic) de las conductas que se  reprochan por la ley 
disciplinaria. Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber  el que origina la 
falta disciplinaria, sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la 
infracción sustancial de dicho deber, es decir el que se atente contra el buen 
funcionamiento del Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra al origen de la 
antijuricidad (sic) de la conducta.  

 
Así ha podido señalar esta Corporación que no es posible tipificar faltas disciplinarias que 
remitan a conductas  que cuestionan  la actuación del servidor público haciendo 
abstracción de los deberes funcionales que le incumben  como tampoco es posible 
consagrar  cláusulas de responsabilidad disciplinaria  que permitan la imputación de faltas 
desprovistas del contenido sustancial de toda falta  disciplinaria7.   
 
Dicho contenido sustancial remite precisamente a la inobservancia del deber funcional  que 
por si misma altera  el correcto funcionamiento del  Estado y la consecución de sus fines.   

 
No asiste razón, en consecuencia, al actor cuando solicita la constitucionalidad 
condicionada de la norma, pues como se ha visto ella simplemente  traduce la 
especificidad propia de la falta disciplinaria en relación con la antijuricidad (sic) de las 
conductas que sanciona la Ley disciplinaria, por lo que  la Corte declarará la  exequibilidad 
pura y simple del artículo 5 de la Ley 734 de 2002, pero circunscrita al cargo analizado y 
así lo señalará en la parte resolutiva de esta sentencia. (...)”. 

                                                        
5 Jaime Mejía Ossman y Silvio San Martín Quiñones Ramos. “Procedimiento Disciplinario”. Ediciones 
Doctrina y Ley  Ltda.. Págs. 105 al 108 Bogotá, Septiembre de 2004. 
6 Ver Sentencia C-417/93 M.P. José Gregorio Hernández Galindo.  
7 Ver Sentencia C-373/02 M.P. Jaime Córdoba Triviño. S.P.V. de los Magistrados Rodrigo Escobar Gil Y Eduardo 

Montealegre Lynett.  
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Finalmente, vale señalar que el derecho disciplinario es una de las 

muchas herramientas que tiene el Estado para combatir la corrupción 

ocasionada por el mal manejo, ineficacia e ineficiencia de la función 

pública, permitiendo de esta forma la legitimidad y credibilidad del 

Estado frente a los ciudadanos. 

 

 

1.2  FUNCIONES QUE REALIZAN. 

 

De conformidad con el artículo 122 de la Carta Política, los 

servidores públicos, tienen una competencia reglada, cuando se 

dice: 

 
“No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento y para 
proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva 
planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.  
  
Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y defender 
la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben.  
  
Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o cuando autoridad competente se lo 
solicite deberá declarar, bajo juramento, el monto de sus bienes y rentas.  
  
Dicha declaración sólo podrá ser utilizada para los fines y propósitos de la aplicación de las 
normas del servidor público.  
Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, el servidor público que sea 
condenado por delitos contra el patrimonio del Estado, quedará inhabilitado para el desempeño 
de funciones públicas.”. (el subrayado y las negrillas son nuestras). 
 

 

Los Congresistas como miembros de las Corporaciones Públicas, 

cuentan con una Ley Orgánica, de conformidad con el artículo 151 

de la Carta Política, cuando dijo: 

 

“LEYES ORGANICAS. El Congreso expedirá leyes orgánicas a las cuales 
estará sujeto el ejercicio de la actividad legislativa. Por medio de ellas se 
establecerán los reglamentos del Congreso y de cada una de las 
Cámaras, las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
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presupuesto de rentas y ley de apropiaciones y del plan general de desarrollo, y 
las relativas a la asignación de competencias normativas a las entidades 
territoriales. Las leyes orgánicas requerirán, para su aprobación, la mayoría 
absoluta de los votos de los miembros de una y otra Cámara.”  (el subrayado y 
las negrillas son nuestras). 

 

Con fundamento en lo anterior, el Congreso de la República, expidió 

la Ley 5ª del 17 de junio de 1992, por la cual se expidió el 

Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de 

Representantes, consagrando las funciones de cada uno de sus 

miembros. 

 

Por otra parte, la Constitución Política de 1991, en su artículo 133 

definió la forma como debe entenderse la responsabilidad de los 

miembros de cuerpos colegiados de elección popular, a saber: 

 

“Los miembros de cuerpos colegiados de elección directa representan al pueblo, y 
deberán actuar consultando la justicia y el bien común.  
  

El elegido es responsable políticamente ante la sociedad y frente a sus 
electores del cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura.” 
(el subrayado y las negrillas son nuestras). 

 

Finalmente, los diputados y concejales, además de tener unas 

funciones generales contenidas en la Carta Política, la Ley 136 de 

junio 2 de 1994, consagra otras de carácter especial, las cuales 

tienen directa relación con los derechos, deberes, prohibiciones, 

impedimentos, inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de 

intereses. 
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1.3 ACCIONES CONTRA LOS MIEMBROS DE LAS 

CORPORACIONES PÚBLICAS. 

 

De conformidad con lo consagrado en los artículos 133, 184, 185 y 

264 de la Constitución Política de 1991, a los miembros de las 

corporaciones públicas se les aplica las siguientes acciones: 

 

 

 

1.3.1  Acción Electoral. 

 

El parágrafo del artículo 264 de la Carta Política, en concordancia 

con lo establecido en el artículo 228 del Código Contencioso 

Administrativo, establecen la existencia del proceso electoral como 

una acción de nulidad de la elección y cancelación de credenciales, 

la cual es ejercida como un control jurisdiccional y discute la validez 

jurídica de los actos de elección popular de ciertos funcionarios y de 

los miembros de las corporaciones públicas, o del nombramiento o 

elección realizado por un órgano de cualquiera de las ramas del 

poder público, en los eventos en que se cuestiona la observancia de 

las normas jurídicas, relativas a la exigencia de las condiciones o 

calidades constitucionales y legales que debe reunir un candidato o 

persona para acceder al ejercicio de la función pública, o a la 

regularidad de las operaciones materiales y jurídicas requeridas 

para concretar y crear válidamente el acto de elección o de 

nombramiento.     

 

El proceso electoral busca la determinación de la constitucionalidad 

y legalidad de los actos administrativos expedidos por las 
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corporaciones electorales y la guarda de los principios 

constitucionales y legales sobre el sufragio, que constituyen la 

piedra angular de un régimen representativo y democrático como el 

nuestro. 

 

Esta acción es de competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, su término para accionar caducará en veinte (20) 

días, contados a partir del siguiente a aquél en el cual se notifique 

legalmente el acto por medio del cual se declara la elección o se 

haya expedido el nombramiento de cuya nulidad se trata. Frente a 

los actos de confirmación, el término de caducidad de la acción se 

contará a partir del día siguiente a la fecha en la cual se confirme la 

designación o nombramiento.  

 

La acción electoral tiene como consecuencia la pérdida de la 

credencial que lo acredita como elegido. 

  

2.1.1. Acción de Pérdida de Investidura. 

 

El proceso de pérdida de la investidura es un juicio disciplinario de 

carácter eminentemente ético8 que persigue la evaluación de la 

conducta de un congresista con la finalidad de determinar si ha 

actuado conforme a los deberes que su dignidad le impone. Sin 

embargo, no debe olvidarse el hecho de que algunas de las 

causales de pérdida de la investidura son, al mismo tiempo, 

causales de nulidad de los actos administrativos de carácter 

electoral. En particular, esta identidad se produce en el caso de la 

                                                        
8 Sentencia C-247 de junio 1º de 1995, siendo Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo. 
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causal de pérdida de la investidura por violación del régimen de 

inhabilidades y la causal de nulidad de los actos administrativos 

electorales por inelegibilidad. En efecto, las inhabilidades son 

causales de inelegibilidad, como quiera que la persona en quien 

recae una inhabilidad no puede ser elegida para el cargo público de 

congresista. 

 

Esta acción9 es de competencia de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, su término para accionar es en 

                                                        
9 La Corte Constitucional, mediante Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo Magistrado 
Ponente Hernando Herrera Vergara, hizo un completo resumen sobre los antecedentes de la 
acción de pérdida de investidura y las diferentes propuestas que fueron presentadas a 
consideración de la Asamblea Nacional Constituyente, con el siguiente texto: 
 
“(...). 
 
Segunda.- La Asamblea Nacional Constituyente y la institución de la pérdida de la 
investidura. 
 
Es indiscutible que una de las reformas más importantes efectuadas por el Constituyente de 
1991 relacionadas con el Congreso de la República, fue la de la creación de la institución de la 
pérdida de la investidura, consagrada en el artículo 183 de la Carta Política, con el propósito 
de dignificar la posición de Congresista, enaltecer sus responsabilidades y funciones, con la 
posibilidad de que, frente a la inobservancia del régimen de  incompatibilidades,  inhabilidades 
o el surgimiento del conflicto de intereses por parte de los mismos, así como de incumplimiento 
de los deberes inherentes al cargo, se pudiese sancionar a quien incurra en la violación de las 
causales previstas en dicha disposición con la pérdida de la investidura, sin que esta decisión 
dependiera de un previo pronunciamiento judicial. 
 
En efecto, en la Asamblea Nacional Constituyente el tema comenzó a ser debatido en la 
Comisión Tercera, con ponencia original del Constituyente Luis Guillermo Nieto Roa. Luego se 
discutió sobre la base del proyecto presentado por la Comisión nombrada como ponente 
colectivo, integrada por los Delegatarios Alfonso Palacios Rudas, Hernando Yepes Arcila, 
Alvaro Echeverry Uruburu, Antonio Galán y otros, según consta en el medio oficial de 
publicación de la Asamblea1 . 
 
El planteamiento general  de los proponentes de la iniciativa se fundamentó en el altísimo nivel 
que supone la categoría de Congresista. De ahí que las consecuencias de la violación de los 
deberes, funciones y responsabilidades inherentes al cargo debieran corresponderse con una 
sanción igualmente drástica. La subcomisión encargada de articular la propuesta, al considerar 
la regulación de la institución pretendió, pues, recuperar el prestigio del Congreso. 
 
El criterio de la comisión2 fué unánime en cuanto a que el régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades y conflictos de interés quedaría  incompleto y sería inane si no se 
estableciera la pérdida de la investidura como condigna sanción. Fué también el parecer 
unánime de la comisión que, dada la alta posición del Congresista, la violación de este 
régimen no podía acarrear una sanción inferior a la pérdida de la investidura. Así fué propuesto 
por esta, con la obligación de que la ley estableciera un procedimiento abreviado mediante el 
cual la Corte Suprema de Justicia decidiera en un plazo no superior a veinte días.  
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cualquier tiempo, es decir, durante y después del ejercicio de su 

condición congresional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 97 

numeral 8º del Código Contencioso Administrativo. 
                                                                                                                                                                   

 
En el seno de la Asamblea Nacional Constituyente la controversia central giró en torno a la 
Corporación a la cual adscribir la competencia  para conocer del proceso de pérdida de 
investidura.  
 
Al respecto se plantearon  tres tesis:  
 
La primera3 sostenía que la Corte Suprema de Justicia debía ser la Corporación encargada de 
conocer de la pérdida de la investidura, pues, afirmaban sus proponentes, en estricto sentido 
se trataba de un litigio si no penal, por lo menos equivalente a un enjuiciamiento. 
 
Los defensores4 de la segunda concepción eran partidarios de que el conocimiento de la 
pérdida de la investidura se asignara a la Corte Constitucional, tal como lo propusieron en su 
momento el Gobierno Nacional y el Constituyente Echeverry Uruburu. 
 
Una última  corriente5 propendía porque la competencia correspondiese al Consejo de Estado 
ya que, en opinión de sus adherentes, la pérdida de la investidura tiene naturaleza 
administrativa. Para los partidarios de esta alternativa, no resultaba conveniente que la Corte 
Constitucional conociera de la pérdida de la investidura, por cuanto la conformación de esa 
alta corporación estaba dada por la elección que efectuara el Senado de la República. Por ello, 
sostenían, se aseguraba una mayor independencia e imparcialidad en el juzgamiento si este 
se encargaba al Consejo de Estado, Corporación que no dependía en su integración del 
Congreso de la República. 
 
Los Constituyentes que avalaban esta tesis sostenían, además, que la pérdida de la 
investidura, en cuanto  sanciona al Congresista que incumple sus deberes o que incurre en 
unas determinadas faltas, es en esencia un proceso disciplinario del cual debe conocer el 
Consejo de Estado, comoquiera que esta Corporación conoce de las demandas electorales. 
Esta fue la propuesta finalmente acogida y así quedó consignada en los artículos 183 y 184 de 
la Constitución Nacional. 
 
Debe anotarse al respecto, asimismo, que la figura constitucional de la pérdida de la 
investidura de los Congresistas, encuentra como antecedente el Acto Legislativo Número 1 de 
1979.  Ciertamente, fue la reforma constitucional de 1979 la que instituyó, por primera vez en 
el país la pérdida de la investidura, y contempló que de ésta sería competente para decretarla 
el Consejo de Estado. 
 
De manera semejante a la regulación normativa que se consagraba en el artículo 13 del Acto 
Legislativo Número 1 de 1979, el artículo 183 de la Constitución de 1991 contempla como 
causales que acarrean la pérdida de la investidura, la violación del régimen de 
incompatibilidades e inhabilidades y el surgimiento de conflicto de interés; igualmente, prevé 
que la  inasistencia injustificada da lugar a esta sanción, aun cuando  disminuye a seis el 
número de sesiones plenarias de las que el Congresista debe haber ausentado; finalmente, 
agrega las causales configuradas por la indebida destinación de dineros públicos y el tráfico de 
influencias  debidamente comprobado. 
 
Al tenor del artículo 184 de la Constitución Nacional, hay dos mecanismos para que el 
Consejo de Estado, como organismo judicial competente, inicie un proceso de pérdida 
de la investidura de un  Congresista: bien, por solicitud que en tal sentido formule la 
Mesa Directiva de la Cámara correspondiente, o que ante dicha Corporación presente 
cualquier ciudadano.  
 
(...)”. 
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La acción de pérdida de investidura tiene como consecuencia la 

pérdida de la investidura de por vida, es decir, que no podrá volver 

a ser elegido.10  

 

2.1.2.  Acción de Revocatoria del Mandato. 

 

El voto programático garantiza la posibilidad de la revocatoria del 

mandato de alcaldes y gobernadores en particular si éstos 

incumplen con su programa. Esta revocatoria del mandato es la 

consecuencia lógica del derecho de participación del ciudadano en 

el ejercicio del poder, como lo dispone el artículo 40 superior. En el 

caso del voto programático es necesario dilucidar quién impone el 

mandato a fin de determinar quién puede revocar a gobernadores y 

alcaldes. En efecto, quien ha otorgado el mandato es quien puede 

revocar al mandatario, puesto que el mandato es una relación de 

confianza fundada en el principio de la buena fe, por medio de la 

cual una persona -el mandante- logra hacerse presente en donde 

no puede estarlo, por medio de otra persona -el mandatario-. La 

posibilidad de excluir del procedimiento de revocatoria a quienes no 

participaron en la elección no es entonces una sanción a quienes no 

votaron, puesto que en Colombia el voto es libre; esa exclusión es 

simplemente el corolario del tipo de relación que se establece entre 

gobernadores y alcaldes y quienes los eligieron, y un estímulo a la 

participación ciudadana.  

 

                                                        
10 Corte Constitucional, mediante Sentencia T-193 de mayo 4 de 1995, con ponencia del 
Magistrado Carlos Garivia Días. 
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Esta facultad es de competencia de la ciudadanía mediante la 

recolección de un número determinado de firmas. 

 

La revocatoria del mandato tiene como consecuencia la pérdida del 

cargo para el cual fue elegido mediante el voto programático. 

 

2.1.3.  Acción Disciplinaria. 

 

El proceso disciplinario ha sido definido como el conjunto de 

actos concatenados que conducen a la formación y expresión de 

la voluntad administrativa, en el sentido de determinar si hay 

lugar o no a exigir responsabilidad disciplinaria a un servidor 

público. 

En el proceso disciplinario se juzga el comportamiento de los 

servidores públicos frente a normas administrativas de carácter 

ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y moralidad de la 

administración pública. Además, el derecho disciplinario está 

integrado por todas aquellas normas mediante las cuales se exige a 

los servidores públicos un determinado comportamiento en el 

ejercicio de sus funciones, independientemente de cuál sea el 

órgano o la rama a la que pertenezcan. Ello hace parte de las 

condiciones mínimas inherentes a la actividad oficial, que resultan 

imprescindibles para la eficiente atención de los asuntos a cargo del 

Estado, motivo por el cual su mantenimiento, merced a un 

ordenamiento jurídico especial de reglas y sanciones, no solamente 

constituye derecho sino que es ante todo deber del Estado. 
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2. LA ACCIÓN DISCIPLINARIA 

 

2.2. DEFINICIÓN 

 

De acuerdo con los preceptos contenidos en el artículo 68 de la Ley 

734 de febrero 5 de 2002, la acción disciplinaria es “pública”, 

ejercida las diferentes ramas, órganos y entidades del Estado, “sin 

perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría 

General de la Nación y de las Personerías Distritales y 

Municipales”11.  

 

 

 

2.3. NATURALEZA 

 

En relación con la naturaleza del Derecho Disciplinario, debemos 

indicar que “el quejoso no ejercita acción jurisdiccional o 

administrativa alguna, sino que pone en práctica un mecanismo 

público, cual es el deber de todo particular que conozca de la 

comisión de una posible falta disciplinaria de dar aviso a la 

autoridad”12, para significar que la naturaleza de la acción 

disciplinaria simplemente debe enmarcarse dentro del concepto de 

acción pública, independientemente si la misma se nutre de los 

principios Constitucionales, Administrativos, Penales y 

Procedimentales Civiles y Penales, que le deriven una  naturaleza 

administrativa, penal o punitiva o simplemente penal administrativa 

o administrativa disciplinaria. 

                                                        
11 Artículo 2º de la Ley 734 de febrero 5 de 2002. 
12 JAIME MEJÍA OSSMAN. “Código Disciplinario Único – Parte General”. Págs. 35 y 36. Ed. Doctrina y Ley. 1° 
Ed. Bogotá 1999. 
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Al Derecho Disciplinario no lo encasillamos en ninguna exclusividad 

Administrativa o Penal o Penal Administrativa o Administrativa 

Disciplinaria, pues simplemente tomamos como referencia el 

artículo 29 de la Constitución Política y en aras de preservar los 

derechos fundamentales del investigado, aplicamos la disposición 

que garantice el respeto a su dignidad humana y que mejor se 

acomode a su derecho de defensa, sin conculcar los demás 

derechos que devienen del debido proceso constitucional. Es tan 

clara la Norma Superior referida que de manera inequívoca 

sentencia en su inciso primero: “El debido proceso se aplicará a 

toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.” 

 

Con estas precisiones podemos afirmar que las garantías 

procesales del implicado, investigado o disciplinado no pueden ser 

cubiertas por el Derecho Administrativo, habida cuenta que el 

proceso disciplinario se reafirma con el respeto pleno al principio 

constitucional del debido proceso, con lo cual se jurisdiccionaliza, 

descartando los principios de conveniencia y oportunidad, que 

desestiman el principio de legalidad y varios principios de exigencia 

penal, los cuales imperaban cuando el derecho disciplinario no 

estaba completamente reglado; cuando era potestad exclusiva del 

rey su aplicación y cuando en las decisiones discrecionales del 

monarca no podía irrumpir lo jurídico. Hoy por hoy en las relaciones 

especiales  de sujeción respecto del destinatario de la ley 

disciplinaria, tiene plena aplicación para él todos los principios de 

naturaleza, penal y administrativa que protejan sus garantías 

individuales; el poder disciplinario no está libre de control. 
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La Corte Constitucional en Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, 

siendo Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero, sobre la 

naturaleza del derecho disciplinario, dijo: 

 
“(...) 
 
En múltiples decisiones, esta Corporación ha estudiado la naturaleza y finalidad del derecho 
disciplinario13 y ha concluido que éste es consustancial a la organización política y absolutamente 
necesario en un Estado de derecho (CP art. 1º), por cuanto de esa manera se busca garantizar la 
buena marcha y buen nombre de la administración pública, así como asegurar a los gobernados 
que la función pública sea ejercida en beneficio de la comunidad y para la protección de los 
derechos y libertades de los asociados (CP arts 2º y 209). Por ello el derecho disciplinario "está 
integrado por todas aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un 
determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones"14, ya que los servidores públicos no 
sólo responden por la infracción a la Constitución y a las leyes sino también  por la omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones (CP art. 6º)(...)”. 
 

En otra oportunidad la misma corporación en Sentencia T-438 de 

julio 1 de 1992 con ponencia del Magistrado EDUARDO CIFUENTES 

MUÑOZ, reiteró: 

 
”... La naturaleza esencialmente sancionatoria de ambos derechos hace que las garantías del 
derecho más general (el penal) sean aplicables también a ese otro derecho, más especializado 
pero igualmente sancionatorio, que es el derecho disciplinario... Todos los principios y 
garantías propias del derecho penal se predican también del disciplinario... Todo lo anterior 
lleva a la conclusión inequívoca de que este derecho disciplinario, que es, en últimas un 
derecho penal administrativo, debe aplicarse con la observancia debida a los principios del 
derecho penal común. Debe aplicarse directamente el artículo 375 del Código Penal, que 
establece: ‘Las disposiciones contenidas en el Libro Primero de este código se aplicarán 
también a las materias penales de que tratan otras leyes o normas, siempre que estas no 
dispongan otra cosa’. En consecuencia, se debe entender que ‘materias penales’ no es 
equivalente a ‘materias criminales’, sino a materias en las que se apliquen penas, y se debe 
entender el término ‘penas’ en un sentido amplio, como cualquier represión estatal formalizada. 
Si no se aceptare la aplicación directa de este precepto en el derecho disciplinario, cabría en 
todo caso la aplicación analógica del mismo, por la similitud en la naturaleza de las normas. En 
todo caso, la misma Constitución permite hacer esta interpretación, pues en el artículo 29 
generaliza las normas del debido proceso a toda clase de actuaciones judiciales o 
administrativas”.   
 

Como consecuencia de lo anterior no podemos sostener, que al 

Derecho Disciplinario lo rija el Derecho Administrativo, de manera 

absoluta, pues sería absurdo sostener que el  artículo 29 de la 

Carta Fundamental admita los principios de “oportunidad y 

conveniencia” que siempre han campeado dentro de la estructura 

del Derecho Administrativo (Artículo 59), toda vez que ellos 

                                                        
13Ver, entre otras, las sentencias T-438/92, C-417/93, C-251/94, C-427/94 y C-244/86.  
14 Sentencia C-417/93. MP José Gregorio Hernández Galindo. Consideración de la Corte No 3. 
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contrarían, en materia disciplinaria, el derecho fundamental al 

debido Proceso, por ser ellos base de arbitrariedad con la cual se 

manejaban caprichosamente y de manera discrecional los procesos 

disciplinarios en vigencia de la mayoría de estatutos disciplinarios 

anteriores, como lo recuerdan las disposiciones de la derogada Ley 

13 de marzo 9 de 198415 y su Decreto Reglamentario 482 de 

febrero 19 de 1995, que entre otras cosas también admitían la 

aplicación de la responsabilidad objetiva16 para el análisis y 

juzgamiento a los destinatarios de la Ley Disciplinaria17, por 

encontrarse ellos a merced del Estado, pues sus normas solamente 

se interpretaban con referencia al Derecho Administrativo.  

 

Con estas precisiones podemos afirmar que las garantías 

procesales del investigado no pueden ser cubiertas por el Derecho 

Administrativo, habida cuenta que el proceso disciplinario se 

reafirma con el respeto pleno al principio constitucional del debido 

proceso, con lo cual se jurisdiccionaliza, descartando los principios 

de conveniencia y oportunidad, que desestiman el principio de 

legalidad y varios principios de exigencia penal, los cuales 

imperaban cuando el derecho disciplinario no estaba 

completamente reglado; cuando era potestad exclusiva del rey su 

aplicación y cuando en las decisiones discrecionales del monarca 

no podía irrumpir lo jurídico. Hoy por hoy en las relaciones 

especiales  de sujeción respecto del destinatario de la ley 

disciplinaria, tiene plena aplicación para él todos los principios de 

                                                        
15 El artículo 1º señalaba: “El régimen disciplinario... la interpretación de sus normas se hará con 
referencia al derecho administrativo, con preferencia a cualquier otro ordenamiento jurídico”. 
16 JAIME MEJÍA OSSMAN Y SILVIO SAN MARTÍN QUIÑONES RAMOS. “Procedimiento Disciplinario”. Pág. 142 Ed. 
Doctrina y Ley. 1° Ed. Bogotá 2004. 
17 El artículo 18, inciso 2º  de la Ley 13 de marzo 9 de 1984  expresaba: “Para aplicar una sanción 
disciplinaria bastará una declaración de testigo bajo juramento que ofrezca serios motivos de credibilidad 
o un indicio grave de que el inculpado es responsable disciplinariamente”.  
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naturaleza, penal y administrativa que protejan sus garantías 

individuales; el poder disciplinario no está libre de control. 

   

Tampoco podemos sostener que al Derecho Disciplinario lo rija el 

Derecho Penal, de manera también absoluta, toda vez que el 

Derecho Disciplinario es administrativo en cuanto a forma; sus 

Operadores son en su mayoría administrativos; sus decisiones 

igualmente y las consecuencias únicamente interesan a ese 

derecho. Igualmente el bien jurídico tutelado del derecho 

disciplinario importa únicamente a la Administración pública y la 

tipicidad de la conducta tiene otras connotaciones menos drásticas 

que las dadas al concepto de tipicidad penal. En fin, el Derecho 

Disciplinario no es un Derecho Penal, será una materia penal en 

cuanto impone penas, propias de cualquier derecho punitivo o 

sancionatorio, que debe sujetarse, como lo ha afirmado la Corte 

Constitucional en Sentencia T-438 de julio 1 de 1992 con ponencia 

del Magistrado EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, “a los principios y 

garantías propias del derecho penal” (...). La naturaleza 

esencialmente sancionatoria de ambos derechos hace que las 

garantías del derecho más general (el penal) sean aplicables 

también a ese otro derecho, más especializado pero igualmente 

sancionatorio, que es el derecho disciplinario (...) Todos los 

principios y garantías propias del derecho penal se predican 

también del disciplinario (...) Todo lo anterior lleva a la conclusión 

inequívoca de que este derecho disciplinario, que es, en últimas un 

derecho penal administrativo, debe aplicarse con la observancia 

debida a los principios del derecho penal común. Debe aplicarse 

directamente el artículo 375 del Código Penal, que establece: ‘Las 

disposiciones contenidas en el Libro Primero de este código se 



 45 

aplicarán también a las materias penales de que tratan otras leyes o 

normas, siempre que estas no dispongan otra cosa’. En 

consecuencia, se debe entender que ‘materias penales’ no es 

equivalente a ‘materias criminales’, sino a materias en las que se 

apliquen penas, y se debe entender el término ‘penas’ en un sentido 

amplio, como cualquier represión estatal formalizada. Si no se 

aceptare la aplicación directa de este precepto en el derecho 

disciplinario, cabría en todo caso la aplicación analógica del mismo, 

por la similitud en la naturaleza de las normas. En todo caso, la 

misma Constitución permite hacer esta interpretación, pues en el 

artículo 29 generaliza las normas del debido proceso a toda clase 

de actuaciones judiciales o administrativas”.   

 

Otros pronunciamientos sobre la autonomía del derecho 

disciplinario, se ven reflejadas en las siguientes Sentencias: 

 

• C-948 del 6 de noviembre de 2002, siendo Magistrado Ponente 

Álvaro Tafur Gálvis: 

 

“(...)  

Al respecto la Corte constata que la norma traduce la adopción por el Legislador de una 
postura clara a favor de la autonomía del derecho disciplinario en materia de determinación de 
la antijuricidad  de las conductas que dicho derecho sanciona frente a las categorías propias 
del derecho penal. 
 
(...)”. 

 

• C-252 del 18 de febrero de 2003, siendo Magistrado Ponente 

Jaime Araujo Rentería: 

 

“(...) 
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Ese aparente problema se explica en razón de que al derecho disciplinario se 
le pretenden trasladar reproches que se predican de otros ámbitos del derecho 
sancionador, y en particular del derecho penal, pues en ellos la valoración 
negativa de la reincidencia se asume como un rezago autoritario que, en lugar 
de desvalorar la conducta cometida, desvalora la personalidad, proclive al 
delito, del autor.   

 

Con todo, también en este punto debe afirmarse la autonomía del derecho 
disciplinario y, en consecuencia, la imposibilidad de extender a él los efectos de 
instituciones contrarias a su naturaleza:  El rechazo de la reincidencia como 
circunstancia de agravación punitiva se explica en el derecho penal en razón 
de la mayor proximidad que tiene, como ámbito de control, con los derechos 
fundamentales.  Tal proximidad se advierte tanto en el delito -por la relación 
funcional que existe entre tales derechos y el bien jurídico como concepto 
consustancial a la conducta punible-  como en la pena  -en este caso porque la 
sanción penal por antonomasia, la prisión, no es más que la privación de la 
libertad de locomoción como derecho fundamental-.  Además, la ilegitimidad de 
la reincidencia como institución del derecho penal plantea un serio 
cuestionamiento al sistema penal mismo pues pone en vilo las funciones de 
prevención general  -como protección de bienes jurídicos-  y de prevención 
especial  -como resocialización moderada-  que se le atribuyen a la pena y 
desnuda las profundas limitaciones del tratamiento penitenciario. En tal 
contexto es ilegítima la desvaloración de la reincidencia en sí misma pues tal 
institución, en términos de sacrificio de derechos fundamentales y de 
racionalidad del sistema penal, resulta demasiado costosa.   

 

(...)”. 

 

Por consiguiente debemos precisar que el Derecho Disciplinario 

recibe del Derecho Administrativo la formalidad que lo informa, los 

fines que persigue y los principios que lo estructuran, con 

independencia de los de oportunidad y conveniencia; y del Derecho 

Penal, extracta los principios que están conforme a su naturaleza 

sancionatoria y aquellos que sirven de garantía al destinatario de la 

Ley disciplinaria (servidores públicos y particulares que cumplen 

funciones públicas de manera permanente o transitoria) como 

manifestación Constitucional y legal18 y en cumplimiento a las 

                                                        
18 Recuérdese el artículo 21 de la Ley 734 de febrero 5 de 2002, cuando establece: “En la aplicación del 
régimen disciplinario prevalecerán los principios rectores contenidos en esta ley, y en la Constitución 
Política … y lo dispuesto en los códigos… Penal, de Procedimiento Penal y de Procedimiento Civil en lo 
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directrices trazadas por la Honorable Corte Constitucional. Pensar 

diferente sería desconocer el comentado artículo 29 de la 

Constitución Política y el artículo 21 del Código Disciplinario Único y 

sería no comprender al legislador quien impuso muchos 

ingredientes normativos en los principios rectores del Código 

Disciplinario Único, frente a los cuales la interpretación únicamente 

se encuentra en el Estatuto Penal Ordinario Colombiano, como por  

ejemplo: 

La proscripción de la responsabilidad objetiva;  

La decisión  que las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa 

(artículo 13);  

La enunciación del in dubio pro disciplinado (artículo 9º - 2);  

La presunción de inocencia (artículo 9º- 1);  

La cosa juzgada (artículo 11) y la favorabilidad (retroactividad y 

ultractividad de la ley – artículo 14), amén de muchas precisiones 

normativas que su sustento se encuentra indiscutiblemente en el 

Derecho Penal, como lo son la autoría (artículo 26);  

El concurso;  

Las causales de exclusión de responsabilidad (artículo 28);  

La mayoría de los criterios para determinar la gravedad o levedad de la 

falta, dentro de ellos el grado de culpabilidad (artículo 43);  

La oficiosidad y preferencia (artículo 69);  

La obligatoriedad de la queja (artículo 70);  

La exoneración del deber de formular quejas (artículo 71);  

La terminación del procedimiento (artículo 73);  

La acumulación (artículo 63 de la Ley 200 de julio 28 de 1995);  

Los derechos del disciplinado (artículo 92);  

Los requisitos formales del pliego de cargos (artículo 163);  

La redacción de los fallos (artículo 170);  

                                                                                                                                                                   
que no contravengan la naturaleza de derecho disciplinario. (el subrayado y las letras inclinadas son 
nuestras). 
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La prueba para sancionar (artículo 142);  

Las causales de nulidad (artículo 143);  

La indagación preliminar (artículo 150);  

La versión voluntaria o exposición espontánea;  

La investigación disciplinaria (artículo 152);  

La formulación de cargos (artículo 162);  

El archivo definitivo (artículo 164);  

La variación del pliego de cargos (artículo 165);  

Los descargos (artículo 166);  

El juzgamiento del ausente (artículo 165) y  

La carga de la prueba a cargo del Estado que dispone el inciso 4º del 

artículo 81 de la Ley 190 de junio 6 de 1995 o Estatuto Anticorrupción, 

entre otros. 

 

 

 

1.4 CARACTERÍSTICAS.  

 

La acción disciplinaria tiene las siguientes características:  

 

2.3.1. Pública: Quiere esto decir que es la sociedad la que tiene 

interés en promoverla y por lo tanto debe iniciarse y proseguirse 

hasta su culminación; el Estado tiene el derecho y a la vez el deber 

de investigar los hechos que presumiblemente constituyen faltas 

administrativas.  

 

 

2.3.2. Oficiosa: Porque la Administración tiene el deber de iniciarla 

por iniciativa propia, cuando tiene conocimiento de que se 

cometieron unos hechos que pueden ser violatorios de las normas 
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disciplinarias (contenidas, entre otras, en los artículos 33 al 48 de la 

Ley 734 de febrero 5 de 2002).  

 

2.3.3. Indesistible: Como consecuencia de la publicidad de la 

acción. Una vez iniciada no puede desistirse y por lo tanto debe 

terminar únicamente con un fallo favorable o desfavorable a los 

investigados o excepcionalmente por extinción o por prescripción.  

 

2.3.4. Obligatoria: La Administración está en su deber de adelantar 

la acción: no es para ella opción hacerlo o no; esta característica 

también se conoce como indispensable, porque ni el Estado ni los 

particulares pueden disponer el adelantarla o no, con excepción de 

aquellas que de plano deban ser inadmitidas, conforme los 

preceptos del artículo 69 de la Ley 734 de febrero 5 de 2002, o que 

por su temeridad, irrelevancia, generalidad e imprecisión se deba 

proferir auto inhibitorio, de acuerdo con el contenido del parágrafo 

1º del artículo 150 ídem. 

 

2.3.5. Indivisible: La acción es una sola, así haya uno o varios 

investigados y por lo tanto debe dirigirse contra todos ellos. La 

publicidad de la acción disciplinaria trae como consecuencia que 

sea única e indivisible frente al fenómeno de la coparticipación; 

 

2.3.6. Imperativa: En cuanto a la obligatoriedad de su ejercicio para 

el funcionario competente e irrenunciable e irrevocable pues una 

vez se inicie no puede suspenderse, desistirse, renunciarse o 

revocarse.  
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2.3.7. Popular: Por cuanto cualquier persona que tenga 

conocimiento de la conducta constitutiva de una falta administrativa 

debe obligatoriamente dar el aviso correspondiente. Sin embargo, 

es conveniente aclarar que por el hecho de dar el aviso a la 

autoridad, no se es parte en el proceso administrativo; se es 

simplemente denunciante, pero como tal, se es un tercero en el 

proceso.  

 

1.5 ÓRGANOS COMPETENTES 

 

De acuerdo con el contenido del artículo 67 de la Ley 734 de 

febrero 5 de 2002, la acción disciplinaria se ejerce por: 

 

a. La Procuraduría General de la Nación; 

b. Los Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura; 

c. La Superintendencia de Notariado y Registro; 

d. Los Personeros Distritales y Municipales; 

e. Las Oficinas de Control Interno Disciplinario del Estado; y 

f. Los nominadores y superiores jerárquicos inmediatos, en los 

casos de que trata el parágrafo tercero del artículo 76 de la ley 

disciplinaria. 

 

No obstante lo anterior, en tratándose de los Regímenes 

Disciplinarios Especiales, sus operadores se encuentran definidos 

en las siguientes corporaciones e instancias: 

      

La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia o  la Sala Plena del 

Consejo de Estado para conocer en única instancia de las faltas 
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cometidas por el Procurador General de la Nación, dependiendo de 

su postulación. 

 

La Sala Plena del Consejo de Estado para conocer en única 

instancia de las causales de pérdida de la investidura de los 

Congresistas. 

      

El Congreso de la República para conocer de las faltas 

disciplinarias que cometan los magistrados de la Corte Suprema a 

de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Constitucional, del 

Consejo Superior de la Judicatura y del Fiscal General de la Nación; 

 

La Comisión de Ética y Estatuto del Congresista del Senado y de la 

Cámara de Representantes para conocer de las faltas disciplinarias 

que cometan los Senadores y Representantes a la Cámara, así 

como a sus empleados; 

 

La Procuraduría General de la Nación para conocer de las faltas 

disciplinarias que cometan los servidores públicos, los indígenas 

que administren recursos del Estado, los particulares; el 

vicepresidente de la República, los Ministros del Despacho, el 

Contralor General de la República, el Defensor del Pueblo, el 

Gerente del Banco de la República y demás miembros de la Junta 

Directiva, el Alcalde Mayor de Bogotá, el Auditor de la Contraloría 

General de la República, el Registrador Nacional del Estado Civil, el 

Contador General de la República, los Generales de la República y 

oficiales de rango equivalente, el Personero y el Contralor de 

Bogotá, los Directores de Departamento Administrativo del orden 
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Nacional y del Distrito Capital y los Miembros de la Junta Directiva 

de la Comisión Nacional de televisión. 

 

Los Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura: únicamente 

para los funcionarios judiciales19;  

      

Los Tribunales Contenciosos Administrativos para conocer de las 

causales de pérdida de la investidura de los Diputados y 

Concejales.  

 

La Superintendencia de Notariado y Registro para conocer de las 

faltas cometidas por los Notarios; 

 

Los Personeros Distritales y Municipales para conocer de las faltas 

cometidas por los servidores públicos distritales y municipales; 

 

Las Oficinas de Control Interno Disciplinario para conocer de las 

faltas cometidas por los servidores públicos de sus respectivas 

entidades; 

 

Los nominadores que conocen los procesos en única y segunda 

instancia; 

 

Los superiores inmediatos en primera instancia para conocer de las 

faltas cometidas por los servidores públicos en donde no exista o no 

se haya creado la Oficina de Control Interno Disciplinario; 

 

                                                        
19 Magistrados, Jueces, Conjueces y Fiscales. 
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El superior jerárquico, en única y segunda instancia para conocer 

de las faltas cometidas por los servidores públicos en donde no 

exista o no se haya creado la Oficina de Control Interno 

Disciplinario. 

 

El superior jerárquico en las Fuerzas Militares con atribuciones 

disciplinarias bajo cuyas órdenes se encuentre el presunto infractor 

al momento de la comisión del hecho, así como el Presidente de la 

República y los altos mandos militares, quienes tienen máximas 

atribuciones disciplinarias sobre todo el personal militar y para todo 

tipo de faltas. 

 

1.6 FALTAS QUE LA ORIGINAN. 

 

Para que una conducta constituya falta disciplinaria se requiere que 

la Ley la defina como tal de manera inequívoca; en otras palabras, 

significa que la conducta se encuentre descrita en una norma 

positiva como derecho (artículo 33), deber (artículo 34), prohibición 

(artículo 35), inhabilidad (artículos 37 y 38), incompatibilidad 

(artículo 39), impedimento (artículo 84) o conflicto de interés 

(artículo 40 y los artículos 286, 287, 291 y 292 de la Ley 5 de 

199220 y artículo 70 de la Ley 136 de 199421), tal y como nos lo 

                                                        
20 Ley 5 del 17 de junio de 1992. Reglamento del Congreso de la República: 
 
“Artículo 286. Aplicación. Todo Congresista, cuando exista interés directo en la decisión 

porque le afecte de alguna manera, o a su cónyuge o compañero o compañera permanente, o 
a alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad o 
primero civil, o a su socio o socios de derecho o de hecho, deberá declararse impedido de 
participar en los debates o votaciones respectivas.” 

  
“Artículo 287. Registro de intereses privados. En cada una de las Cámaras se llevará un 

libro de registro de intereses privados en el cual los Congresistas consignarán la información 
relacionada con su actividad privada. En ella se incluirá la participación en sociedades 
anónimas o de responsabilidad limitada y similares, o en cualquier organización o actividad 
privada económica o sin animo de lucro de la cual haga parte, en el país o fuera de él.”  
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define el artículo 22 de la Ley 734 de febrero 5 de 2002, el cual 

reza: 

 

“Garantía de la función pública. El sujeto disciplinable, para 

salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, 

legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, 

publicidad, economía, neutralidad, eficacia y eficiencia que debe 

observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá 

los derechos, cumplirá los deberes, respetará las prohibiciones y 

estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 

impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la 

Constitución Política y en las leyes.”  

 

Así mismo, es de tener presente, que en tratándose del principio 

rector de legalidad, tiene su codificación en el artículo 4 de la Ley 

734 de febrero 5 de 2002, que textualmente señala: 

 

“Legalidad. El servidor público y el particular en los casos previstos 

en este código sólo serán investigados y sancionados  

                                                                                                                                                                   
 
“Artículo 291. Declaración de impedimento. Todo Senador o Representante solicitará ser 

declarado impedido para conocer y participar sobre determinado proyecto o decisión 
trascendental, al observar un conflicto de interés.”  

  
“Artículo 292. Comunicación del impedimento. Advertido el impedimento, el Congresista 

deberá comunicarlo por escrito al Presidente de la respectiva Comisión o Corporación 
legislativa donde se trate el asunto que obliga al impedimento.” 

 
21 Ley 136 del 2 de junio de 1994. Modernizar la organización y funcionamiento de los 

municipios. “Artículo 70. Conflicto de interés. Cuando para los concejales exista interés 
directo en la decisión porque le afecte de alguna manera, o a su cónyuge o compañero o 
compañera permanente, o a alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil, o a su socio o socios de derecho o de 
hecho, deberá declararse impedido de participar en los debates o votaciones respectivas.  

Los concejos llevarán un registro de intereses privados en el cual los concejales consignarán la 
información relacionada con su actividad económica privada. Dicho registro será de público conocimiento. 
Cualquier ciudadano que tenga conocimiento de una causal de impedimento de algún concejal, que no se 
haya comunicado a la respectiva corporación, podrá recusarlo ante ella.” 
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disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como 

falta en la ley vigente al momento de su realización.”  

 

No obstante lo anterior, a diferencia del derecho penal (que exige 

una precisa y estricta descripción típica), en el derecho disciplinario 

se admite una más genérica y amplia adecuación normativa, pues 

el Legislador no ha diseñado las faltas disciplinarias de la forma 

como si lo ha hecho con los delitos (estricto), teniendo que 

ajustarlas en diversos ordenamientos por vía genérica, que dan 

margen de apreciación de quien haya de calificarlas, pudiendo éste 

decidir en algunas circunstancias si un hecho ofrece aspectos 

suficientemente reprensibles para justificar o no un correctivo 

disciplinario. 

 

Adicionalmente a lo anterior, deseamos traer un catálogo de las 

normas que en este tema son más aplicables y para ello que mejor 

que transcribir el numeral 1 del artículo 34 de la Ley 734 de febrero 

5 de 2002, que dispone: 

 

“Deberes. Son deberes de todo servidor público: 

 

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la 

Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los 

demás ratificados por el congreso, las leyes, los decretos, las 

ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de 

la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las 

decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, 

los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por 
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funcionario competente. Los deberes consignados en la ley 190 de 

1995 se integrarán a este código.” 

 

Creemos que una descripción detallada de dichas disposiciones 

son: 

 

Constitución Política de Colombia: Artículos 6, 90, 95, 122 al 

131, 179 al 182, 196 al 198, 240, 255, 267, 272, 291, 292, 304, 

entre otros. 

 

Tratados Públicos: Todos los ratificados por el gobierno 

Colombiano, cuando correspondan a la naturaleza de las funciones. 

 

Las Leyes: 

Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996): 

Artículos 53, 150 al 155. 

 

Ley 200 de julio 28 de 1995: Artículos 39 al 44 y 109 (Para 

conductas cometidas hasta el 4 de mayo de 2002). 

 

Código Disciplinario Único (Ley 734 de febrero 5 de 2002): Artículos 

33 al 40, 48, 54, 55, 61 y 62 (Para conductas cometidas a partir del 

5 de mayo de 2002).  

 

Código Penal (Ley 599 de julio 24 de 2000-): Cualquier delito 

cuando con él exista relación con la función que cumple o con 

ocasión de ella. 
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Código de Procedimiento Penal (Ley 600 de julio 24 de 2000-): 

Artículos  142 y 143. 

 

Estatuto Anticorrupción (Ley 190 de 1995): Artículos 5, 6, 13 al 15, 

19 al 33, 36, 60 al 62, 66, 79 y 80. (Ver apéndice). 

 

Ley 836 de julio 16 de 2003 (Reglamento del Régimen Disciplinario 

para las Fuerzas Militares): Artículos 21, 34 al 55 y 61. 

 

Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984): Artículos 

25 al 28 y 30 al 32. Entre otras. 

 

Los Decretos: 

Decretos 1400 y 2019 de 1970 (Código de Procedimiento Civil): 

Artículos 40 y 150. 

 

Las Ordenanzas:  

Expedidas por las Asambleas Departamentales de cada uno de los 

departamentos del País, por parte de sus miembros (diputados). 

 

Los Acuerdos:  

Expedidos por los Concejos Municipales. 
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Los Estatutos de la Entidad:  

Todas las Entidades del Estado tienen un estatuto orgánico que los 

rige, dentro del cual se consagran derechos, deberes, obligaciones, 

prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades. 

  

Los Reglamentos:  

Estos son expedidos con facultades expresas dadas por la Ley, a 

los representantes de las diferentes Entidades Públicas, con el fin 

de hacer más expedito el funcionamiento y organización de la 

Institución que dirige y como tal, amplía de mejor manera el campo 

de derechos, deberes y prohibiciones. 

  

Los Manuales de Funciones:  

Como el anterior, también son expedidos por los representantes de 

las diferentes Entidades del Estado (Ramas Legislativa, Ejecutiva y 

Judicial, así como los Órganos de Control), con fundamento en el 

artículo 122 de la Constitución Política de Colombia de 1991. 

  

Las Órdenes Superiores:  

Como su nombre lo indica, corresponden a órdenes impartidas por 

un superior a su subalterno, con el propósito de cumplir con los 

fines y funciones que cada Entidad desempeña, sin que ellas 

lleguen a constituir un abuso o extralimitación y mucho menos que 

se salgan de la naturaleza del cargo que cada servidor realiza, 

valga decir, no se le pude dar la orden de conducir un vehículo 

oficial a quien no ostenta dicha función, ni tiene los conocimientos 
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para ello, o dar una orden de efectuar labores de carácter personal, 

etc. 

  

Las Decisiones Judiciales y Disciplinarias: 

La primera comprende decisiones o fallos proferidos por cualquier 

autoridad Administrativa o Jurisdiccional (civil, penal, laboral, de 

familia, militar, contenciosa, etc., incluidas las de policía); la 

segunda corresponde a los pronunciamientos que en materia 

disciplinaria emite la Procuraduría General de la Nación, Comisión 

de Ética y Estatuto del Congresistas del Senado de la República y 

Cámara de Representantes, las Salas Jurisdiccionales 

Disciplinarias de los Consejos Seccionales o Superior de la 

Judicatura, Oficinas de Control Interno Disciplinario, 

Superintendencia de Notariado y Registro, Superiores Inmediatos y 

Jerárquicos, etc. 

  

Las Convenciones Colectivas: 

Corresponde a Convenciones Colectivas de Trabajo, en donde se 

establecen las relaciones entre las Empresas y todos sus 

trabajadores, fijando condiciones de los contratos de trabajo 

existentes o futuros y los reglamentos de Trabajo. 

 

Los Contratos de Trabajo: 

Estos corresponden a los contratos de trabajo a que hacen 

referencia el Código Sustantivo de Trabajo y la Ley de Contratación 
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Estatal, en donde se pactan o acuerdan las diferentes modalidades 

de vinculación al servicio, sus derechos, deberes, prohibiciones, etc. 

 

1.7 LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS Y SUS 

CONSECUENCIAS. 

 

Además de la función que establece para la sanción disciplinaria el 

artículo 16 de la Ley 734 de febrero 5 de 2002, respecto a su 

prevención y corrección, las sanciones disciplinarias tienen como 

finalidades: la defensa y restablecimiento del orden social; la 

confianza que se logra en la colectividad; la aflicción y rehabilitación 

del disciplinado; la credibilidad en la estructura estatal; la retribución 

de la lesión o peligro causado con la conducta del actor (ilicitud 

sustancial) y la cultura anticorruptiva que se introduce en la 

comunidad.  

 

La prevención general (sociedad) y especial (servidor público o 

destinatario de la Ley Disciplinaria) y garantía de la efectividad de 

los principios y fines previstos en la Carta Política, la Ley y los 

tratados internacionales para la buena marcha  y el adecuado 

ejercicio de la gestión pública.22  Al señalarse que la prevención y la 

corrección es una función que cumple la sanción disciplinaria, 
                                                        
 
22"Desde esta óptica la finalidad de la sanción no se debe explicar por la sanción misma o 

como un objetivo en sí mismo, sino como un medio de prevención general y especial. General, 

porque se trata de motivar a los restantes servidores públicos a desplegar un comportamiento 

ajustado a derecho; de modo negativo, a través de la intimidación a éstos generada por la 

imposición de una sanción y de modo positivo, configurando la conciencia de los servidores 

públicos y determinando su comportamiento social y laboral; y especial, porque trata de evitar 

del concreto autor de una falta disciplinaria que cometa otras en el futuro. En uno y otro caso 

converge el propósito de garantizar la buena marcha de la gestión pública 'concebida ésta 

como un servicio que presta el Estado a los ciudadanos para garantizar su bienestar y el 

desarrollo adecuado del hombre como tal, en una sociedad reglada y controlada.' (Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia del 9 de diciembre de 1992, M.P. 

EDGAR SAAVEDRA ROJAS)". 
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necesariamente tenemos que entender que esos conceptos deben 

conducir a que todo el conglomerado social y a que los destinatarios 

de la ley disciplinaria, se abstengan de cometer faltas disciplinarias 

o de incurrir en nuevas conductas que puedan afectar el cabal 

desenvolvimiento de la Administración Pública. Es una medida 

disuasiva que permite mantener incólumes los bienes estatales; 

aumentar la credibilidad en las instituciones; afianzar la confianza 

internacional y culturizar a la colectividad para que el desarrollo del 

Estado siempre conserve una proyección ordenada, armónica, 

sosegada, tranquila y pacífica, lo cual resulta si la sanción 

disciplinaria se impone de manera oportuna, ya que las sanciones 

adoptadas a pocos días de la prescripción de la acción o cuando el 

servidor público ha dejado de pertenecer a la institución, no 

garantizan la buena marcha de la gestión pública, ni mucho menos 

su adecuado ejercicio. 

 

En relación con la función de prevención, esta debe entenderse en 

tres (3) sentidos, así: 

 

General negativa: Cuando busca persuadir que los destinatarios 

de la ley disciplinaria no la infrinjan. 

 

Especial Negativa: Cuando busca persuadir al infractor para que 

no cometa nuevamente la falta sancionada, y 

 

Especial Positiva: Cuando pretende afirmar la vigencia de la 

norma, toda vez que el implicado, investigado o disciplinado cuando 

incurre en falta disciplinaria, con su comportamiento, pretende su 

derogatoria. 
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La definición conceptual de las sanciones disciplinarias, se detalla 

de la siguiente manera: 

 

Destitución23: Significa la separación del servidor público o del 

particular en los casos previstos en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 

de un cargo o de una función como consecuencia de una sanción 

administrativa disciplinaria. 

 

Suspensión: Significa la separación temporal del cargo o función 

de los destinatarios de la Ley Disciplinaria y presenta tres (3) 

connotaciones, a saber:  

1ª.  Es una sanción disciplinaria principal que se aplica a quienes 

estén en servicio de la función estatal.  

2ª. Interrumpe el ejercicio de las funciones públicas y la 

contraprestación económica del suspendido mientras permanezca 

vigente y, 

3ª. Es una verdadera situación administrativa que determina una 

vacancia temporal en el cargo y la cual no desliga al sancionado de 

su vinculación laboral con la entidad a la cual presta sus servicios, 

dada la temporalidad de la medida sancionatoria.  

 

                                                        
23 Cuando la sanción disciplinaria es producto de una falta gravísima, tiene como consecuencia 
la separación definitiva de la función pública que desempeña el sancionado, sin que importe 
que sea de libre nombramiento y remoción, de carrera o elección, la pérdida de los derechos 
de la carrera administrativa; la inhabilidad general de diez (10) a veinte (20) años o 

“permanente” (si se afecta el patrimonio económico del Estado) y el correspondiente registro  
en la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación 
“para efectos de la expedición del certificado de antecedentes” (artículo 174, inciso 1º), que 
“deberá contener las anotaciones de providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años 
anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o 
inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento” (artículo 174, inciso 3º). 
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Multa: Significa la obligación de pagar una cantidad de dinero como 

consecuencia de la sanción impuesta, la que deberá cubrirse en el 

término de doce (12) meses en pagos proporcionales si el 

sancionado se encuentra vinculado a la misma entidad y si se 

encuentra vinculado a otra, se oficiará para que el cobro se efectúe 

por descuento en los mismos términos (artículo 173, inciso 1º). 

 

Amonestación escrita: Significa un llamado de atención formal al 

disciplinado, en forma escrita y con orden de anotación en su hoja 

de vida, por parte de quien sea competente, con el fin de que surta 

efectos ejemplarizantes hacia él y los demás destinatarios de la ley 

disciplinaria, y para que se materialice la prevención y la corrección 

como garantía de la efectividad de los principios y fines previstos en 

la Constitución, la ley y los tratados internacionales que se deben 

observar en el ejercicio de la función pública.. 

 

3. LA ACCION DE PERDIDA DE INVESTIDURA 

 

3.1. DEFINICIÓN 

 

La pérdida de investidura consiste en la desvinculación de un cargo 

de elección popular, a quien presta funciones públicas de manera 

transitoria o permanente como consecuencia de una sanción 

jurisdiccional disciplinaria. 

 

La pérdida de investidura es una consecuencia de la violación del 

Régimen de Inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de 
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intereses consagrados en el Constitución Política (para los 

congresistas) y en la Ley (para los diputados y concejales), a través 

de un procedimiento ante el Consejo de Estado, si se trata de 

Congresistas o ante el funcionario competente, si se trata del resto 

de miembros de las corporaciones públicas, con el fin de que surta 

efectos ejemplarizantes hacia él y los demás destinatarios de la ley 

disciplinaria, y para que se materialice la prevención y la corrección 

como garantía de la efectividad de los principios y fines previstos en 

la Constitución, la ley y los tratados internacionales que se deben 

observar en el ejercicio de la función pública. 

 

 

 

3.2. ANTECEDENTES  

 

La pérdida de investidura es una institución muy reciente del 

derecho público Colombiano. Por ella, los congresistas, los 

diputados a las asambleas departamentales y los concejales 

pueden ser despojados de la investidura que ostentan en razón de 

elección popular, previa la comprobación de las causales y 

cumplido el procedimiento previsto en el ordenamiento jurídico 

nacional, mediante sentencia judicial. 

 

El antecedente de la institución se encuentra en el artículo 13 

del Acto Legislativo No. 1 de 1.979 que estableció dos causales (la 

infracción al régimen de incompatibilidades y de conflictos de 

interés, y la falta, en un período anual y sin causa justificada, a ocho 

sesiones plenarias en que se votaran proyectos de actos 

legislativos o de ley), y confió su declaración al Consejo de Estado. 
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Dicha reforma no superó el examen de constitucionalidad y la 

pérdida de investidura perdió toda eficacia. 

 

El constituyente de 1991 la introdujo de nuevo, con algunas 

modificaciones. 

 

Como consecuencia de lo anterior, los siguientes son los textos 

básicos sobre la figura de la pérdida de investidura: 

 

 

3.2.1. Para los Congresistas: 

 

-Constitución Política de 1991: Artículos 110, 133, 179, 180, 181, 

182, 183, 184, 237-5 y 261. 

 

-Ley 5ª de junio 17 de 1992 (Por la cual se expide el Reglamento 

del Congreso; el Senado y la Cámara de Representantes) y, 

 

-Ley 144 de junio 13 de 1994 (Por la cual se establece el 

procedimiento de pérdida de la investidura de los congresistas).  

 

-Ley 446 de julio 7 de 1998 (Por la cual se adoptan como legislación 

permanente algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se 

modifican algunas del Código de Procedimiento  Civil, se derogan 

otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se 

modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo 

y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y 

acceso a la justicia). 
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Nota: Esta disposición señala competencias para conocer la acción 

de pérdida de investidura contra Congresistas y del recurso de 

revisión contra las sentencias de desinvestidura de conformidad con 

lo establecido en los artículos 33 numerales 8 y 10 y 39 numeral 424. 

 

3.2.2. Para los Diputados: 

 

-Constitución Política de 1991: Arts. 110, 133, 179, 180, 181, 182, 

183, 184, 237-5, 261, 291 y 299 (por interpretación integradora y 

sistemática, esta ultima disposición vincula las normas 

constitucionales aplicable a los Congresistas). 

                                                        
24 ARTICULO 33. COMPETENCIA DE LA SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL CONSEJO DE ESTADO. Modificase y adicionase el artículo 97 del 
Código Contencioso Administrativo en los siguientes numerales:  
 
8. De las acciones sobre pérdida de investidura de los Congresistas, de conformidad con el 
procedimiento especial establecido en la ley.  
  
(...) 
 
10. Del recurso extraordinario de revisión en los casos de pérdida de investidura de los 
Congresistas. En estos casos, los Consejeros que participaron en la decisión impugnada no 
serán recusables ni podrán declararse impedidos por ese solo hecho.  
  
PARAGRAFO. La Corte Suprema de Justicia conocerá de las acciones impetradas contra los 
actos administrativos emitidos por el Consejo de Estado.  
 
(...) 
 
ARTICULO 39. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN UNICA 
INSTANCIA. El artículo 131 del Código Contencioso Administrativo, quedará así:  
  
"Artículo 131. Competencia de los tribunales administrativos en única instancia. Los Tribunales 
Administrativos conocerán de los siguientes procesos privativamente y en única instancia:  
  
(...) 
 
4. De las acciones sobre pérdida de investidura de los miembros de los Concejos Municipales y 
Distritales, de conformidad con el procedimiento establecido en la ley. En estos eventos el fallo 
se proferirá por la Sala Plena del Tribunal.  
  
Contra las sentencias que pongan fin a estas controversias sólo procederá el recurso especial 
de revisión, de conformidad con lo previsto en los artículos 185 y ss de este Código y la 
competencia será de la Sección de la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado que 
determine el reglamento de la Corporación.  
 
(...)”. 
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-Ley 617 de octubre 6 de 2000 (Por la cual se reforma parcialmente 

la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se 

adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, 

se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, 

y se dictan normas para la racionalización del gasto público 

nacional). 

 

3.2.3. Para los Concejales: 

 

-Constitución Política de 1991: Artículos 110, 321, 318 y 323. 

 

-Ley 136 de junio 12 de 1994 (Por el sic cual se dictan normas 

tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los 

municipios). 

 

-Ley 617 de octubre 6 de 2000 (Por la cual se reforma parcialmente 

la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se 

adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, 

se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, 

y se dictan normas para la racionalización del gasto público 

nacional). 

 

-Ley 446 de julio 7 de 1998 (Por la cual se adoptan como legislación 

permanente algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se 

modifican algunas del Código de Procedimiento  Civil, se derogan 

otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se 

modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo 
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y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y 

acceso a la justicia). 

 

Nota: Esta disposición señala competencias para conocer la acción 

de pérdida de investidura contra los Concejales y del recurso de 

revisión contra las sentencias de desinvestidura –arts. 33 numerales 

8 y 10 y 39 numeral 4. 

 

3.3. NATURALEZA 

 

De cuanto ha dicho la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, 

se puede establecer: 

 

➢ Que la pérdida de investidura reviste carácter disciplinario, 

aunque “de muy especiales características”, y genera 

responsabilidad política. 

 

Debido a su carácter disciplinario fue incluida como sanción, por la 

ley 200 de 1.995, en el art. 29 numeral 9; esta disposición fué 

declarada exequible por la Corte, aunque de modo condicionado, 

pues estimó que no “...está desconociendo sino reafirmando la 

competencia propia y exclusiva del Consejo de Estado en relación 

con los Congresistas ... y nada se opone a que la ley regule la 

pérdida de investidura  como sanción disciplinaria para el resto de 

miembros de las corporaciones públicas”, medida que es 

equiparable a la destitución (Sentencia C-280/96); en el art. 32 

señaló que la sanción correspondía a la comisión de faltas 

gravísimas, es decir a las descritas en el artículo 25 que, sin 

embargo, a juicio de la Corte no cubre todas las hipótesis del 
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artículo 110 constitucional que sigue operando de manera 

autónoma. Y en el art. 66 No. 2 se estableció que la investigación, 

en el caso de los congresistas, se puede adelantar por el 

Procurador General de la Nación. Esta última prescripción fue 

declarada inexequible (sent. C-280-96), por cuanto “la pérdida de 

investidura es un proceso jurisdiccional disciplinario, autónomo, de 

competencia exclusiva del Consejo de Estado, por lo cual no es 

supeditable a ningún tipo de pronunciamiento” (cfr. sent. C-037-96). 

Se advierte que, en este caso, la Corte se está refiriendo 

únicamente a la pérdida de investidura de los congresistas). 

 

De esta primera aproximación surgen varias conclusiones iniciales 

por ejemplo:  

 

Que tanto el proceso de pérdida de investidura de los congresistas 

como el de concejales y diputados reviste  naturaleza disciplinaria; 

para los primeros, genera responsabilidad política de tipo 

disciplinario; para los segundos, responsabilidad disciplinaria 

simple. 

 

Dichos procesos son por consecuencia, distintos, pues, el de 

congresistas “reviste características muy especiales” (que se 

desarrollarán en seguida), razón por la cual la competencia del 

Consejo de Estado es única, exclusiva, excluyente y autónoma. En 

cambio la sanción de pérdida de investidura para los miembros de 

otras corporaciones públicas (asambleas y concejos), es 

equiparable a la sanción de destitución y puede ser susceptible de 

regulación por el Código Disciplinario. 
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“Las muy especiales características”  del proceso disciplinario de 

pérdida de investidura se refieren a lo siguiente: 

 

➢ Es la sanción más grave que se puede imponer a un 

congresista, porque implica: 

 

-La separación inmediata  de las funciones que venía desarrollando 

el sancionado como integrante de la Rama Legislativa. 

 

-Le impide volver a ser congresista en cualquier período posterior 

(art. 179 No. 4 de la C. N). Genera una inhabilidad permanente, 

vitalicia. De allí que algunos juristas opinen que se trata: De un 

precepto de la Constitución que es inconstitucional.25 (Cfr. 

Salvamentos de voto del consejero de Estado, Dr. Julio Cesar Uribe 

Acosta.) 

  

                                                        
25 La figura que planteó el referido salvamento, hace referencia a la teoría que la Honorable 
Corte Constitucional ha referido en algunas de sus jurisprudencias (Sentencia C-551 de 9 de 
julio de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Linett), como “Cláusulas Pétreas”, las cuales según 
la Carta de 1991 no estableció cláusulas inmodificables, y que por ello el poder de reforma no 
tiene ningún límite competencial. Conforme a esa tesis, por medio de cualquiera de los 
mecanismos previstos por el Título XIII resultaría posible reformar cualquier artículo o principio 
de la Carta de 1991 e, incluso sustituirla por una Constitución radicalmente distinta.  
 
La Corte estima que en ese argumento se confunden dos temas diferentes. Una cosa es que 
cualquier artículo de la Constitución puede ser reformado – lo cual está autorizado puesto en 
eso consiste el poder de reforma cuando la Constitución no incluyó cláusulas pétreas ni 
principios intangibles de manera expresa, como es el caso de la colombiana – y otra cosa es 
que so pretexto de reformar la Constitución en efecto ésta sea sustituida por otra Constitución 
totalmente diferente – lo cual desnaturaliza el poder de reformar una Constitución y excedería 
la competencia del titular de ese poder. 
 
La Corte Constitucional ha dicho al respecto: 
 
“(…) 35- Nótese entonces que el texto constitucional colombiano, si bien no establece cláusulas 
pétreas, ni principios intangibles tampoco autoriza expresamente la sustitución integral de la 
Constitución. Y la Asamblea Constituyente bien hubiera podido incorporar esa posibilidad de 
cambio total o reforma integral de la Constitución, como lo hacen expresamente ciertos 
ordenamientos. (…)”. (Sentencia C-551 de 9 de julio de 2003, M.P. Eduardo Montealegre 
Linett). 
 



 71 

Cuando la pérdida de investidura se decreta sobre un período 

anterior al que actualmente ejerce el congresista también tendrá 

efectos sobre este último; la sentencia T-193- 95 de 4 de mayo de 

1.995 de la Corte Constitucional, con ponencia del Dr. Carlos 

Gaviria Díaz, distingue estas hipótesis: 

 

-Si la pérdida de investidura se decreta y queda en firme antes de 

que el Consejo Nacional Electoral expida la credencial 

correspondiente, debe abstenerse de hacerlo a quien esté incurso 

en esta inhabilidad. 

 

-Si la sentencia del Consejo de Estado queda en firme después             

de realizados los escrutinios, declarada la elección y entregada la 

credencial, se debe aplicar la inhabilidad en el lugar de tales actos 

administrativos. 

 

➢ Pueden ser sujetos pasivos de la sanción los congresistas y el 

resto de miembros de las corporaciones públicas, razón por la cual 

la Corte encontró constitucional que el código disciplinario único 

(CDU) la contemplase como sanción disciplinaria (sent. C-280 - 96) 

“equiparable por sus efectos y gravedad a la destitución “ (sent. C-

319 - 94). Sólo que habrá que distinguir,  según se trate de pérdida 

de investidura de congresistas o de diputados y concejales, que la 

primera está  reglamentada en la Constitución en cuanto a sus 

causales para decretarla, decreto que compete al Consejo de 

Estado. La de diputados y concejales si bien tiene asiento 

constitucional (arts. 110 y 291), debe ser regulada por la ley que 

sólo se ha ocupado de los últimos (Leyes 136/94 y 200/95), 
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determinando las causales y atribuyendo la competencia respectiva 

a los tribunales administrativos departamentales. 

 

➢ Es finalidad de la institución “dignificar la posición del 

congresista, enaltecer sus responsabilidades y funciones, recuperar 

el prestigio del congreso”; de allí que se trate de “un juicio de 

responsabilidad política que culmina con la imposición de una 

sanción de carácter jurisdiccional de tipo disciplinario.” 

 

➢ Se trata de una sanción independiente de las sanciones 

penales que pudieran ser aplicables por la comisión de delitos; las 

normas que la consagran tienen un sentido eminentemente ético y 

“su objeto no es el de imponer sanciones penales sino el de castigar 

la vulneración del régimen disciplinario impuesto a los miembros del 

congreso en razón de la función que desempeñan” (sent. C-247-

95). 

 

La anterior reflexión toma sentido en relación con algunas causales 

en particular, tales como el tráfico de influencias o la indebida 

destinación de dineros públicos, como se verá más adelante; si 

estas figuras desaparecieran como tipos penales continuarían 

dando lugar a la pérdida de la investidura. 

 

Este punto concreto ha permitido calificar el de desinvestidura como 

“un juicio objetivo, jurídico-político...” (Carlos Betancur Jaramillo, 

Derecho Procesal Administrativo, 4a. ed. pgs 77 y ss.), en el cual “... 

se juzga objetivamente la conducta del congresista...”, vale decir 

con simple “imputabilidad causal”, sin tener en cuenta para nada la 

intención, el dolo, la  culpa o el error en que haya incurrido. 
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Quizás es esta una de las características que particularizan con 

más énfasis este proceso disciplinario, pues, a términos del art. 14 

del C.D.U., “en materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 

responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables  a título 

de dolo o culpa”. 

 

Sin embargo, como ya se anotó antes, dado que la Corte 

Constitucional ha establecido que la consagración de la pérdida de 

investidura como sanción disciplinaria en el CDU es constitucional 

en cuanto se refiere a las corporaciones públicas distintas del 

Congreso, surge la preocupación de si, para aquéllas, la 

responsabilidad consiguiente es de carácter subjetivo por aplicación 

del artículo 14 del CDU y es objetiva únicamente para los 

congresistas. 

 

La diferencia puede radicar en la circunstancia de que la pérdida de 

la investidura, para los congresistas, genera responsabilidad política 

de tipo disciplinario; mientras para concejales y diputados la 

responsabilidad es disciplinaria típica. De allí que, para los primeros 

no se aplique la “sanción disciplinaria”, pérdida de investidura 

prevista en el CDU, cosa que si ocurre con los segundos. 

 

En efecto: repasando las causales que originan la sanción para los 

congresistas, se observa que los únicos casos en los que sería 

posible la discusión en torno de una responsabilidad subjetiva 

serían los previstos en los ordinales 4º y 5º del artículo 183 

constitucional de los cuales nos ocuparemos más adelante. 
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➢ Solamente puede operar (en el caso de los congresistas) por 

las taxativas causales que establece la C.P. (el tema está vedado a 

la ley) Sent. C-247-95: “La enunciación (de las causales) hecha en 

la carta es taxativa y no autoriza al legislador para ampliar los 

motivos de la sanción. 

 

Cosa similar ocurre con las causales de exoneración   o con las 

condiciones de procedibilidad (sent. C-319-94). 

 

Las causales que originan la pérdida de investidura de concejales 

son, también, taxativas; pero su señalamiento, además de los casos 

que prevé la constitución, lo hace la ley. 

 

➢ La acción de pérdida de investidura es una acción ciudadana 

(Sent. C-319- 94 ). 

 

Este punto tiene que ver  con la titularidad de la acción, es decir, 

con la determinación de la persona legitimada para ejercerla. 

 

En los términos del art. 184 de la C.P., la solicitud puede ser 

formulada por la mesa directiva de la cámara correspondiente o por 

cualquier ciudadano. Por este último aspecto, se trata de una acción 

que tiene todo ciudadano como parte de su “derecho a participar en 

la conformación, ejercicio y control del poder político” (art. 40-6 de la 

C.P.), siempre que cumpla con las exigencias  que la ley 144 prevé 

para la admisión de la solicitud (sent. C-247-95), y sin que haya 

necesidad de constituir apoderado. 
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Obviamente, por la propia norma constitucional (art. 184), también 

podrá pedir la pérdida de la investidura del congresista, la mesa 

directiva de la cámara a que pertenece, así como el Procurador 

General de la Nación por sí mismo o por medio de sus delegados o 

agentes, en desarrollo de lo previsto en el art. 277 Nos. 6 y 7 de la 

Constitución Nacional, según los cuales es de su resorte “ejercer 

vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñan 

funciones públicas, inclusive las de elección popular...” e intervenir 

en los procesos y ante las autoridades judiciales, “cuando sea 

necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público o de 

los derechos y garantías fundamentales. (Sentencia de 17 de 

agosto de 1994; Expediente AC 1899; Sala Plena del Consejo de 

Estado, entre otras). 

 

En otros términos, teniendo la condición de ciudadano colombiano, 

no hay necesidad de acreditar un interés específico para intentar la 

acción de pérdida de investidura de un Congresista; basta el interés 

genérico de la preservación del orden jurídico que se presume en 

todas las personas. Este predicado, sin embargo, no autoriza su 

ejercicio irresponsable y caprichoso, con móviles diferentes al 

interés general, pues constituiría un abuso del derecho prohibido 

por el artículo 95 de la Constitución Nacional  que puede implicar 

sanciones disciplinarias para el abogado e incluso, si la conducta es 

temeraria y de mala fé, investigación penal. (Artículo 13 Ley 144 de 

1994). Sobre este aspecto se pueden consultar las sentencias de 

26 de septiembre de 1996, Expediente AC 1898 y de 29 de abril de 

1997, Expediente AC 4534 de la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado (en esta última se impuso al 
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solicitante una sanción equivalente a veinte salarios mínimos por 

estimar que la acción fue temeraria y que actuó de mala fé). 

 

Quedan, por lo mismo,  excluidos los anónimos como base 

suficiente para la iniciación del proceso (sent. C-247-95).  Claro que 

si un anónimo desencadena una investigación disciplinaria en la 

Procuraduría General de la Nación y, como conclusión de ella se 

deduce que se debe solicitar la pérdida de investidura del 

Congresista, el pedimento es perfectamente válido. (Sentencia de 7 

de octubre de 1993; Expediente AC 430; Actor: Procuraduría 

General de la Nación.) 

 

➢ El proceso y la acción son distintos del proceso y de la acción 

electoral (sent. AC-175 de 8 de septiembre de 1.992, Sala  Plena de 

lo Contencioso Administrativo del C. de E.): “...En efecto, la pérdida 

de investidura implica en el fondo una sanción por conductas 

asumidas por la persona del congresista que lo priva de esa 

condición que alguna vez fue poseída por él; al paso que, el juicio 

electoral lo que pretende es definir si la elección y la condición de 

congresista son legítimas o, si por el contrario, en el caso que 

existan motivos para su anulación, son ilegítimas. Quiere decir lo 

anterior que, en el primer caso, lo que se juzga es la ruptura del 

pacto político existente entre el elector y el elegido, elemento 

fundamental de la democracia representativa; cuando el candidato 

se presenta ante el electorado hace una declaración, a veces 

implícita, de no estar incurso en causal de inhabilidad que impida su 

elección; si tal declaración no resulta cierta, el elegido, en este caso 

el congresista, viola dicho pacto político, caso en el cual procede, 

por mandato de la Constitución, la pérdida de la investidura cuya 
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finalidad es preservar la legitimidad de las instituciones de la 

sociedad política, sin perjuicio de las consecuencias personales que 

el decreto  acarrea de conformidad con el artículo 179 numeral 4 de 

la Constitución Política. En el segundo caso, en cambio, se 

cuestiona la legalidad de los actos que permitieron el acceso del 

congresista a esa condición y si éstos se declaran nulos, ello 

equivale a que nunca tuvo acceso legítimamente a la referida 

investidura...” 

 

Muestra lo anterior que, pese a que las dos acciones constituyen un 

desarrollo de  los derechos y funciones establecidos en el artículo 

40 de la C.P., que las dos son públicas, las dos ciudadanas, las dos 

pertenecen al llamado contencioso objetivo, que pueden estar 

fundadas en los mismos hechos, son, sin embargo, distintas por su 

finalidad, por sus efectos, por el juez competente, por el 

procedimiento, etc. 

 

Sin embargo, hay que advertir que las inhabilidades de los 

congresistas pueden originar los dos procesos (electoral y de 

pérdida de investidura), circunstancia que puede generar estas 

hipótesis:  

 

 Si no se ejerce la acción electoral procede la de pérdida de 

investidura. Pese a algunas discusiones iniciales esta hipótesis 

parece ser generalmente aceptada en la actualidad por el 

Consejo de Estado. 

 

 Si se ejerce la acción electoral, ¿procederá la de pérdida de 

investidura?. La situación no ha sido definida jurisdiccionalmente; 
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si bien teóricamente podrían proceder las dos en forma sucesiva, 

por la misma causal, teniendo en cuenta los distintos efectos de 

cada una, al interior de este supuesto podrán presentarse 

variantes: si el fallo electoral no decreta la nulidad del acto de 

elección o de declaración de elección, por ejemplo, porque no se 

estructura la causal de inhabilidad, la decisión hará tránsito a 

cosa juzgada y será intangible en el futuro; si, en cambio, declara 

la  nulidad de dicho acto, se podría pensar en la procedencia 

posterior de la pérdida de investidura. 

 

 ¿Si se ejerce la acción de pérdida de investidura procede 

también la acción electoral? La hipótesis no es igual que la 

anterior pese a las apariencias. Podría resolverse en un 

problema de decaimiento de los actos administrativos que 

declararon la elección. (art. 66 del C.C.A.) 

 

 ¿Procede la acción electoral, por razones de inhabilidad, frente a 

las personas no “elegidas” sino “llamadas” a ejercer las funciones 

de congresista? La situación merecerá comentarios 

posteriormente, pero, si se atiende al estado actual de la 

jurisprudencia mayoritaria del Consejo de Estado se puede 

pensar que dicha posibilidad esta cerrada, lo cual a nuestro juicio 

no interpreta adecuadamente la filosofía de la institución. 

  

➢ Se debe aplicar el principio del debido proceso (artículo 29 de 

la C.P.):  

 

- En primer lugar, porque se trata -como se ha visto- de un proceso 

típicamente jurisdiccional que exige la aplicación del artículo 29 
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constitucional, como también se requiere para las actuaciones 

administrativas. 

 

- En segundo lugar, porque es un proceso disciplinario, por lo tanto 

sancionatorio, que impone la guarda del derecho de defensa del 

demandado. 

 

- Finalmente, porque se trata de la sanción más gravosa, 

“equiparable”, pero con efectos más severos, a la destitución.  

 

Ha dicho sobre este punto la Corte Constitucional: “...no se trata de 

un castigo cualquiera sino de uno excepcional que, por lo tanto, 

requiere en grado sumo la plena observancia de las garantías y 

requisitos constitucionales del debido proceso”. 

 

Y más adelante: “...las normas constitucionales en las cuales se 

consagra la pérdida de investidura deben ser interpretadas de 

manera armónica con el artículo 29 de la carta, con las necesarias 

adaptaciones que exige la naturaleza especial de aquéllas”. 

 

Dentro de tal contexto, la Constitución señala el juez competente, 

las causales y el término (art. 184) y la Ley 144 detalla el 

procedimiento. 

 

Este principio general tiene operancía en todos los casos de pérdida 

de investidura, trátese de congresistas, de diputados (aún sin 

regulación), o de concejales. En cuanto a estos últimos puede 

consultarse, entre otras, la sentencia de la Sección Primera del 
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Consejo de Estado de 20 de marzo de 1997, Exp. 3698, C.P. Dr. 

Juan Alberto Polo Figueroa. 

 

➢ La pérdida de investidura se distingue de la revocatoria del 

mandato. La sentencia C-11-94 se expresa así: “El proyecto (se 

refiere al proyecto de ley que reglamenta el voto programático), está 

confundiendo dos fenómenos diversos: La revocatoria del mandato, 

que es una decisión política de control de los electores sobre los 

elegidos, y la pérdida de investidura (art. 183 y 184 C.P.) que es 

una sanción jurídica impuesta a los congresistas por el 

incumplimiento de los deberes de su cargo y por las causales 

previstas en el artículo 183 de la Constitución”.  

 

De este modo, el voto programático es la fuente que genera la 

posibilidad de que los electores revoquen el mandato de 

gobernadores y alcaldes cuando quiera que éstos incumplen el 

programa propuesto. Son, pues, instituciones que tienen sujetos 

pasivos diferentes, entidades encargadas de ejercerlas también 

distintas, finalidades y propósitos diversos, procedimientos de 

naturaleza y características autónomos, efectos diferenciados, etc.  

 

➢ La acción de pérdida de investidura no caduca (Sentencias de 

17 de agosto de 1994; Expediente AC 1899 y de 8 de septiembre 

de 1992), ni la renuncia del Congresista a su investidura impide su 

procedibilidad. 
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3.4. ÓRGANOS COMPETENTES 

 

Se trata de un juzgamiento; por ello su conocimiento está atribuido 

a un juez, o, mejor, al Consejo de Estado en tanto juez, lo cual 

excluye al Consejo Pleno; la atribución está confiada a la sala plena 

de lo contencioso administrativo (sent. C-247-95 que reiteró lo dicho 

en la sent. C-319-94), en única instancia, cuando se trate de la 

pérdida de investidura de congresistas. 

 

En la Asamblea Nacional Constituyente se plantearon varias 

alternativas en torno del tema de la competencia: Se pretendió 

atribuirla a la Corte Suprema de Justicia, a la Corte Constitucional o 

al Consejo de Estado. Definida, finalmente, por este último, el 

debate se centró en la naturaleza jurídica de la decisión: 

administrativa para algunos que pretendían que conociera del 

proceso el Consejo de Estado en pleno (es decir la Corporación 

integrada por la Sala de Consulta y Servicio Civil y por la de lo 

Contencioso Administrativo), tesis que encontró respaldo en 

algunas disposiciones de las Leyes 5a/92 y 144/94; jurisdiccional 

para otros, dentro de quienes se colocó la Corte Constitucional que 

declaró inexequibles las disposiciones aludidas. 

 

Luego de una intensa discusión se concluyó que se trataba de una 

decisión jurisdiccional, puesto que, como se dijo, la pérdida de 

investidura es un juicio, un juzgamiento de naturaleza política, ética 

y disciplinaria. A tono con esta interpretación en la que coincidieron  
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tanto la Corte Constitucional como el Consejo de Estado, la ley 270 

de 1.996 (Estatutaria de la Administración de Justicia), en el No. 7 

del art. 37, atribuyó a la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo el conocimiento de los casos de pérdida de 

investidura de los congresistas. La mayoría calificada para la 

adopción de las sentencias (2/3 de los miembros) fue declarada 

inexequible. (Sent. C-037-96). 

 

En el caso de los Concejales la competencia ha sido atribuida a los 

Tribunales Administrativos Departamentales (art. 55 de la ley 

136/94) quienes seguirán el mismo procedimiento establecido para 

los congresistas (ley 144/94). 

 

En ambos casos procede el recurso extraordinario especial de 

revisión. Inicialmente se pudo pensar que, frente a las sentencias 

de los tribunales administrativos relativas a la pérdida de investidura 

de los concejales, procedía el recurso de apelación ante el Consejo 

de Estado. Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo, en auto de 25 de enero de 1.995, exp. AC-2220. 

C.P. Dr. Carlos Betancur Jaramillo, dedujo que se trataba de 

procesos de única instancia. 

 

En el caso de los concejales el recurso de revisión se tramita y 

decide por la Sección Primera del Consejo de Estado. 
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3.5. CAUSAS QUE LA ORIGINAN. 

 

Se ha visto cómo, de acuerdo con la interpretación de la Corte 

Constitucional, se admite que las causales que originan la pérdida 

de investidura de los congresistas son taxativas y están previstas en 

la Constitución. 

 

No obstante lo anterior, el artículo 296 de la Ley 5ª de Junio 17 de 

1992, consagra como causales de pérdida de investidura para los 

Congresistas, la siguientes: 

 

1. Por violación del régimen de inhabilidades.  

  

2. Por violación del régimen de incompatibilidades.  

  

3. Por violación al régimen de conflicto de intereses.  

  

4. Por indebida destinación de dineros públicos.  

  

5. Por tráfico de influencias debidamente comprobadas.  

  

6. Por la inasistencia, en un mismo período de sesiones, a seis (6) 

reuniones plenarias en las que se voten proyectos de acto 

legislativo y de ley o mociones de censura.  

  

7. Por no tomar posesión del cargo dentro de los ocho (8) días 

siguientes a la fecha de instalación de las Cámaras, o a la fecha en 

que fueren llamados a posesionarse.  
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Subsiste sin embargo la inquietud de saber si, aceptando la 

taxatividad de las causales, éstas están previstas únicamente en el 

artículo 183 de la C.P., o si existen otras normas de la propia 

Constitución que se deben sumar a él. 

 

En concreto, la cuestión se centra en saber si la prohibición 

establecida en el art. 110 constituye causal para la pérdida de 

investidura de los congresistas puesto que no cabe duda respecto 

de su aplicabilidad a los diputados y a los concejales. 

 

El precepto consagrado en el artículo 110 de la C.P. prescribe: 

 

“Se prohíbe a quienes desempeñan funciones públicas hacer contribución alguna a los 
partidos, movimientos o candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las excepciones que 
establezca la ley.  El incumplimiento de cualquiera de estas prohibiciones será causal de 
remoción del cargo o de pérdida de la investidura”. 
 

Esta disposición constitucional ha originado una controversia 

respecto de su aplicabilidad o no a los Congresistas; la divergencia 

se ha expresado en varios salvamentos de voto al interior de esta 

Corporación. 

 

Las propuestas del Ministerio Público tampoco han sido uniformes. 

 

En la contestación de la demanda también se solicita revisar la tesis 

que ha venido sosteniendo la Sala. 

 

Si se intentara sistematizar los principales argumentos que apoyan 

la tesis según la cual la prohibición del art. 110 constitucional no 

constituye causal para la pérdida de investidura de los 

Congresistas, se obtendrían los siguientes: 
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➢ Las causales de pérdida de la investidura de los Congresistas 

están consagradas, de modo taxativo, en el art. 183 de la C. P. 

 

➢ El art. 110 de la C. P. es norma de carácter genérico y el art. 183 

tiene carácter específico, razón por la cual no admite analogía, ni 

el reenvío, ni las interpretaciones analógicas o extensivas. 

 

➢ La propia redacción del art. 110 excluye a quienes tienen la 

calidad de dirigentes de los partidos o movimientos políticos y a 

quienes son candidatos a las corporaciones públicas. 

 

➢ La Asamblea Nacional Constituyente, cuando estudió y discutió 

lo relativo a la pérdida de investidura de los Congresistas, 

solamente trató los temas que, finalmente, quedaron 

consignados en el art. 183 de la C. P. 

 

Sin embargo la Sala, por decisión mayoritaria, ha señalado en 

varias oportunidades que la causal establecida por el art. 110 se 

debe agregar a las cinco causales previstas en el art. 183 de la 

Constitución, para la pérdida de investidura de los congresistas. 

 

En efecto: 

Del texto del art. 183 de la C. P. No se deduce que las causales allí 

establecidas constituyan númerus clausus, de modo que sean 

únicamente ellas -con exclusión de cualquiera otra-, las hipótesis 

frente a las cuales se ha previsto la sanción de pérdida de 

investidura de congresista. 
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La conclusión que, en ese sentido, se ha tratado de asentar en los 

antecedentes que, de modo muy parcial, registra la gaceta 

constitucional no es absolutamente exacta. 

 

El tratamiento del tema relativo a la “rama legislativa” dentro del 

cual se inserta el artículo 183 que determina las causales de 

pérdida de la investidura de los Congresistas se confió a una 

comisión distinta de aquella que debió abordar el estudio “de las 

formas de participación democrática y de los partidos políticos” en 

donde se encuentra situado el artículo 110 que aquí se comenta.  

Esa sola es razón suficiente para entender por qué no se incluyó la 

prohibición del art. 110 entre las causales del artículo 183., Razón 

suficiente pero no única. 

 

Quizás los criterios de generalidad y especialidad normativa no 

sean los más aconsejables cuando se trata de interpretar la 

Constitución Política por cuya propia conformación y naturaleza el 

intérprete debe acudir a la idea de sistema; sin embargo teniendo 

en cuenta que, en el principio de especificidad, han encontrado 

fuente los principales argumentos que niegan la existencia de 

causal para la pérdida de investidura de los congresistas en el art. 

110 de la C. P., vale la pena referirse a él brevemente. 

 

El art. 110 hace una prohibición genérica, en cuanto describe una 

conducta que está prohibida a todos quienes “desempeñan 

funciones públicas”; y desempeñan funciones públicas, por regla 

general, los servidores públicos y, de modo excepcional y temporal, 

los particulares.  Este principio surge del art. 123 de la Constitución 

que, además, señala: 
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“Son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios”. 
 

Prohibición general, por consiguiente, porque comprende a 

congresistas, diputados, concejales, empleados públicos y 

trabajadores oficiales, por igual; la norma constitucional no 

distingue, circunstancia que impide al intérprete, a riesgo de 

desnaturalizarla, introducir distinciones. 

 

Precisamente por tratarse de una norma general, aplicable a 

funcionarios de distinto orden cuyo origen puede estar en la 

elección directa, como es el caso de las corporaciones públicas (art. 

133), o en elecciones de otra clase, o en nombramientos o en 

contratos de trabajo, sujetos por lo mismo a regímenes jurídicos 

diversos, es que la sanción prevista para la transgresión de la 

prohibición es también diversa:  pérdida de investidura para los 

“miembros de cuerpos colegiados de elección directa” y remoción 

del cargo para los demás. 

En cambio el art. 183 es una norma especial en el entendido de que 

se aplica única y exclusivamente a los congresistas. 

 

Las normas generales y las especiales no son necesariamente 

incompatibles y excluyentes. Por el contrario, las más de las veces 

son complementarias, y en ese caso se aplican de conjunto.  Sólo la 

incompatibilidad normativa genera la preferencia en la aplicación de 

una de las normas en conflicto (la especial) sobre la otra (la 

general). 
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Así lo previene la regla de interpretación contenida en el art. 5o. De 

la ley 57 de 1887: 

 

“Si en los códigos que se adoptan se hallaren algunas disposiciones 
incompatibles entre sí... la disposición relativa a un asunto especial 
prefiere a la que tenga carácter general”. 
 

Se dirá que aquí se trata de la interpretación de la Constitución que 

no se sujeta a las normas legales por razones de jerarquía; la 

objeción puede ser válida pero queda desvanecida frente al 

principio general de hermenéutica que, de siempre, ha orientado la 

tarea del intérprete. 

 

De modo que la preferencia en la aplicación de la norma especial 

sólo resulta operante cuando sus preceptos entran en conflicto con 

los de la norma general; si tal contraposición no existe se deben 

aplicar las dos, pues la una es complemento de la otra. 

 

Eso es lo que ocurre en este caso; el artículo 183 enlista cinco 

causales para que los congresistas, y sólo ellos, puedan perder la 

investidura.  Es una norma especial cuya aplicación está restringida 

a una sola categoría de servidores públicos: los congresistas.  Nada 

indica, sin embargo, pese a la especialidad, que la lista tenga 

carácter taxativo. 

 

Al lado de él, coexiste sin contraponerse, el artículo 110 que es 

aplicable a todos los servidores públicos, incluidos los congresistas. 

 

La complementación es perfecta.  La causal prevista por el art. 110 

no podía estar en el 183, o al menos no era menester que lo 
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estuviera; la una comprende algo más que los congresistas; la otra 

se refiere sólo a ellos; las dos se integran sin contraposición alguna. 

 

Si, volviendo a la técnica histórica del análisis exegético, se buscara 

el historial de la disposición hasta donde quedó recogido en la 

gaceta constitucional, se encontraría que, desde su origen, bajo la 

iniciativa del constituyente AUGUSTO RAMIREZ la prohibición se 

sancionó con la pérdida de investidura o la remoción del cargo sin 

que, en ningún momento, se le hicieran reparos (gacetas 

constitucionales Nos. 70, pgs. 3; 83, pgs. 24; 109, pgs. 21 y 113 

pgs. 8), signo claramente significativo de la voluntad del 

constituyente de estructurar una causal adicional para la pérdida de 

investidura de los congresistas. 

 

Una interpretación sistemática y finalística de la institución de la 

pérdida de  la investidura de los congresistas conduciría a idéntica 

conclusión; quizás por ello el proyecto de la ley estatutaria de la 

administración de justicia (hoy ley 270 de 1996) que pretendió 

consagrar en el número 7 del art. 37 la taxatividad de las causales 

previstas en el art. 183 de la C. P., no superó el examen de 

constitucionalidad.  Es así que en la sentencia  C-037 de 5 de 

febrero de 1996, la Corte Constitucional, con la autoridad de cosa 

juzgada constitucional que le atribuye el art. 243 de la C.P., señaló: 

 

“Respecto de la decisión de consagrar como motivos de pérdida de 
la investidura, únicamente las que dispone el artículo 183 
constitucional, debe la Corte advertir  -al igual que lo hacen los 
ciudadanos intervinientes- que esa limitación excluye la causal 
prevista en el artículo 110 superior, que prevé: 
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ARTÍCULO 110.  Se prohíbe a quienes desempeñan funciones 
públicas hacer contribución alguna a los partidos, movimientos o 
candidatos, o inducir a otros a que lo hagan, salvo las excepciones 
que establezca la ley. El incumplimiento de cualquiera de estas 
prohibiciones será causal de remoción del cargo o de pérdida de 
investidura. 
 
Así las cosas, al declararse  -como se hará-  la inexequibilidad de la 
expresión  “el artículo 183 de”  contenida en el artículo que se 
estudia, resultan aplicables al proceso de pérdida de investidura 
todas las causales que se señalan en la Constitución, incluyendo 
entonces la que se refiere a la contribución a partidos económicos 
(sic) por parte de quienes desempeñen funciones públicas, en este 
caso, los miembros del Congreso de la República”. 
 

Asunto completamente distinto es que el propio art. 110 prevea la 

posibilidad de que la ley establezca excepciones, es decir, 

conductas que si bien realizan la hipótesis constitucional no 

generan, sin embargo, la pérdida de la investidura o la remoción del 

cargo.  Tal circunstancia no significa ni que la causal no exista ni 

que, existiendo, sea inaplicable a los congresistas. 

 

Basta, para demostrarlo, que el propio art. 183 señala, en el 

parágrafo, una excepción a dos de las causales de pérdida de 

investidura sin que nadie haya dicho que, por ello, tales causales no 

existen. 

 

En conclusión: Las causales para la pérdida de investidura de los 

congresistas son de orden constitucional y están previstas, de modo 

taxativo, en los artículos 183 y 110 de la Carta Política. (Sentencia 

de julio 9 de 1996; Expediente AC-3577 de la Sala  Plena de lo 

Contencioso Administrativo que acogió por unanimidad esta tesis). 
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- Aplicaciones del artículo 110 de la C.P. a los congresistas: 

 

Se trata de una prohibición constitucional no prevista  en el régimen 

de incompatibilidades, cuya transgresión también da lugar a la 

pérdida de investidura de congresista. 

 

La prohibición constitucional es doble: 

 

- Hacer contribución a los partidos, movimientos o candidatos, o 

- Inducir a otros a que hagan dichas contribuciones. 

 

Sin embargo, tal y como en antes se dijo, la Constitución dejó en 

manos de la ley la posibilidad de establecer excepciones; en las 

discusiones que, en la Asamblea Nacional Constituyente, 

antecedieron la expedición de la Constitución Política de 1991 se 

dieron algunos ejemplos de las conductas que no quedarían 

cobijadas por la prohibición. 

 

Allí se dijo: 

 

“Por otra parte, es evidente que se justifica la prohibición a los funcionarios públicos de hacer 
contribuciones a los partidos, movimientos o candidatos o estimular a otros a que lo hagan.  
Las excepciones que autoriza a ley (sic) reglamentar sobre esta materia, se refieren a cuando 
el respectivo partido dispone contribuciones de todos sus afiliados en igualdad de condiciones, 
eventualidad en que podrían participar voluntariamente los funcionarios públicos”.  (Gaceta 
Constitucional No. 85, pgs.24). 
 

También el Consejo de Estado ha venido precisando este aspecto 

en fallos de 18 y 24 de agosto de 1994 y de 21 de marzo y 19 de 

abril de 1995.  En ellos se ha destacado cómo, pese a que no existe 

una ley especial dedicada a la reglamentación de tales 

excepciones, el artículo 1o. Del decreto-ley 3074 de 1968 que 

reemplazó el art. 10 del decreto-ley 2400 del mismo año permite los 
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descuentos sobre los sueldos de los empleados oficiales,  “con 

destino a los fondos de los partidos políticos o para cualquier 

finalidad de carácter partidista”, siempre y cuando el empleado haya 

dado su autorización libre y escrita. 

 

Y, de otro lado, el art. 14 de la ley 130 de 1994,  “por la cual se dicta 

el estatuto básico de los partidos y movimientos políticos”,  dispone: 

 

“Aportes de particulares.  Los partidos, movimientos políticos y candidatos, al igual que 
las organizaciones adscritas a grupos sociales que postulen candidatos, podrán recibir 
ayuda o contribuciones económicas de personas naturales o jurídicas”. 
 

Y el art. 15 precisa: 

 

“Entrega de contribuciones.-  Las contribuciones particulares a un 
candidato determinado deberán ser entregadas al candidato mismo, 
o a la organización que lo represente, o al partido o al movimiento al 
cual pertenezca”. 
 
 
Estas normas fueron declaradas exequibles por la Corte 

Constitucional en sentencia C-089 de 3 de marzo de 1994. 

 

En síntesis: La norma constitucional prohíbe las conductas descritas 

“a quienes desempeñan funciones públicas”; deja a la ley la 

posibilidad de establecer excepciones y sanciona la transgresión 

normativa con la pérdida de la investidura o con la remoción del 

cargo. 

 

Desagregada la prohibición se tendría: 

 

• Está prohibido a quienes desempeñan funciones públicas” hacer 

contribuciones (que pueden ser de diversa naturaleza, el vocablo 
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“alguna” es bastante significativo), a los partidos, movimientos o 

candidatos, salvo que la ley los autorice. 

 

Está prohibido “a quienes desempeñan funciones públicas” inducir a 

otros (servidores públicos o particulares) a que hagan tales 

contribuciones a los partidos, movimientos o candidatos, salvo que 

la  ley los autorice. 

 

Se discute en este punto el significado que pueda tener el vocablo 

“otros” que se contiene en el artículo 100: “inducir a otros...”  

 

Según algunos, esos “otros” deben ser personas que desempeñen 

funciones públicas; una interpretación distinta incluye también a los 

particulares. Es lo cierto que en la conducta prohibida se distingue 

un sujeto activo (quien induce), que, sin dudas, debe desempeñar 

funciones públicas; se trata, precisamente, que no utilice dicha 

función para “inducir” a realizar (las contribuciones) a que alude la 

prohibición; y un sujeto pasivo (la persona inducida) que, 

genéricamente, aparece descrita con la locución “a otros”; es en 

cuanto a este último que surge la duda. 

 

A  nuestro entender. Allí están comprendidas todas las personas, es 

decir quienes desempeñan funciones públicas  y quienes no lo 

hacen que son los particulares. Parece que no existe controversia 

respecto a las primeras; la falta de claridad se contrae a los 

particulares, para saber si pueden o no ser sujetos pasivos de la 

prohibición. Un ejemplo puede resultar útil: el funcionario que 

contrata a nombre de la entidad estatal puede inducir a uno o más 

proponentes o al contratista a hacer contribuciones en favor de 
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partidos, movimientos o candidatos; lo propio puede ocurrir frente a 

una persona que está tramitando ante las autoridades una licencia 

de cualquier naturaleza; o una prestación, o solicitando empleo, 

etc., lo cual muestra que la prohibición es genérica. 

 

El caso más frecuente, claro está,  se presenta con los descuentos 

que, de su sueldo, se hace a los servidores públicos; sobre tal 

tópico ha dicho  el Consejo de Estado: “...La prohibición de hacer 

aportes y de retener o descontar sumas de dinero con destino a los 

partidos políticos y aún a los candidatos tiene como excepción, por 

expreso mandato legal, posterior a la expedición de la Constitución 

de 1991, los que se hagan voluntariamente  en el caso de los 

aportes y previa autorización libre y expresa en el caso de los 

descuentos y retenciones. (Sentencia de agosto 24 de 1994). 

 

Tal excepción, a falta de norma legal que determine, de modo 

general, las excepciones a la prohibición, se desprende del análisis 

del artículo 30 de la Ley 27 de 1992 que dejó vigente “en todas sus 

partes y para todos sus efectos” el artículo 10 del Decreto 2400 de 

1968; dicho artículo fue sustituido por el artículo 1o. del Decreto Ley 

3074 de 1968 que prescribe: 

 

“Queda prohibido a los pagadores y habilitados de todas las dependencias administrativas 
nacionales, departamentales y municipales y de establecimientos públicos y empresas 
industriales y comerciales del Estado hacer descuentos o retenciones de sueldos o salarios con 
destino a los fondos de los partidos políticos o para cualquier finalidad de carácter partidista, 
salvo que medie autorización libre y escrita del empleado”.  

 

La nota distintiva que traza el límite entre la regla y la excepción es 

la voluntariedad  que, en el caso de los descuentos o retenciones, 

se debe traducir en una “autorización libre y escrita”. 
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Por eso, juzgando un caso concreto, el Consejo de Estado señaló 

que “los aportes...no eran voluntarios sino que constituían una 

especie de regalía o de participación como requisito necesario e 

indispensable para poder acceder al cargo público y para poder 

permanecer en él, contra la expresa prohibición Constitucional”. 

 

“Estima la Sala que para que se tipifique la conducta proscrita por el 

constituyente de 1991 en el artículo 110 de la Carta no es ni 

siquiera necesario demostrar que la coacción ejercida se materialice 

en actos de violencia física o de amenazas directas y concretas, ya 

que el término “inducir” implica que basta con que, de alguna 

manera, se dirija la voluntad de un funcionario hacia un fin 

determinado que, desde luego, lo perjudica en cuanto disminuye 

sus ingresos y beneficia a quien realiza la inducción o al tercero en 

favor de quien se realiza el aporte. 

 

“Mucho más censurable es este procedimiento denigrante de la 

persona humana, cuando se trata de acceder a un medio de 

subsistencia, como es el empleo y se encuentra la persona frente a 

la disyuntiva de aceptar una remuneración disminuida por el aporte 

que debe cotizar a quien prevalido de su autoridad y poder político 

le brinda por cuenta del Estado una oportunidad, o por el contrario 

optar por continuar en el desempleo”. (Sentencia de 17 de agosto 

de 1994). 

 

En cuanto a la conducta definida por el verbo rector “inducir”, ha 

dicho el Consejo de Estado “...que se requiere una acción, una 

conducta activa, por parte de quien ejerce funciones públicas sobre 

quien es inducido a hacer la contribución, sin que sea suficiente 
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para quedar incurso en la prohibición, la mera permisividad, 

condescendencia o conducta complaciente de la persona a quien se 

le atribuye la conducta antijurídica”. (Sentencia de abril 19 de 1995; 

Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; Expediente AC-2444) 

 

2. Las causales previstas en el artículo 183 de la  Constitución 

Política: 

 

El artículo 183 de la C.P. prevé cinco (5) causales para la pérdida 

de investidura de los congresistas y dos excepciones a las mismas. 

 

Seguidamente vamos a hacer un breve comentario de cada una de 

ellas: 

 

El numeral 1: 

 

Contiene la violación de tres tipos de regímenes: 

 

• Régimen de inhabilidades 

• Régimen de incompatibilidades 

• Régimen de conflicto de intereses 

 

Las inhabilidades y las incompatibilidades se manifiestan, sobre 

todo las últimas, a manera de prohibiciones sin que tal cosa 

signifique que toda prohibición es constitutiva de inhabilidad o 

incompatibilidad. 

 

Se trata de figuras que si bien en ocasiones tienen efectos 

idénticos, se distinguen sin embargo en su naturaleza si se atiende 
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a su consagración constitucional y al desarrollo que les ha dado la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

 

 En efecto: 

 

-De las inhabilidades ha dicho que son “requisitos negativos...cuya 

ocurrencia implica la inelegibilidad de la persona en quien 

concurren, (es decir que) se exige que ella no se encuentre en 

determinada situación previa en el momento de efectuarse la 

elección. Tal ocurre, por ejemplo con la condena por delitos 

comunes, la interdicción judicial, las sanciones disciplinarias, el 

ejercicio de jurisdicción o autoridad o el desempeño de cargos 

públicos”. (Sentencia C-194 del 4 de mayo de 1995, Sala Plena). 

 

-La incompatibilidad, en cambio, ha sido definida como la 

“imposibilidad jurídica de coexistencia de dos actividades. Dada la 

situación concreta del actual ejercicio de un cargo... aquello que con 

la función correspondiente resulta incompatible por mandato 

constitucional o legal asume la forma de prohibición”. (Sentencia C-

349 de 4 de agosto de 1994; Magistrado Ponente: Doctor José 

Gregório Hernández Galindo). 

 

El Consejo de Estado ha precisado que “la inhabilidad es un 

impedimento para ser nombrado o elegido, en tanto que la 

incompatibilidad es una prohibición para quien ha sido nombrado o 

elegido” (sent. de 19 de enero de 1.996, Sección Quinta). 

 

-De acuerdo con lo anterior toda incompatibilidad asume la forma de 

prohibición pero no toda prohibición es constitutiva de 
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incompatibilidad. Ejemplo de esto último es la conducta prohibida en 

el artículo 110 de la Constitución Política cuya transgresión, entre 

otras sanciones, también genera la pérdida de la investidura, o las 

prohibiciones enlistadas en el artículo 136, o la señalada en el 

artículo 355...etc. 

 

-Y finalmente el conflicto de intereses consiste en una situación de 

carácter moral o económico que inhibe al congresista para participar 

en el trámite de los asuntos sometidos a su consideración (artículo 

182 de la C.P.) 

 

En cuanto aquí interesa, el quebranto del régimen de inhabilidades, 

de incompatibilidades, de conflicto de intereses, y de algunas 

prohibiciones constitucionales generan la pérdida de investidura de 

congresista; esa identificación en la consecuencia, no permite sin 

embargo confundirlas en su naturaleza; de allí que uno sea el 

régimen de inhabilidades, otro el de incompatibilidades y uno 

tercero y distinto de los dos  anteriores, el régimen de conflicto de 

intereses. 

 

Y, en cuanto al conflicto de intereses, el concepto emitido por la 

Procuraduría General de la Nación, dentro del proceso radicado 

bajo el No. 3301 ante la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, se puede destacar lo 

siguiente: 

 

El régimen legal del conflicto de intereses. 
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Los congresistas, en razón de haber sido elegidos por el pueblo 

como sus representantes (artículo 133 de la C. P.), adquieren, en 

virtud de dicha representación, ciertos derechos y ciertas funciones 

para cuyo libre ejercicio la Carta Política les ha concedido la 

inviolabilidad (artículo 185 ibídem). 

 

En otros términos, en cuanto la Carta Política les atribuya funciones 

o derechos propios de su calidad de representantes del pueblo, se 

constituye lo que se podría llamar la esfera de capacidad del 

congresista dentro de la cual puede moverse y actuar libremente. 

 

Tal capacidad sin embargo, está restringida por razones que la 

propia Constitución, y en veces la Ley, han previsto de manera 

taxativa; tales son las incompatibilidades, las inhabilidades, las 

prohibiciones y el conflicto de intereses. 

 

Es importante situar estos fenómenos para efectos de deducir el 

tipo de interpretación aplicable para cada uno de ellos; la capacidad 

del congresista para el ejercicio de sus derechos como tal y para el 

cumplimiento de las funciones que le corresponden, es la regla 

general. La limitación a dicha capacidad, cualquiera que fuese la 

naturaleza que revista, es de orden excepcional. Esta última 

característica determina dos proyecciones muy importantes asas de 

conocidas: Que la excepción debe estar expresamente prevista; y 

que la norma que la consagra es de interpretación restrictiva. En 

este campo no cabe la analogía, ni la interpretación analógica o 

extensiva. Se debe sujetar el intérprete a los expresos y estrictos 

términos del texto legal. 
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Siguiendo estas reglas, la propia Constitución en los artículos 179 y 

180, consagró el régimen de inhabilidades y de incompatibilidades 

que afectan a los congresistas y dejó a la ley la tarea de 

reglamentar “los demás casos de inhabilidades por parentesco, con 

las autoridades no contemplados en estas disposiciones”. (Artículo 

179 penúltimo inciso). Otro tanto hizo con las prohibiciones de las 

cuales ya se han señalado a título de ejemplo las contenidas en los 

artículos 110, 136 y 355 de la Constitución. 

 

Obsérvese cómo, en todos los casos señalados, la Constitución 

define con precisión cada una de las causales que afectan o la 

elegibilidad o la capacidad de los congresistas. 

 

De modo que cuando el artículo 183 en el primer numeral establece 

como causal para la pérdida de la investidura de los congresistas la 

“violación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades” el juez 

o el intérprete tienen certeza en cuanto a las conductas o 

circunstancias a que se está refiriendo la Constitución y cuya 

realización desencadena la mencionada sanción política. Lo mismo 

cabe decir en cuanto a las prohibiciones cuando frente a su 

transgresión se ha previsto tal sanción. 

 

Será igual la situación en cuanto respecta a los conflictos de 

intereses? La respuesta no puede ser sino positiva. Y eso significa 

que el régimen de conflicto de intereses cuya violación 

desencadena la pérdida de investidura del congresista debe 

comprender con exactitud, claridad, y de forma taxativa las 

situaciones concretas en que tal conflicto se presenta. 
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El artículo 182  constitucional prescribe: 

 

“Los congresistas deberán poner en conocimiento de la respectiva cámara las situaciones de 
carácter moral o económico que los inhiban para participar de los asuntos sometidos a su 
consideración. La ley determinará lo relacionado con los conflictos de intereses y las 
recusaciones”.  
 

De entrada se advierte que la norma constitucional está 

prescribiendo varias cosas, a saber:  

 

-Que los conflictos de intereses consisten en situaciones de 

carácter moral o económico. 

 

-Que cuando se presenta el conflicto de intereses el congresista 

queda inhibido “para participar en el trámite de los asuntos 

sometidos a su consideración”. 

 

-Que es obligación del congresista poner en conocimiento de la 

cámara respectiva, tales situaciones de conflicto. 

 

-Que la ley determinará lo relacionado con los conflictos de 

intereses. 

 

-Que la ley determinará también lo relacionado con las 

recusaciones. 

 

En desarrollo de estos dos últimos puntos, la Ley 5a de 1992, por 

medio de la cual se expidió el reglamento del Congreso y que tiene 

el carácter de ley orgánica en los términos del artículo 151 de la 
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C.P., reguló entre los artículos 286 y 295 algunos temas atinentes al 

conflicto de intereses, tales como, su aplicación, el registro de 

intereses privados, el término de inscripción, la publicidad del 

registro y su modificación, la declaración, comunicación y efectos 

del impedimento, la recusación y sus efectos. 

 

En el artículo 286 se estatuyó: 

 

“Todo congresista cuando exista interés directo en la decisión porque le afecte de alguna manera, o a su 

cónyuge o compañero o compañera permanente, o a alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil, o a su socio o socios de derecho o de hecho, 

deberá declararse impedido de participar en los debates o votaciones respectivas.”  

 

Y en el artículo 287: 

 

“Registro de intereses privados. En cada una de las cámaras se llevará un libro de registro de intereses 
privados en el cual los congresistas consignarán la información relacionada con su actividad privada. En 

ella se incluirá la participación en sociedades anónimas o de responsabilidad limitada y similares, o en 

cualquier organización o actividad privada económica o sin ánimo de lucro de la cual haga parte, en el 

país o fuera de él.” 

 

Y en la Ley 144 de 1994, que regula el procedimiento de pérdida de 

la investidura de los congresistas, se definió el conflicto de intereses 

en estos términos: 

 

“Artículo 16. Conflicto de intereses. Definición: Los congresistas que dentro del año inmediatamente 

anterior a su elección hayan prestado servicios remunerados a gremios o personas de derecho privado 

sobre cuyos intereses o negocios incidan directamente actos que se encuentren al estudio del congreso, 

deberán comunicarlo por escrito a la mesa directiva de la respectiva corporación para que, (sic) decida si 

los congresistas aludidos deben abstenerse de participar en el trámite y votación de dichos actos”. 

 

Si se interpretan en conjunto estas disposiciones se concluye que 

las causales de conflicto de intereses cuya ocurrencia genera la 

obligación del congresista de declararse impedido o el derecho a la 

recusación para quien tenga conocimiento de la misma, se refieren 

únicamente a intereses privados económicos. 
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En efecto, en el libro de registro de intereses privados se debe 

incluir: 

 

➢ La participación en sociedades anónimas o de responsabilidad 

limitada y similares, 

➢ La participación en cualquier organización o actividad privada 

económica o sin ánimo de lucro en el país o en el exterior. 

➢ La prestación de servicios remunerados a gremios o personas de 

derecho privado. 

 

Cuando quiera que el congresista deba ocuparse de tramitar o votar 

asuntos que digan relación con alguna de las tres situaciones 

anteriormente descritas, se presentará el conflicto de intereses cuya 

transgresión se sanciona con la pérdida de la investidura. 

 

A estos aspectos de carácter privado-económico (concretamente al 

segundo de los señalados anteriormente), se refirió el Consejo de 

Estado en la sentencia de 20 de enero de 1994; Expediente AC-

796, cuando dijo: 

 

“...el congresista CESAR PEREZ GARCIA tenía interés directo como miembro contribuyente de la 

Universidad Cooperativa de Colombia en participar en el segundo debate y votación que se le dió en la 

Plenaria de la Cámara de Representantes al proyecto de Ley 161 de 1992, ... que se convirtió 

posteriormente en la Ley 30 de 1992, dado que el artículo 132 de ésta beneficiaba a la misma como 

institución de economía solidaria de educación superior que es. Ese interés es particular y concreto por 

cuanto en la calidad de miembro contribuyente aludida podía participar en la toma de decisiones 

referentes a la destinación de los beneficios obtenidos y de los servicios que surgieran de los mismos.” 

 

Otro tanto hizo esta misma Corporación, en sentencia de 24 de 

marzo de 1994, Expediente AC 1276, Consejero Ponente: Dr. Jaime 

Abella Zárate, en estos términos: 
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“El sólo artículo 182 al cual estaban sujetos los Congresistas a partir de la vigencia de la nueva 
Constitución indica la necesidad de comunicar a la respectiva Cámara, ... LAS SITUACIONES 
DE CARACTER ECONOMICO DE INDOLE PARTICULAR  que por oponerse o no 
acomodarse al  <bien común>  ..., los inhibe para participar  en el asunto sometido a su 

consideración.” 
 

Queda por saber lo relativo a las causales consistentes en las 

situaciones de carácter moral que inhiban al congresista para 

participar en el trámite de los asuntos sometidos a su consideración 

(artículo 182 C.P.). 

 

Hay quienes piensan que cuando el artículo 286 de la Ley 5a. de 

1992 señala el “interés directo” en la decisión que afecte de “alguna 

manera” al propio congresista, a su cónyuge, compañero o 

compañera permanente o a alguno de los parientes dentro de los 

límites allí establecidos, se están reglamentando las causales que 

desarrollan tales situaciones de orden moral constitutivas de 

conflicto de intereses. 

Esa apreciación no parece ser la correcta sin embargo; no se debe 

perder de vista que el conflicto de intereses, si bien tiene su propia 

naturaleza, se hermana con las inhabilidades, las 

incompatibilidades y las prohibiciones en cuanto constituyen 

excepciones a la capacidad de los congresistas; y que, por lo tanto, 

el régimen que lo consagre, el cual - por mandato constitucional 

(art. 182) -, solamente lo puede expedir el legislador, debe tipificar 

las conductas constitutivas de conflicto.  

 

Es que para el caso de los conflictos de interés el constituyente 

defirió a la ley, y sólo a ella, el señalamiento de su régimen, 

concepto  dentro del cual está incluido el señalamiento de las 

causales constitutivas de conflicto. Y así lo hizo el legislador, como 
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se ha visto, para algunas situaciones de orden económico que 

pueden adicionarse o modificarse en el futuro por el propio 

legislador; no se ha ocupado sin embargo, seguramente por la 

dificultad que ello implica, en determinar las causales de conflicto de 

intereses derivadas de las situaciones de orden moral que afecten a 

los congresistas. 

 

Esta atribución constitucional del legislador no puede ser delegada 

al juez (ni siquiera por él mismo), ni ser asumida por éste último 

porque pertenecen a órbitas de competencia de distintas ramas del 

poder público. 

 

De modo que, situados en esta hipótesis hermenéutica, el artículo 

286 de la Ley 5a. de 1992 en su primera parte, no está 

consagrando una causal de conflicto de intereses; se podría decir 

que, por su generalidad, traza simplemente el marco dentro del cual 

se deben especificar, una a una, las causales de conflicto. El 

término  “interés directo”  que utiliza la ley, no es constitutivo, en 

este caso, de lo que la doctrina denomina un concepto jurídico 

indeterminado cuya determinación corresponda al juzgador. 

 

De acuerdo con el Profesor Fernando Sainz Moreno, “el problema 

de la indeterminación puede explicarse gráficamente mediante unos 

círculos concéntricos. El círculo interno traza el límite de una zona 

de certeza positiva (es seguro que <eso> puede denominarse con 

ese término); el círculo externo marca el límite de una certeza 

negativa (es seguro que <eso> no puede denominarse así). Entre 

esos dos círculos hay una zona de duda, de <indeterminación>... 

Existen, pues, dos límites: el de la certeza positiva (lo que es 
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seguro) y el de la certeza negativa (lo que es seguro que no es). 

Entre ambos está el ámbito de duda.” (“Conceptos Jurídicos, 

Interpretación y Discrecionalidad Administrativa pgs. 70 y 71). 

 

En este caso no se presenta esa especie de zona de penumbra que 

el autor describe entre lo cierto y lo incierto, porque en tratándose 

de reglas de excepción a la capacidad general de los congresistas y 

a las funciones que tienen constitucionalmente atribuidas, estas 

deben ser taxativas y expresas de modo que quede perfectamente 

claro para el congresista los casos en que se debe declarar 

impedido, para el ciudadano aquellos en que puede recusarlo y 

para el juez, que requiere tener la certeza necesaria sobre las 

conductas infractoras de las normas que consagran el conflicto con 

miras a imponer una sanción tan grave como la pérdida de 

investidura.    

 

Se trata de uno de los elementos del debido proceso que consagra 

el art. 29 de la C.P. en estos clarísimos términos: 

 

“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 

acto que se le imputa...”, es decir, con fundamento en una norma 

positiva, que, para el caso, es necesario que tipifique la conducta 

que configura el conflicto de intereses. 

Esa es la norma que no existe. 

 

Sin embargo la tesis mayoritaria del Consejo de Estado ha venido 

aceptando la vigencia de la causal, como se puede constatar, por 

ejemplo, en la sentencia de 16 de abril de 1.996 que sostiene: 
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“1a. No es válido el argumento que se aduce para que no se declare, de ser procedente, la 
pérdida de la investidura de congresista por motivaciones éticas, fundado en la inaplicabilidad 
de la institución por no haberse expedido la norma legal que consagre la enumeración taxativa 
de las conductas generadoras del conflicto. En efecto, el artículo 286 de la Ley 5a. de 1992 fijó 
un marco general de causación del conflicto en cuanto dispone que ‘Todo congresista, cuando 
exista interés directo en la decisión porque le afecte de alguna manera, o a su cónyuge o 
compañero o compañera permanente, o a alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil, o a su socio o socios de derecho o de 
hecho, deberá declararse impedido de participar en los debates o votaciones respectivas ...’.” 

 
“Ese interés directo, para que genere el conflicto, fuera de tener que 
estar acreditado de modo indubitable no necesariamente tiene que 
ser contrario al interés general prescrito en el art. 133 de la Carta  
Fundamental, en cuanto dispone que los miembros de los cuerpos 
colegiados de elección directa ‘...deberán actuar consultando la 
justicia y el bien común ...’. Para configurar la causal de pérdida de 
la investidura de congresista basta que la participación en el debate 
y la votación o en cualquiera de esos actos genere o represente 
algún interés directo del congresista, de sus parientes más próximos 
o de sus socios, con virtualidad suficiente para afectar la 
imparcialidad con que aquel debe obrar en ejercicio de su 

investidura. Incluso ese interés puede coincidir con el interés 
general, pues lo que el instituto busca preservar es la imparcialidad 
de quien participa en la discusión y aprobación del proyecto. 
 
“Este criterio es el que ha permitido a la Sala decidir de mérito 
algunos procesos de pérdida de investidura de congresista por 
conflicto de intereses de carácter ético...” 
 
“2a.Conviene precisar que lo que genera la causal de pérdida de la 
investidura no es el hecho de que el proyecto de ley en cuya 
discusión o votación participó el congresista llegue a convertirse en 
ley. La causal se da, simplemente, por el hecho de participar en la 
discusión o votación del proyecto o del artículo que genera el 
conflicto moral. El art. 182 de la Carta Fundamental impone a los 
congresistas el deber de poner en conocimiento de la respectiva 
Cámara ‘...las situaciones de carácter moral o económico que los 
inhiban para participar en el trámite de los asuntos sometidos a su 
consideración...’, simplemente. 
 
“Esta consideración se formula para descartar el argumento de la 
inocuidad de la conducta del congresista cuando el proyecto o 
artículo nuevo cuya discusión o votación genera el conflicto no 
alcanza a ser incorporado a la normatividad jurídica positiva, pues 
no es ese el aspecto que debe tomarse en cuenta como elemento 
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material del conflicto sino la participación en el trámite de los 
asuntos de competencia de la respectiva Cámara. 
 
“3a. Se aduce igualmente, para solicitar la denegación de la 
pretensión, que no puede ser reprochable a ningún título el 
propugnar por la aplicación de la ley o de la jurisprudencia que ha 
hecho tránsito de cosa juzgada constitucional conforme a la 
previsión del art. 243 de la C. Política. 
 
“El argumento así propuesto es en principio valedero, pero no 
cuando se pretende consagrar en dispositivo legal la obligatoriedad 
de esa jurisprudencia para, bajo esa condición, exigir que se la 
aplique a situación jurídica particular en la que tiene interés directo 
el congresista, sus parientes cercanos  o sus socios, pues allí surge 
el conflicto de intereses que impone la declaración del  impedimento 
moral. Es por esa particular condición frente a lo pretendido, pues 
no se buscó la aplicación obligatoria de un criterio jurisprudencial 
que no tiene el carácter  de criterio auxiliar de la actividad judicial 
conforme a lo previsto en el art. 230 de la C.P., sino la del que ha 
hecho tránsito a cosa juzgada constitucional según lo prescribe el 
art. 243 ibídem.” 
 

Quedan expuestas así las dos principales tendencias que se han 

manejado en cuanto al conflicto de intereses de orden moral. 

 

En general, en lo tocante a esta materia, se pueden consultar los 

siguientes fallos de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo: 

del 1o. de diciembre de 1993, Exp. AC-632, Actor: Josef Namen 

Gorayeb, Consejero Ponente: Dr. Miguel Viana Patiño; del 20 de 

enero de 1994, Exp. AC-796, Actor: Enrique Maldonado Santos, 

Consejero Ponente: Dr. Ernesto Rafael Ariza Muñoz; del 24 de 

marzo de 1994, Exp. 1276, Actor: Fernando Luis Martínez Méndez, 

Consejero Ponente: Dr. Jaime Abella Zárate; del 26 de julio de 

1994, Exp. AC-1499, Actor: Héctor Pineda  Salazar, Consejero 

Ponente: Dr. Delio Gómez Leyva; del 23 de agosto de 1.994, exp. 

Ac-1675, actora  Aura Nancy Pedraza, Consejero Ponente, Dr. 
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Ernesto Rafael Ariza Muñoz; del 9 de septiembre de 1.994, exp. 

1233, actora Claudia Lucía Florez, Consejero Ponente Dr. Yesid 

Rojas Serrano; del 6 de febrero de 1.996, exp 3214, actor Jorge 

Eliécer Peñuela; del 16 de abril de 1.996, exp 3301, Consejero 

Ponente Dr. Amado Gutiérrez Velásquez, entre otras. 

 

Teniendo en cuenta que el Congreso ejerce diversas funciones 

entre las cuales se pueden destacar la constituyente, la legislativa, 

las administrativas, las electorales, las de control político y las 

judiciales, se debe advertir que para cualquiera de ellas opera la 

causal relativa al conflicto de intereses así como los impedimentos y 

las recusaciones. En cuanto tiene que ver con las funciones 

judiciales que la Constitución atribuye a la Cámara de 

Representantes y al Senado, resulta útil tener en cuenta la opinión 

de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado de 10 

de abril de 1996, de la cual es ponente el Doctor Javier Henao 

Hidrón y cuya radicación corresponde al número 815. 

 

Unido a lo anterior, es importante definir el régimen de inhabilidades 

e incompatibilidades de los congresistas, entendiendo por 

inhabilidad, según la definición legal, “Todo acto o situación que 

invalida la elección de congresista o impide serlo”. (Art. 279 Ley 5a. 

1992). 

 

Las causales de inhabilidad de los congresistas están establecidas 

en el art. 179 de la C.P., bajo el enunciado “No podrán ser 

congresistas”, seguido de un listado de ocho causales. Hay que 

advertir que el Acto Legislativo No. 3 de 1993, en el parágrafo 

primero del artículo primero atribuyó, expresamente, competencia al  
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legislador para adicionar las causales de inhabilidad de los 

congresistas, en estos términos: “Las inhabilidades... previstas en la 

Constitución Nacional  y las leyes...”. 

 

Y el propio artículo 179 señaló que “La ley reglamentará los demás 

casos de inhabilidades por parentesco, con las autoridades no 

contemplados en estas disposiciones”. 

 

De allí que la Ley 5a de 1992 estableciera los “casos de 

inhabilidad”, si bien, en la práctica, se trata de una repetición del 

texto constitucional. 

El quebranto de las causales de inhabilidad abre dos posibilidades: 

La acción electoral y la de pérdida de investidura. 

 

Por la primera, en razón del art. 228 del C.C.A., “Cuando un 

candidato no reúna las condiciones constitucionales o legales para 

el desempeño de un cargo, fuere inelegible o tuviere algún 

impedimento para ser elegido, podrá pedirse ante la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo la nulidad de la elección hecha en 

favor de ese candidato y la cancelación de la respectiva credencial”. 

 

 

çEsta acción caduca en veinte (20) días contados a partir del día 

siguiente al de la notificación de la elección y conduce a la 

anulación de la misma y a la cancelación de la credencial. (Art. 28 

Ley 78 de 1986 mod. por el art. 7o. de  la Ley 14 de 1988). 
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En cambio la acción de pérdida de investidura, si bien en este caso 

tendría el mismo fundamento (art. 183-1 de la C.P.), no caduca y 

reviste naturaleza sancionatoria. 

 

Se debe advertir, que las normas que establecen los casos de 

inhabilidad (constitucionales y legales), tienen naturaleza 

excepcional y, por lo tanto, “son de derecho estricto y no admiten 

interpretación analógica” (sent. del 26 de septiembre de 1994 del 

Consejo de Estado). 
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4. PROCEDIMIENTO LEGAL PARA DECRETAR LA PERDIDA DE 

INVESTIDURA DE CONGRESISTAS Y CONCEJALES. 

 

Este fue otro punto de discusión inicial en el Consejo de Estado; 

según algunos de sus miembros, para que la Corporación asumiera 

la competencia constitucional era menester que, previamente, se 

consagrara un procedimiento legal, pues la  Constitución Política se 

limitó a establecer el juez competente, el término, las causales y las 

personas o entidades legitimadas para solicitar la pérdida de 

investidura de los congresistas (art. 184 de la C.P.). Según la tesis 

mayoritaria, en cambio, mientras se reglamentaba legalmente el 

procedimiento, se debía acudir al proceso ordinario regulado por el 

C.C.A., a tono con el art. 206 de la misma codificación, según el 

cual “este procedimiento (el ordinario) también debe observarse 

para adelantar y decidir todos los litigios para los cuales la ley no 

señale un trámite especial.” 

 

La pretensión de la ley 5a./92 de establecer un procedimiento 

especial para el caso no superó el exámen de constitucionalidad 

ante la Corte Constitucional, entidad que consideró que los 

preceptos correspondientes de la ley atentaban contra el principio 

de unidad de materia que le impone la Constitución. 

 

Por esa razón se expidió la ley 144/94 que señala el procedimiento 

que deben seguir el Consejo de Estado y los Tribunales 

Administrativos Departamentales para decretar la pérdida de 

investidura de los congresistas y de los concejales, 

respectivamente. 
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4.1. TITULARIDAD DE LA ACCIÓN. 

 

Quienes pueden solicitar la pérdida de la investidura: 

 

➢ La Mesa Directiva de la Cámara a la cual pertenece el 

congresista (art. 184 C.P., 3º Ley 144). 

 

➢ El Procurador General de la Nación directamente a través de sus 

delegados o agentes (art. 277 C.P.). 

 

En estos eventos no se prevén exigencias especiales para la 

solicitud. 

 

➢ Cualquier ciudadano, que bien puede ser un servidor público. 

 

En este caso, la ley ha establecido algunos requisitos que debe 

contener “la solicitud”, pues no se trata, en términos procesales 

estrictos, de una demanda., 

 

 

Son ellos: 

a. La solicitud se debe formular por escrito. 

 

b. No es necesario que se actúe a través de apoderado (Parágrafo, 

art. 4º, Ley 144). 

 

c. La solicitud debe ser presentada personalmente por el signatario 

ante el Secretario General del Consejo de Estado. 
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d. Si el solicitante está en un lugar distinto al de la sede del Consejo 

la presentará ante Juez o Notario (art. 6º Ley 144)). 

 

e. El escrito debe contener: 

 

- Nombres, apellidos, identificación y domicilio del solicitante. Este 

requerimiento excluye  la posibilidad de que el proceso de 

pérdida de investidura se inicie por anónimos y garantiza la 

seriedad en el ejercicio de la acción, pues permite identificar a 

quien pueda resultar responsable “por temeridad o mala fé en la 

acusación” (art. 13 Ley 144). 

 

- Nombre del congresista y su acreditación expedida por la 

Organización Electoral Nacional. 

 

- Invocación de la causal por la cual se pide la pérdida de 

investidura y su explicación. 

 

- La solicitud para la práctica de pruebas, si hay lugar a ella. 

- Dirección para las notificaciones que se hayan de hacer al 

solicitante (art. 4º Ley 144). 

 

4.2. TÉRMINO 

 

Los términos que prevé el art. 184 de la Constitución Política (20 

días hábiles, contados a partir de la fecha de la solicitud), se 

cuentan a partir de su presentación ante la Secretaría General del 

Consejo, o cuando se reciba “en el Despacho Judicial de destino”, si 

fue presentada ante Juez o Notario. 
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4.3. REPARTO, ADMISIÓN Y NOTIFICACIONES 

 

Recibida la solicitud, el Presidente del Consejo de Estado la reparte 

el día hábil siguiente (art. 7º Ley 144). 

 

El ponente designado tiene dos días hábiles para resolver sobre su 

admisión. 

 

Si la solicitud no cumple los requisitos o no se allegan los anexos 

exigidos en la ley, se devolverá y se “ordenará a quien 

corresponda”, completarlos o aclararlos en un término de diez días. 

Significa lo anterior que dicha orden no necesariamente ha de darse 

al actor. 

 

De la forma como está redactada la primera parte del art. 7º 

(“procederá a admitirla o no”) se puede entender que cabe la 

inadmisión o rechazo de la solicitud, por ejemplo en los casos del 

art. 15 de la ley que dispone:  

 

“No se podrá admitir solicitud de pérdida de la investidura de un 

Congresista en el evento de alegarse los mismos hechos que 

sirvieron de fundamento a las causales sobre las cuales ya se haya 

pronunciado el Consejo de Estado. Todas las sentencias en estos 

procesos producen efectos de cosa juzgada”. 

 

En todo caso, dentro del mismo término (dos días hábiles a partir 

del reparto) se debe notificar la decisión adoptada al Congresista 

(art. 7º, final del inciso 1º); sin embargo, el art. 8º prevé que la 
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notificación de la providencia que admite  la solicitud (al Congresista 

y al Ministerio Público) “se surtirá al día siguiente a la expedición del 

auto que la decrete”, que es como se acostumbra. 

 

Si la notificación personal no es posible dentro del indicado término, 

el Consejo de Estado acude a las fórmulas previstas en el C. de P. 

C. (art. 320), lo cual, por supuesto, genera una ampliación en el 

término. 

 

La intervención del Ministerio Público en estos procesos es 

obligatoria (art. 8º Ley 144). 

 

Surtida la notificación al Congresista, se da iniciación al proceso 

judicial (art. 8º Ley 144). 

 

No está prevista la notificación al solicitante. 

 

4.4. CONTESTACIÓN 

 

A partir de la notificación del auto admisorio, el Congresista tiene 

tres días para presentar un escrito donde podrá: 

 

- Referirse a lo expuesto en la solicitud (hechos, causales, petición). 

-  Aportar pruebas. 

-  Pedir pruebas. 

 

Dentro del mismo término, el Agente del Ministerio Público podrá 

pedir o aportar pruebas. 
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4.5. ACUMULACIÓN DE DEMANDA 

 

Hasta antes de que se decreten las pruebas se acumularán las 

solicitudes hechas por varios ciudadanos, de modo independiente, 

contra el mismo Congresista. La acumulación se hará a la solicitud 

que haya sido admitida en primer lugar (art. 14 Ley 144). 

 

 

4.6. PERIODO PROBATORIO 

 

Al día hábil siguiente a la contestación de la solicitud, o al 

vencimiento del término para hacerlo, el ponente dictará una 

providencia que tendrá este contenido: 

 

- El decreto de las pruebas pertinentes. 

- El término para su práctica que será “hasta de tres días hábiles”. 

- La fecha y hora para la audiencia pública que se debe cumplir 

dentro de los dos días siguientes a la finalización del período de 

prueba (art. 10 Ley 144). 

 

4.7. AUDIENCIA PÚBLICA 

 

Se realiza dentro de los dos días siguientes a la finalización del 

término probatorio. Asiste la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo presidida por el Consejero Ponente. 

 

En ella pueden intervenir, dentro del tiempo que señale el 

presidente de la audiencia (normalmente 30 minutos), por una sola 

vez, el solicitante o su apoderado, el Agente del Ministerio Público y 
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el Congresista y su apoderado (estos últimos se dividen sus treinta 

minutos), en ese estricto orden, sin perjuicio de que, al final, 

presenten un resumen escrito de su alegación (art. 11 Ley 144). 

 

4.8. FALLO 

 

El proyecto de fallo se debe registrar dentro de los dos días hábiles 

siguientes a la audiencia y la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo adoptará la decisión por la mayoría de votos de los 

miembros que la integran (art. 12 Ley 144 y Ley 270/96). 

 

La sentencia debe decretar la pérdida de investidura del 

demandado, si se prueba la causal invocada. Si no se demuestra la 

causal demandada, la autoridad judicial así lo declarará y negará la 

pretensión y el titular de la investidura seguirá ostentándola. 

 

Ejecutoriada la sentencia se comunicará a la mesa directiva de la 

cámara correspondiente, al Consejo Nacional Electoral y al 

Ministerio del Interior y de Justicia para lo de su cargo. 

 

Cuando la autoridad judicial (Consejo de Estado en el caso de los 

Congresistas y los Tribunales Contenciosos Administrativos en el 

caso de diputados, Concejales o Ediles) advierta la posible comisión 

de hechos punibles por parte del juzgado o temeridad o mala fe en 

la acusación, la sentencia ordenará que se compulsen copias 

correspondientes ante la Corte Suprema de Justicia o la Fiscalía 

General de la Nación, para que se investigue la posible comisión de 

conductas delictivas. 
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Si se demuestra que la demanda de pérdida de investidura es fruto 

de la temeridad del accionante y se sustente en meros absurdos, 

disparates, despropósitos, desatinos, imprudencias, etc., también se 

dispondrá que se compulsen copias de toa la actuación a las 

autoridades competentes para las investigaciones y sanciones 

correspondientes; además, en la misma sentencia se podrá entrar a 

sancionar a quien ejerce abusivamente el derecho, como ya lo ha 

hecho el Consejo de Estado (SP, Sent. De 26 de septiembre de 

1996, Exp. 1898 y de 29 de abril de 1997, Exp. AC-4534). 

 

4.9. RECURSO EXTRAORDINARIO ESPECIAL DE REVISIÓN 

 

Contra la sentencias de pérdida de investidura que versan sobre 

congresistas y que son dictadas por el Consejo de Estado, no existe 

recurso de apelación, por tratarse de decisiones de única instancia 

proferidas por la máxima autoridad de la jurisdicción contencioso 

administrativo. 

 

No obstante lo anterior, contra la sentencia que decreta la pérdida 

de investidura de un congresista, sólo se permite el recurso 

“extraordinario especial de revisión” (Art. 17 Ley 144), con 

importantes distinciones con el recurso extraordinario de revisión 

que aparece entre los artículos 185 y 193 del  C.C.A. 

 

El Recurso Extraordinario Especial de Revisión, tiene las siguientes 

características: 
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- Procede únicamente contra las sentencias ejecutoriadas que 

decretan la pérdida de la investidura; es decir, contra decisiones 

definitivas que han hecho tránsito a cosa juzgada. 

 

- Se debe interponer dentro de los cinco años siguientes a su 

ejecutoria. 

 

- Las causales que dan lugar al recurso son las siguientes: 

 

- Las que establece el art. 188 del C.C.A. de las cuales, algunas 

resultarán definitivamente inaplicables, como ocurre con las 

enlistadas en los ordinales 3º y 4º. 

 

- Falta del debido proceso. 

 

- Violación del derecho de defensa. Esta causal bien pudo quedar 

subsumida en la anterior. 

 

La causal consistente  en “no haberse agotado el procedimiento 

interno en la respectiva corporación y proferido las declaraciones de 

ambas cámaras conforme al trámite establecido en el Reglamento 

del Congreso contenido en la Ley 5ª del 17 de junio de 1992” (art. 

17 lit.c), fue declarada inexequible por la Corte Constitucional. 

 

4.10. RECURSO DE APELACIÓN 

 

En el caso de los Diputados, Concejales y Ediles, antes de la 

expedición de la Ley 617 de 2000, la falta de regulación legal 

específica en torno a la posibilidad de presentar recurso de 
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apelación contra las sentencias de pérdida de investidura que en 

contra de éstos decretaban los Tribunales Contenciosos 

Administrativos, llevó a que la Sala Plena del Consejo de Estado, 

sostuviera que no procedía el recurso de apelación, por tratarse de 

un proceso de única instancia, que debe seguir las reglas del 

procedimiento establecido para los congresistas (Art. 55 de la Ley 

136 de 1994). Se dijo que ello no riñe con el artículo 31 de la 

Constitución Política que contempla la regla de la segunda instancia 

para los procesos en general, porque la misma ley puede establecer 

excepciones por permisión de la misma Carta, con mayor razón 

puede hacerlo la C.N. (Auto del 20 de enero de 1995. Exp. AC-

2220. C.P. C. Betancur Jaramillo).  

 

Posteriormente el Consejo de Estado cambió de opinión y, 

determinó que por razón del derecho de la doble instancia si cambia 

el recurso de apelación contra las sentencias de pérdida de 

investidura proferidas en contra de los Concejales por los 

Tribunales Administrativos (por ejemplo, sent. Del 14 de junio de 

2001,  Exp. 2000-398501, C.P. Urueta Ayola, acción de pérdida de 

investidura contra Eneida Hernández Ávila). 

 

La polémica en torno al recurso quedó saldada con la expedición de 

la Ley 617 de 2000, cuando en su artículo 48 parágrafo 2°, señala 

que contra las sentencias de pérdida de investidura proferidas por 

los Tribunales Administrativos, referidas a diputados, concejales y 

ediles, procede el recurso de apelación ante el Consejo de Estado, 

Sala Contenciosa Administrativa, Sección Primera. 
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5. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LOS FALLOS DE PERDIDA 

DE INVESTIDURA y DE SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

 

5.1. EN RELACIÓN CON LA PÉRDIDA DE INVESTIDURA: 

 

La declaratoria de pérdida de investidura contra Congresistas, 

Diputados, Concejales y Ediles, origina lo que se denomina “muerte 

política”, ya que la persona que recibe esta sanción no podrá ser 

escogida por medio de elección a ningún cargo o corporación 

pública. 

 

Esto quiere decir, que si un congresistas, diputado, concejal o edil, 

pierde su investidura, queda en forma vitalicia o a perpetuidad 

inhabilitado constitucional o legalmente para ser elegido Senador, 

Representante (Artículo 179 numeral 4° de la Constitución Política 

de Colombia  de 1991), Gobernador, Diputado, Alcalde y Concejal 

(Artículos 30, 33, 37 y 40 de la Ley 617 de 2000 respectivamente). 

 

Sobre este asunto, la Corte Constitucional, mediante Sentencia T-

193 de mayo 4 de 1995, con ponencia del Magistrado Carlos 

Garivia Díaz, dijo: 

 

“(...).  Sin embargo, una sentencia del Consejo de Estado en la que 
se decrete la pérdida de investidura de un Congresista, le impide 
volverlo a ser en cualquier período constitucional posterior, en virtud 
de la inhabilidad consagrada por el Constituyente en el artículo 179 
numeral 4 de la Carta Política. Dando aplicación a este mandato 
superior, si la pérdida de la investidura se decreta y queda en firme 
antes de que el Consejo Nacional Electoral haga la declaratoria de 
elección y expida la credencial correspondiente, esta autoridad 
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electoral debe abstenerse de entregar credencial alguna a quien 
esté incurso en la inhabilidad citada, pues el mandato del artículo 4 
de la Constitución es perentorio. En el caso de que la sentencia del 
Consejo de Estado quede en firme después de realizados los 
escrutinios, declarada la elección y entregada la credencial, tanto el 
Consejo Nacional Electoral como las Mesas Directivas del 
Congreso de la República deben aplicar el numeral 4 del artículo 
179 Superior, en lugar de los actos administrativos que le son 
incompatibles. (...)”. 
 

Así las cosas, queda claro que la declaratoria de pérdida de 

investidura, inhabilita de por vida al servidor público que sea 

condenado por infringir el régimen de inhabilidades, 

incompatibilidades y conflicto de intereses, para que pueda volver a 

ser elegido popularmente.  

 

5.2. EN RELACIÓN CON LAS SANCIONES DISCIPLINARIAS: 

 

Las sanciones disciplinarias que se imponen a los servidores 

públicos de conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la 

Ley 734 de febrero 5 de 2002, son:  

 

1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas 

dolosas o realizadas con culpa gravísima.26 

 

2. Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para 

las faltas graves dolosas o gravísimas culposas.27 

                                                        
26 Lo subrayado y en negrillas fue demandado por CARLOS MARIO ISAZA SERRANO el día 15 de 
febrero de 2002 y la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-948 de 2002, lo declaró 
exequible, siendo Magistrado Ponente ÁLVARO TAFUR GALVIS. Expediente D-3937. 
 
Igualmente todo lo subrayado fue demandado por JAIME MEJÍA OSSMAN el día 20 de mayo de 
2002 y la Corte Constitucional mediante Sentencia C-124 de febrero 18 de 2003 lo declaró 
exequible, siendo Magistrado Ponente  JAIME ARAUJO RENTERÍA. Expediente D-4075. 
 
27 Lo subrayado fue demandado por JAIME MEJÍA OSSMAN el día 20 de mayo de 2002 y la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-124 de febrero 18 de 2003 lo declaró exequible, siendo 
Magistrado Ponente  JAIME ARAUJO RENTERÍA. Expediente D-4075. 
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3. Suspensión, para las faltas graves culposas. 

 

4. Multa, para las faltas leves dolosas. 

 

5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas. 

 

Parágrafo. Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta 

disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o 

violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa 

será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia 

del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a 

sus actuaciones.28 

 

No obstante lo anterior, la sanción de destitución asimilable a la 

máxima sanción disciplinaria que puede soportar un servidor público 

o particular que ejerza funciones públicas de manera transitoria o 

permanente, tiene consigo la imposición de una inhabilidad 

temporal de diez (10) a veinte (20) años, o permanente “En el 

entendido que se aplica exclusivamente cuando la falta sea la comisión de un 

delito contra el patrimonio del Estado en los términos del inciso final del artículo 

122 de a Constitución Política”. 

 

 

                                                                                                                                                                   

  
28 Lo subrayado fue demandado por CARLOS MARIO ISAZA SERRANO día 15 de febrero de 2002 y 
la Corte Constitucional mediante Sentencia C-948 de noviembre 6 de 2002 lo declaró 
exequible, siendo Magistrado Ponente  ÁLVARO TAFUR GALVIS. Expedientes D-3937 y D-3944. 
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PRINCIPIOS DEL NON BIS IN ÍDEM Y COSA JUZGADA 
 
 
La Corte Constitucional en sentencia de Tutela T-162 de 1998, 

estudió los  fenómenos de la cosa juzgada y del non bis in ídem en 

el proceso de pérdida de investidura y en el proceso electoral, 

cuando la causal invocada es la violación al régimen  de  

inhabilidades, y dijo:   

 

“Los principios de la cosa juzgada y de non bis in ídem son dos 

conceptos diferenciados, pero que se encuentran íntimamente 

relacionados. Al respecto, nuestra jurisprudencia constitucional 

ha sentado la siguiente doctrina:  

 

"Para esta Corporación, por el contrario, estas dos nociones se 

implican mutuamente, son inconcebibles por separado. Non bis 

in ídem, es una expresión latina que significa 'no dos veces 

sobre lo mismo'; ésta ha sido empleada para impedir que una 

pretensión, resuelta mediante una decisión judicial contra la 

cual no cabe recurso alguno, sea presentada nuevamente ante 

otro juez. En otras palabras, quiere decir que no debe 

resolverse dos veces el mismo asunto. En sentido similar ha 

sido acuñado el término 'cosa juzgada'. (…) 

 

Pensar en la noción de 'cosa juzgada' sin hacerlo a la vez en el 

non bis in ídem, es prácticamente un sin sentido; por lo tanto, 

cuando el artículo 29 de la Constitución prohíbe al Estado 

juzgar a una persona dos veces por el mismo hecho, está 

haciendo referencia a ambas. 
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(…). 

 

Conforme a lo anterior, es posible afirmar que el principio de 

non bis in ídem constituye la aplicación del principio más 

general de cosa juzgada al ámbito del ius puniendi, esto es, al 

campo de las sanciones tanto penales como administrativas.29 

Ciertamente, la prohibición que se deriva del principio de la 

cosa juzgada, según la cual los jueces no pueden tramitar y 

decidir procesos judiciales con objeto y causa idénticos a los 

de juicios de la misma índole previamente finiquitados por otro 

funcionario judicial,30 equivale, en materia sancionatoria, a la 

prohibición de "someter dos veces a juicio penal a una persona 

por un mismo hecho, independientemente de si fue condenada 

o absuelta",31 que se erige en el impedimento fundamental que 

a jueces y funcionarios con capacidad punitiva impone el 

principio de non bis in idem.  (La negrilla y la subraya fuera del 

texto original) 

 

 

Los principios de non bis in ídem y de la cosa juzgada en los 

procesos de pérdida de la investidura.  

 

En la sentencia precitada se expone: 

                                                        
29 En la SC-214/94 (MP. Antonio Barrera Carbonell) la Corte afirmó: "Como se deduce del 
aparte final del inciso 4 del referido artículo 29, el principio [de non bis in idem] es de corte 
rigurosamente penal porque la norma lo enuncia cuando establece los derechos del sindicado. 
No obstante la prohibición también tiene aplicación y debe observarse por la administración 
cuando quiera que se coloque en trance de sancionar a sus servidores o a los particulares."   
30 SC-096/93 (MP. Simón Rodríguez Rodríguez).  
31 ST-575/93 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz). Véanse, también, las SC-479/92 (MP. José 
Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martínez Caballero); ST-520/92 (MP. José Gregorio 
Hernández Galindo); SC-543/92 (MP. José Gregorio Hernández Galindo); ST-368/93 (MP. 
Vladimiro Naranjo Mesa); SC-214/94 (MP. Antonio Barrera Carbonell); SC-264/95 (MP. Fabio 
Morón Díaz); ST-652/96 (MP. Carlos Gaviria Díaz).  
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“En este caso, la Sala no deja de advertir que los dos procesos 

de que se habla persiguen finalidades distintas, pues mientras 

el proceso electoral busca la determinación de la 

constitucionalidad y legalidad de los actos administrativos 

expedidos por las corporaciones electorales y la guarda de "los 

principios constitucionales y legales sobre el sufragio, que 

constituyen la piedra angular de un régimen representativo y 

democrático como el nuestro",32 el proceso de pérdida de la 

investidura es un juicio disciplinario de carácter eminentemente 

ético que persigue la evaluación de la conducta de un 

congresista con la finalidad de determinar si ha actuado 

conforme a los deberes que su dignidad le impone.33  

 

Sin embargo, no debe olvidarse el hecho de que algunas de las 

causales de pérdida de la investidura contempladas en el 

artículo 183 de la Carta Política son, al mismo tiempo, causales 

de nulidad de los actos administrativos de carácter electoral 

(C.C.A., artículos 223 y 228). En particular, esta identidad se 

produce en el caso de la causal de pérdida de la investidura 

por violación del régimen de inhabilidades (C.P. art. 183-1) y la 

causal de nulidad de los actos administrativos electorales por 

inelegibilidad, de que tratan los artículos 223-5 y 228 del 

Código Contencioso Administrativo. En efecto, las 

                                                        
32 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de 
abril 20 de 1983; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
sentencia de mayo 14 de 1992; Corte Constitucional, sentencia C-507/94 (MP. Jorge Arango 
Mejía). 
33 SC-011/94 (MP. Alejandro Martínez Caballero); SC-089/94 (MP. Alejandro Martínez 
Caballero); SC-319/94 (MP. Hernando Herrera Vergara); SC-497/94 (MP. José Gregorio 
Hernández Galindo); SC-507/94 (MP. Jorge Arango Mejía); SC-247/95 (MP. José Gregorio 
Hernández Galindo); SC-037/96 (MP. Vladimiro Naranjo Mesa); SC-280/96 (MP. Alejandro 
Martínez Caballero); SC-473/97 (MP. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
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inhabilidades son causales de inelegibilidad, como quiera que 

la persona en quien recae una inhabilidad no puede ser elegida 

para el cargo público de congresista.  

 

Conforme a lo anterior, debe afirmarse que la regulación 

constitucional y legal de las inhabilidades y las inelegibilidades 

para ser elegido congresista determinan que el fenómeno de la 

cosa juzgada pueda estructurarse en un juicio de pérdida de 

investidura en el caso en que se invoque como causal algún 

hecho o conducta previamente discutido y desechado como 

inelegibilidad en un proceso electoral surtido ante la Sección 

Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 

de Estado.”  

 

Una vez establecida la causa petendi de un proceso fallado de 

pérdida de investidura, es posible advertir, luego de un ejercicio 

elemental de comparación, que es la misma causa que dio origen a 

la investigación disciplinaria, luego existe la identidad que se 

requiere para que la cosa juzgada pudiera configurarse.  

 

Cuando la calificación jurídica de los hechos, es decir el 

componente jurídico de las causa petendi, es idéntica en ambos 

casos, debe predicarse el principio del non bis in ídem (cuando 

ambos procesos están en curso) o de la cosa juzgada (cuando uno 

de ellos ha sido fallado).  

 

Finalmente podemos concluir, que frente a dos (2) procesos de la 

misma naturaleza (Disciplinaria), no pueden existir dos (2) 

pronunciamientos en contra de la misma persona y por los mismos 
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hechos, pues se vulnera uno de los principios Constitucionales ante 

mencionados en al articulo 29. 

Como ya lo hemos advertido, el proceso de pérdida de investidura 

es de naturaleza disciplinaria y por ser proferida por la Sala Plena 

del Consejo de Estado es de carácter “Jurisdiccional”, mientras que 

el proceso disciplinario que adelanta la Procuraduría General de la 

Nación, es de carácter “Administrativo”, pero en definitiva ambos 

asuntos son de naturaleza “disciplinaria”. 

 
 

6. RESUMEN CONSTITUCIONAL SOBRE “LA PERDIDA DE 
INVESTIDURA”. 

 

Con fundamento en los anteriores planteamientos, es claro que lo 

que hasta ahora se ha investigado en el tema de la pérdida de 

investidura se circunscribe a los pronunciamientos que se han 

producido en la Sala Plena del Consejo de Estado, la Corte 

Constitucionalidad, los Tribunales Contenciosos Administrativos y la 

Procuraduría General de la Nación, sin que exista una posición 

definitiva sobre su naturaleza, autonomía, independencia y 

competencia; por lo tanto, algunos de sus pronunciamientos 

señalan: 

 

6.1. DE LA CORTE CONSTITUCIONAL: 

 

➢ La sanción de pérdida de investidura es la máxima sanción de 

naturaleza jurisdiccional disciplinaria, establecida para los 

congresistas: 
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Sentencia C-247 de junio 1º de 1995, siendo Magistrado Ponente 

José Gregório Hernández Galindo. 

 
“(…). Es claro que LA PÉRDIDA DE INVESTIDURA ES LA 
SANCIÓN MÁS GRAVE QUE PUEDE IMPONERSE A UN 
CONGRESISTA, no solamente por el carácter mismo de las faltas 
respecto de las cuales ha sido prevista y por el inocultable daño que 
su comisión ocasiona al Congreso y al interés colectivo, sino en 
cuanto a las consecuencias del fallo, ya que implica la separación 
inmediata de las funciones que el condenado venía ejerciendo como 
integrante de la Rama Legislativa y, por expresa disposición de la 
propia Carta, la inhabilidad permanente para serlo de nuevo en el 
futuro. Por otra parte, frente a la sentencia que dicte el Consejo de 
Estado ha sido prevista una sola instancia, dado el nivel de dicho 
Tribunal, el máximo en la jurisdicción Contencioso Administrativa. 
(…)”.  
 

Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente 

Alejandro Martínez Caballero. 

 

“(…). Es admisible que este estatuto disciplinario establezca la 
pérdida de investidura como una sanción principal, pues es 
indudable que esta figura tiene un componente disciplinario. la 
norma no desconoce la competencia propia del consejo de estado 
en relación con los congresistas, y nada se opone a que la ley 
regule la pérdida de la investidura como sanción disciplinaria para el 
resto de los miembros de las corporaciones públicas, por cuanto, 
como lo ha señalado esta corporación, se trata de una figura 
disciplinaria que es ‘equiparable para sus efectos y gravedad a la 
destitución de los altos funcionarios públicos’. Además, la propia 
Carta prevé tal sanción para las otras corporaciones.”  

 

Sentencia C-473 de septiembre 25 de 1997, siendo Magistrado 

Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz. 

 

“10. Mas el Constituyente no se conformó con establecer el 
mencionado régimen sino que consideró también necesario crear 
una sanción especial para los integrantes de las corporaciones 
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públicas, consistente en la declaración de la pérdida de su 
investidura. Es decir, el Constituyente estimó que determinadas 
faltas de los representantes populares exigían sanciones y 
procedimientos más severos y prontos que las acciones 
disciplinarias a cargo de la Procuraduría o la sanción política que 
puede imponer el votante, a través del retiro de su apoyo electoral a 
aquellos mandatarios o partidos que no han estado a la altura de su 
compromiso con los electores.   

 

(…). 12. Esta Corporación se ha ocupado en diversas ocasiones de 
la calificación jurídica del instituto de la pérdida de investidura. Así, 
en la sentencia C-507 de 1994 (M.P. Jorge Arango Mejía) se 
estableció la diferencia entre la declaración de la nulidad de la 
elección y la declaración de la pérdida de investidura. En otras 
providencias se ha precisado que la pérdida de investidura 
constituye una sanción disciplinaria especial, de efectos 
equivalentes a la de la destitución de los altos funcionarios del 
Estado.”  
 

Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo Magistrado Ponente 

Hernando Herrera Vergara. 

 

"(…). Es indiscutible que una de las reformas más importantes 
efectuadas por el Constituyente de 1991 relacionadas con el 
Congreso de la República, fue la de la creación de la institución de 
la pérdida de la investidura, consagrada en el artículo 183 de la 
Carta Política, con el propósito de dignificar la posición de 
Congresista, enaltecer sus responsabilidades y funciones, con la 
posibilidad de que, frente a la inobservancia del régimen de 
incompatibilidades,  inhabilidades o el surgimiento del conflicto de 
intereses por parte de los mismos, así como de incumplimiento de 
los deberes inherentes al cargo, se pudiese sancionar a quien 
incurra en la violación de las causales previstas en dicha disposición 
con la pérdida de la investidura, sin que esta decisión dependiera de 
un previo pronunciamiento judicial. 

 

(...) 
 
"El planteamiento general  de los proponentes de la iniciativa se 
fundamentó en el altísimo nivel que supone la categoría de 
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Congresista. De ahí que las consecuencias de la violación de los 
deberes, funciones y responsabilidades inherentes al cargo debieran 
corresponderse con una sanción igualmente drástica. La 
subcomisión encargada de articular la propuesta, al considerar la 
regulación de la institución pretendió, pues, recuperar el prestigio del 
Congreso. 
 
"El criterio de la comisión 34 fue unánime en cuanto a que el régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de interés quedaría  
incompleto y sería inane si no se estableciera la pérdida de la 
investidura como condigna sanción. Fue también el parecer unánime 
de la comisión que, dada la alta posición del Congresista, la 
violación de este régimen no podía acarrear una sanción inferior a la 
pérdida de la investidura".  
 

Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente 

Alejandro Martínez Caballero. 

 

“…la norma no desconoce la competencia propia del consejo de 
estado en relación con los congresistas, y nada se opone a que la 
ley regule la pérdida de la investidura como sanción disciplinaria 
para el resto de los miembros de las corporaciones públicas, por 
cuanto, como lo ha señalado esta corporación, se trata de una figura 
disciplinaria que es ‘equiparable para sus efectos y gravedad a la 
destitución de los altos funcionarios públicos’…”  

 

➢ Las causales de inhabilidad para los congresistas, son taxativas, 

consagradas únicamente en la constitución política y no en la ley: 

 

Sentencia C-194 del 4 de mayo de 1995, siendo Magistrado 

Ponente  José Gregorio Hernández Galindo. 

 

“(…). La constitución política se ocupa en determinar las 
incompatibilidades e inhabilidades de los congresistas (artículos 
179, 180 y 181 C.P.) y autoriza a la ley para señalar el régimen 
correspondiente para los diputados a las asambleas 

                                                        
34 Gaceta Constitucional No. 79 del 22 de mayo de 1991. 
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departamentales (artículo 299 C.P.) y las aplicables a los miembros 
de los concejos municipales (artículo 312 C.P.). (…)”.   
 

Sentencia C-280 de junio 25 de 1996, siendo Magistrado Ponente 

Alejandro Martínez Caballero. 

 

“(...). En relación con los congresistas, esta disposición es 
inexequible, por cuanto en este caso la institución de la pérdida de 
investidura tiene "muy especiales características" pues "tan sólo 
puede operar en los casos, bajo las condiciones y con las 
consecuencias que la carta política establece. las causas que dan 
lugar a ella son taxativas".  esto significa que no puede la ley 
restringir ni ampliar las causales establecidas por la constitución 
como determinantes de pérdida de investidura, esto es, las 
señaladas por  los artículos  110 y 183 de la carta”. 
   

 

6.2. CONSEJO DE ESTADO: 

 

➢ Acción de pérdida de investidura del congresista Bernardo Hoyos 

Montoya, de fecha 10 de diciembre de 2002, exp. AC-055, 

Consejero Ponente Dr. Germán Ayala Mantilla, Actores: Pablo 

Bustos Sánchez y Otros. 

 

“Analizada la demanda encuentra la Corporación que el 
demandante, como tercer cargo de vulneración del régimen de 
inhabilidades e incompatibilidades  de los congresistas, aduce que 
el Senador fue sancionado por la Procuraduría General de la Nación 
con la pena principal de destitución y, con la accesoria de la 
inhabilidad en el ejercicio de funciones públicas por cinco años”, 
comprendidos entre el 22 de febrero de 2002 y el 22 de febrero de 
2007, por lo que el demandado se hallaba inhabilitado para 
postularse al Congreso de la República, tanto al momento de su 
inscripción como candidato a dicha corporación, como al momento 
de su elección como Senador, por todo el período respectivo y por 
un año más. 
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Advierte la Sala, que frente a una situación similar a la expuesta con 
ocasión de la presente demanda, esta Corporación resolvió la 
acción de pérdida de investidura del Congresista Fernando Ramírez 
Vásquez, de fecha 4 de noviembre de 1994, exp. AC-2062, 
Consejero Ponente Dr. Álvaro Lecompte Luna, Actores: Gustavo 
Francisco Petro Urrego  y  Juan Eugenio Guerrero Martín, sentado 
el criterio de que las causales de inhabilidad para no poder ser 
congresistas son únicamente las señaladas, de modo taxativo, por 
los artículos 179  y 110 de la carta política y que no es dable al 
juzgador traer a colación otras causales  contenidas en diferentes 
textos de tipo legal.    
 
(…) 
 
Por consiguiente, como la situación mencionada por el demandante 
no está tipificada como causal de inhabilidad para ser congresista, al 
hacer referencia al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de 
los Congresistas consagrado en el artículo 183 de la Constitución 
Política, como causal de pérdida de investidura de Congresista y, 
estando claro que las inhabilidades constitucionales son únicas que 
pueden generar causal de pérdida de investidura, la sala negará el 
cargo, precisando que la sanción disciplinaria no se puede 
transformar en causal de pérdida de investidura, pues no está 
consagrada como tal en nuestra Constitución Política. 

 
(…) 
 
En suma, al no haberse demostrado que el señor Bernardo Hoyos 
Montoya haya incurrido en la violación del régimen de inhabilidades 
endilgada por el demandante, la sala denegará la solicitud 
impetrada de decretar la pérdida de su investidura.”  
 

6.3. DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN: 

 

➢ La sanción de pérdida de investidura es equiparable a la 

destitución, para los congresistas: 

 

Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo Magistrado Ponente 

Hernando Herrera Vergara. 
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“V. CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA 
NACIÓN. 
 
 
(…). el Procurador General de la Nación analiza el origen y la 
naturaleza de la pérdida de la investidura. en su opinión dicha 
institución tiene un marcado acento disciplinario que la hace no 
supeditable a otro pronunciamiento; a su juicio, constituye una 
verdadera sanción, equiparable por sus efectos a la destitución, que 
es la máxima medida para los servidores pertenecientes a la rama 
ejecutiva del poder público. (…)”  
 

6.4. DE DOCTRINANTES: 

 

En cuanto a las publicaciones que se han realizado sobre el tema, 

encontramos a los doctrinantes Alberto y Guillermo Poveda 

Perdomo, en su obra “La Pérdida de Investidura” De congresistas, 

Diputados, Concejales y Ediles, cuando sobre el tema dice: 

 

“(...). La pérdida de investidura, sin duda alguna, ha servido para 
sacar del escenario político a muchos “CACIQUES”, desde 
concejales municipales hasta algún encumbrado presidente de la 
Comisión de Acusaciones, pasando por toda la mesa directiva de la 
Cámara de Representantes en el año 2000, dedicados a 
desconocer los regímenes de inhabilidades, incompatibilidades y 
prohibiciones.  
 
Todos sabemos de la importancia nacional, regional o local y el 
papel relevante que juegan las personas elegidas a las diferentes 
corporaciones públicas. Tal condición les da autoridad política, la 
que necesariamente conduce al ejercicio de influencia y poder. La 
pérdida de investidura hace que en un solo instante bajen del cielo 
al propio infierno, no solo por el cuestionamiento ético sino también 
por el despojo judicial de la calidad que ostenta. (...).35 
 

                                                        
35 POVEDA PERDOMO, Alberto y POVEDA PERDOMO, Guillermo. “La Pérdida de Investidura” Editorial 
Leyer. Bogotá D.C. julio 2002. Página 10. 
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7. IMPROCEDENCIA DE LA APLICACIÓN SIMULTÁNEA DE 

LAS ACCIONES DISCIPLINARIAS, DE NATURALEZA 

ADMINISTRATIVA Y JURIDICCIONAL. 

 

En relación con los Congresistas, Diputados y Concejales,  la pérdida 

de investidura es un proceso jurisdiccional disciplinario autónomo de 

competencia exclusiva del Consejo de Estado (para Senadores y 

Representantes) y de los Tribunales Contenciosos Administrativos 

(Para los Diputados y Concejales),  por lo cual no es supeditable a 

ningún tipo de pronunciamiento, tal y como la Corte Constitucional lo 

ha señalado en varios fallos.  

 

Como consecuencia de lo anterior, la investigación disciplinaria por la 

misma conducta, no puede entonces ser atribuida al Procurador 

General de la Nación, pues se estaría afectando la competencia 

investigativa y decisoria autónoma de los tribunales de lo contencioso 

administrativo. En estos casos, la labor del Procurador es la de emitir 

los correspondientes conceptos, pues en relación con la pérdida de 

investidura, los congresistas gozan de fuero especial. 

 
Las anteriores consideraciones permiten concluir, sin ningún asomo 

de duda, que la decisión respecto de la pérdida de la investidura le 

compete en forma exclusiva y autónoma a la Sala Administrativa del 

Consejo de Estado (para los congresistas) y los Tribunales 

Contenciosos Administrativos (para diputados y concejales). En 

consecuencia, ningún otro órgano perteneciente a cualquiera otra 

rama del poder puede entrar a revisar las determinaciones que 

sobre el particular adopte las citadas corporaciones, pues con ello 
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no sólo se estaría desconociendo flagrantemente lo dispuesto en los 

artículos 184 y 237-5 de la Constitución Política de 1991, sino 

también se estaría atentando contra los artículos 113 y 228 

superiores, que consagran la independencia del juez cuando la 

Carta le ha otorgado, como en el presente caso, una atribución 

exclusiva y autónoma para investigar y fallar demandas de pérdida 

de investidura. 

 
Finalmente, mediante Sentencia C-319 de julio 14 de 1994, siendo 

Magistrado Ponente Hernando Herrera Vergara, el Procurador 

General de la Nación, emitió el siguiente concepto: 

 
 

“(…) 
 
El Procurador General de la Nación analiza el origen y la naturaleza 
de la pérdida de la investidura, en su opinión dicha institución tiene 
un marcado acento disciplinario que la hace no supeditable a otro 
pronunciamiento; a su juicio, constituye una verdadera sanción, 
equiparable por sus efectos a la destitución, que es la máxima 
medida para los servidores pertenecientes a la rama ejecutiva del 
poder público. (…)”. 
 
 
Finalmente sobre este asunto, es pertinente traer a colación el 

concepto No. C-395/2002, expedido por el doctor Silvano Gómez 

Straunch, en calidad de Procurador Auxiliar para Asuntos 

Disciplinarios, cuando en respuesta a la Doctora CARMENZA 

CORREA ARCILA, Procuradora Regional de Periera - Risaralda, 

dijo: 

 

“(...). 
 
En relación con la pérdida de investidura, se tiene que para los 
concejales esta medida se encuentra establecida en la Constitución 
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Política (artículos 110 y 291) y por la Ley 617 de 2000, que modificó 
en este aspecto lo establecido en la Ley 136 de 1994. La citada 
disposición determina la pérdida de investidura de diputados, 
concejales y miembros de juntas administradoras locales por las 
causales previstas en el artículo 48, entre las cuales se encuentra la 
violación al régimen de inhabilidades e incompatibilidades y de 
conflicto de interés, señalándose que no se presenta este último 
cuando se trate de considerar asuntos que afecten al concejal o al 
diputado en igualdad de condiciones a las de la ciudadanía en 
general (Numeral 1). 
 
Asimismo, prevé que será decretada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo del respectivo Departamento, con 
observancia del debido proceso y en un término no mayor a 45 días 
hábiles contados a partir de la fecha de la solicitud formulada por la 
asamblea departamental, el concejo municipal o por cualquier 
ciudadano. La segunda instancia se radica en cabeza de la Sala o 
Sección del Consejo de Estado que determine la ley, que deberá 
decidir en un plazo no mayor de 15 días. 
 
“El artículo 29 de la Ley 200 de 1995, contempla la pérdida de 
investidura como una de las sanciones principales para los 
miembros de las corporaciones públicas, como destinatarios del 
estatuto disciplinario, de conformidad con las normas de la 
Constitución y la ley que la regula (numeral 9). El artículo 32 del 
mismo estatuto, al fijar el límite de las sanciones, la establece para 
las faltas gravísimas. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional, al declarar la exequibilidad del 
numeral 9 del citado artículo 29 del Código Disciplinario, en 
sentencia C- 280 de 1996, señaló: 
 
‘La Corte no comparte el criterio del actor y concuerda con la vista 
fiscal en que, en principio es admisible que este estatuto 
disciplinario establezca la pérdida de investidura como una sanción 
principal, pues es indudable que esta figura tiene un componente 
disciplinario. Así, en anteriores decisiones, esta Corporación había 
señalado que, en relación con los congresistas, la ‘pérdida de 
investidura constituye un verdadero juicio de responsabilidad 
política que culmina con una sanción jurisdiccional, de tipo 
disciplinario’. Además, como bien lo señala la vista fiscal, la norma 
acusada habla de la ‘pérdida de investidura para los miembros de 
las corporaciones públicas, de conformidad con las normas de la 
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Constitución y la Ley que lo regule’, por lo cual es obvio que no se 
está desconociendo sino reafirmando la competencia propia y 
exclusiva del Consejo de Estado en relación con los congresistas. 
 
La Corte considera entonces que ese numeral es exequible, pues la 
norma no desconoce la competencia propia del Consejo de Estado 
en relación con los Congresistas y nada se opone a que la ley 
regule la pérdida de investidura como sanción disciplinaria para el 
resto de los miembros de las corporaciones públicas, por cuanto, 
como lo ha señalado esta Corporación, se trata de una figura 
disciplinaria que es ‘equiparable por sus efectos y gravedad, a la 
destitución de los altos funcionarios públicos...’. Además la propia 
Carta prevé tal sanción para las otras corporaciones... igualmente, 
el artículo 291 establece que perderán su investidura los miembros 
de las corporaciones públicas de las entidades territoriales que 
acepten un cargo en la administración’. 
 
Para precisar el asunto, debe tenerse presente que la pérdida de 
investidura constituye una sanción principal de carácter disciplinario 
de características muy especiales, pues se determina mediante un 
proceso jurisdiccional-disciplinario, autónomo, de competencia 
exclusiva del consejo de estado y de los tribunales contencioso 
administrativos: son sujetos pasivos los congresistas, los concejales 
y los diputados; diferenciándose respecto de ellos por la naturaleza 
de la responsabilidad que generan, pues para los congresistas se 
trata de una responsabilidad política-disciplinaria, mientras que para 
los segundos es de naturaleza eminentemente disciplinaria. 
 
Es la sanción más grave que puede imponerse pues implica la 
separación inmediata de las funciones que venía desarrollando el 
sancionado como integrante de la rama legislativa. En ese sentido 
se equipara para los concejales a la destitución y por eso se ha 
sostenido que puede imponerse no sólo por las causales 
establecidas en los artículos 110 y 291 de la Constitución Políticas y 
55 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 48 de la Ley 
617 de 2000, sino también por las señaladas en el artículo 66 de la 
citada ley, que prevé las causales de destitución para estos 
servidores y además por las conductas señaladas en el artículo 25 
de la ley 200 de 1995, calificadas como gravísimas, las cuales que 
dan lugar a esa misma sanción de acuerdo con el artículo 32 inciso 
3 del estatuto disciplinario. 
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La jurisprudencia de la corte constitucional, permite afirmar que es 
improcedente la sanción de destitución para los concejales, quienes 
sólo podrán ser sancionados con pérdida de investidura, aún 
tratándose de faltas gravísimas; eventos todos en los que la medida 
sólo puede ser decretada por los tribunales departamentales según 
lo previsto en el artículo 55 de la ley 136 en cita, modificado por el  
48 de la ley 617 de 2000 y en los cuales la función de la 
procuraduría, como en el caso de los congresistas, se limita a 
formular la solicitud respectiva. 
 
Sobre el particular, viene al caso citar  de nuevo la sentencia 280 de 
1996, en la cual la corte constitucional, en relación con lo 
establecido en el inciso 3 del artículo 32 del código disciplinario, 
anotó: 
 
‘La corte considera que esta norma es exequible en relación con los 
miembros de la corporaciones públicas territoriales, por cuanto, 
como ya se señaló, se trata de una sanción que puede ser aplicada 
a estos servidores públicos, y las conductas descritas por el artículo 
25 son de suma gravedad, lo cual justifica que el legislador las 
sancione con pérdida de investidura o, para otros servidores, con 
terminación de contrato, destitución, desvinculación o remoción’. 
 
La citada Corporación, en sentencia C-473/97, al pronunciarse 
sobre la constitucionalidad de algunos numerales del artículo 55 de 
la Ley 136 de 1994, sostuvo: 
 
‘... es importante destacar que el instituto de la pérdida de 
investidura constituye una sanción disciplinaria. A partir de ella y 
atendiendo a lo preceptuado por el artículo 293 de la Carta-cuyo 
contenido es reiterado en lo dispuesto en los incisos 3 del artículo 
299 y 2 del artículo 312 de la Constitución-, se llega necesariamente 
a la conclusión de que, en contra de lo sostenido por el actor, la 
Constitución sí autoriza explícitamente al legislativo para que 
instituya nuevos motivos para la declaración de pérdida de 
investidura de concejal 
 
En efecto, el artículo 293 de la Carta ordena: 
... 
Como se puede colegir de la lectura de este artículo, la Carta 
autoriza al legislador para determinar, entre otras cosas, las 
causales de destitución de los miembros de las corporaciones 
públicas de las entidades territoriales. La destitución es la máxima 
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sanción existente en el orden disciplinario y, como ya lo ha 
precisado la Corte, la pérdida de investidura es también reproche 
disciplinario que se equipara a la destitución. Los ciudadanos que 
son elegidos popularmente para las corporaciones públicas no 
están sujetos al régimen jerárquico administrativo que cobija a la 
generalidad de los servidores públicos. Estos ciudadanos no son 
nombrados en una posición sino elegidos. De allí que no tengan 
superiores jerárquicos, que puedan ejercer atribuciones 
disciplinarias sobre ellos. por esta razón, a estos servidores se les 
aplica un régimen especial para la separación del cargo, que es el 
de la pérdida de investidura. Así las cosas, la única conclusión 
posible es que cuando el artículo 293 consagra la posibilidad de que 
el legislador determine las causas de destitución de los ciudadanos 
que sean elegidos por voto popular para el desempeño de 
funciones públicas en las entidades territoriales, incluye la 
determinación de las causales de pérdida de investidura de estos 
funcionarios’. 
 
De acuerdo con lo expuesto, se colige, como ya se dijo, que la 
pérdida de investidura de los concejales procede no sólo por las 
causales establecidas expresamente para esa medida sino también 
por las faltas que dan lugar a destitución. 
 
En cuanto a la autoridad competente para imponerla, debe tenerse 
en cuenta que el artículo 29 en mención al referirse a esta medida 
se remite a la Constitución y a las normas que la regulan y sobre el 
particular, se encuentra establecido lo siguiente: 
 
El artículo 183 de la Constitución Política consagra las causas que 
dan lugar a la pérdida de investidura para los congresistas y, el 
artículo 184 prevé que la misma será decretada por el Consejo de 
Estado de acuerdo con la ley, que para este caso es la 5 de 1992. 
 
Por su parte, la Ley 136 de 1994, en su artículo 55, alude a las 
causales de pérdida de investidura para los concejales, e indica que 
ésta “será decretada por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo de la respectiva jurisdicción, siguiendo el 
procedimiento establecido para los congresistas, en lo que 
corresponda”. 
 
De lo reseñado se desprende que es a la jurisdicción contenciosa 
administrativa, mediante una acción jurisdiccional, a la que 
corresponde la aplicación de esta medida. 
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Sobre la intervención de la Procuraduría General de la Nación en 
dichos procesos, la Corte Constitucional en la misma sentencia C-
280/96 y en relación con el inciso segundo del ordinal 2 del artículo 
66 del CDU, relativo a la posibilidad de que el Procurador General 
adelantara las investigaciones por pérdida de investidura de 
competencia del Consejo de Estado, indicó: 
 
‘En cambio, la Corte coincide con el demandante en que el inciso 
segundo de ese numeral vulnera la Carta y debe ser declarado 
inexequible pues, en relación con los congresistas, la pérdida de 
investidura es un proceso jurisdiccional disciplinario autónomo de 
competencia exclusiva del consejo de estado, por lo cual no es 
supeditable a ningún tipo de pronunciamiento, tal y como la corte lo 
ha señalado en anteriores fallos. La investigación no puede ser 
atribuida al procurador, pues se estaría afectando la competencia 
investigativa y decisoria autónoma del supremo tribunal de lo 
contencioso administrativo. En estos casos la labor del procurador 
es la de emitir los correspondientes conceptos (cp art. 278 ord 2), 
pues en relación con la pérdida de investidura, los congresistas 
gozan de fuero especial’. 
 
En consecuencia, siendo la perdida de investidura una sanción de 
tipo disciplinario, que se equipara a la destitución, como se ha 
expuesto, no es posible que unos mismos hechos originen ésta y 
otra medida correctiva de la misma naturaleza, pues implicaría la 
violación del principio consagrado en el artículo 29 de la carta 
política, en virtud del cual nadie puede ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho; pero es que además, en esos eventos la intervención 
de la procuraduría es limitada, pues cuando se trata de situaciones 
que den lugar a esta clase de reproche las autoridades 
competentes para actuar son los tribunales administrativos y no los 
órganos de control disciplinario. ...” 
 
Nótese como se dejaba en claro que siendo una medida de carácter 
disciplinario, la única autoridad competente para imponerla era la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, sin que fuera posible 
para la procuraduría como ente de control disciplinario, dadas las 
condiciones en las que se encontraba regulada por normas a las 
cuales remitía el estatuto y el alcance jurisprudencial fijado por la 
corte constitucional, optar por ella al cabo de una actuación de esa 
naturaleza. 
- La situación planteada no ofrece ningún reparo frente a las reglas 
establecidas en el nuevo estatuto disciplinario, contenido en la ley 
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734 de 2002, en la que, a diferencia de la ley 200 de 1995, no 
consagra dentro de las sanciones a imponer por parte de las 
autoridades disciplinarias allí previstas, como son las oficinas de 
control interno, la procuraduría y las personerías distritales o 
municipales, la pérdida de investidura; lo que significa que 
actualmente ni siquiera podría pensarse en la posibilidad de que la 
procuraduría, al término de un proceso disciplinario, pudiera 
considerar la adopción de este correctivo, cuando la ley que rige el 
procedimiento disciplinario no la establece como tal. en 
consecuencia, y dado que sobre esa medida quedan vigentes 
únicamente las normas que regulan expresamente esa materia, 
como es, en el caso de los concejales la constitución y la ley 617 de 
2000 (artículo 48), la competencia para esos efectos se encuentra 
radicada única y exclusivamente en el tribunal administrativo con 
jurisdicción en el respectivo departamento, lo cual no admite 
interpretación en contrario dada la claridad de las disposiciones 
legales. 
 
Cabe precisar que si bien el nuevo estatuto disciplinario contempla 
entre las faltas gravísimas la violación al régimen de inhabilidades 
incompatibilidades o conflicto de intereses, al consagrar como una 
de ellas el actuar u omitir, a pesar de la existencia de cualquiera de 
las causales establecidas para el efecto (artículo 48, numeral 17) y 
determinar para estas conductas sanciones de destitución, cuando 
se realizan con dolo o culpa gravísima (artículo 44, numeral 1), lo 
cierto es que, atendiendo los parámetros expuestos en la consulta 
transcrita, que vienen al caso mientras no se fije un alcance distinto 
por las altas cortes, las investigaciones que puedan surgir por estos 
hechos contra algún miembro del concejo, no podrán ser conocidos 
por la procuraduría, pues, como se ha dicho, al respecto se ha 
establecido una sanción y procedimiento especiales a cargo de una 
autoridad específica. 
 
En ese orden de ideas, la intervención de la procuraduría, sólo 
podrá limitarse a dar noticia de los hechos que originen ese tipo de 
sanción; advirtiéndose, igualmente, que sólo están autorizados para 
actuar ante la jurisdicción contenciosa los Procuradores Delegados 
ante el Consejo de Estado y los procuradores judiciales (Penales I y 
II, Laborales I, de Familia I y II, Civiles I y II, Agrarios II y para 
Asuntos Administrativos II), de conformidad con las funciones 
asignadas en el Decreto 262 de 2002, artículos 30 y 44, 
respectivamente. 8…”. 
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8. ANALISIS DE UN CASO CONCRETO  

 

 

Casos en los cuales se ha vulnerado el Principio del Non Bis In 

Idem y Cosa Juzgada, por la existencia de procesos de la misma 

naturaleza 

 

 

El primer caso en Colombia, en donde se ha vulnerado a un 

Congresista el principio de la cosa juzgada, ha sido al Padre 

Bernardo Hoyos Montoya, Senador de la República, quien luego de 

habérsele adelantado un proceso por pérdida de investidura ante la 

Sala Plena del Consejo de Estado (Expediente No. AC-055), por 

haber supuestamente violado el régimen de inhabilidades (con fallo 

favorable en donde se declaró que no violó dicho régimen), la 

Procuraduría General de la Nación, mediante proceso disciplinario 

(No. 009-83664), lo sancionó disciplinariamente con destitución de 

su condición congresional e inhabilidad para ejercer funciones 

públicas por doce (12) años, por haber violado el régimen de 

inhabilidades. 

 

Es extraño cómo en este caso se aplicaron dos (2) procesos de la 

misma naturaleza y para ello consideramos esencial traer a colación 

la parte pertinente de la sentencia de única instancia, el 10 de 

diciembre de 2002, del Consejo de Estado cuando dijo: 

 

“Analizada la demanda encuentra la Corporación que el 

demandante, como tercer cargo de vulneración del régimen de 

inhabilidades e incompatibilidades  de los congresistas, aduce 
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que el Senador fue sancionado por la Procuraduría General de 

la Nación con la pena principal de destitución y, con la 

accesoria de la inhabilidad en el ejercicio de funciones públicas 

por cinco años”, comprendidos entre el 22 de febrero de 2002 y 

el 22 de febrero de 2007, por lo que el demandado se hallaba 

inhabilitado para postularse al Congreso de la República, tanto 

al momento de su inscripción como candidato a dicha 

corporación, como al momento de su elección como Senador, 

por todo el período respectivo y por un año más. 

 

Advierte la Sala, que frente a una situación similar a la 

expuesta con ocasión de la presente demanda, esta 

Corporación resolvió la acción de pérdida de investidura del 

Congresista Fernando Ramírez Vásquez, de fecha 4 de 

noviembre de 1994, exp. AC-2062, Consejero Ponente Dr. 

Álvaro Lecompte Luna, Actores: Gustavo Francisco Petro 

Urrego  y  Juan Eugenio Guerrero Martín, sentado el criterio de 

que las causales de inhabilidad para no poder ser congresistas 

son únicamente las señaladas, de modo taxativo, por los 

artículos 179  y 110 de la Carta Política y que no es dable al 

juzgador traer a colación otras causales  contenidas en 

diferentes textos de tipo legal.    

 

(…) 

 

Por consiguiente, como la situación mencionada por el 

demandante no está tipificada como causal de inhabilidad para 

ser congresista, al hacer referencia al régimen de Inhabilidades 

e incompatibilidades de los Congresistas consagrado en el 
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artículo 183 de la Constitución Política, como causal de pérdida 

de investidura de Congresista y, estando claro que las 

inhabilidades constitucionales son únicas que pueden generar 

causal de pérdida de investidura, la Sala negará el cargo, 

precisando que la sanción disciplinaria no se puede 

transformar en causal de pérdida de investidura, pues no está 

consagrada como tal en nuestra Constitución Política. 

 

(…) 

 

En suma, al no haberse demostrado que el señor Bernardo 

Hoyos Montoya haya incurrido en la violación del régimen de 

inhabilidades endilgada por el demandante, la Sala denegará la 

solicitud impetrada de decretar la pérdida de su investidura.” 

 

Por otra parte el fallo de única instancia, del 14 de noviembre de 

2003, de la Procuraduría General de la Nación, tuvo el siguiente 

contenido: 

 

“(…). 
 

CONSIDERACIONES 

 

Las disposiciones legales que contienen las inhabilidades e 

incompatibilidades se encuentran a lo largo de nuestro 

ordenamiento jurídico, abarcando desde la Constitución 

Nacional hasta los regímenes especiales. 

 

Las inhabilidades son una excepción a la regla general de 

capacidad y constituyen una limitación a las mismas, que 
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según la Corte Constitucional se justifica porque si bien es 

cierto que se puede delimitar el espacio de la voluntad privada, 

se hace con el fin de procurar un bienestar de más amplias 

repercusiones.36 En efecto, las normas que consagran las 

inhabilidades e incompatibilidades, están inspiradas en un fin 

moralizador, para evitar los favorecimientos, el nepotismo, el 

tráfico de influencias y en general, con el fin de garantizar la 

rectitud, la moralidad y la imparcialidad en la vinculación de los 

particulares al Estado. 

 

Entre sus características principales están: las que sus 

causales son taxativas, no admiten analogías, no pueden ser 

establecidas sino por el legislador y además de los efectos que 

ellas tengan en cada caso concreto, constituye falta 

disciplinaria tanto el actuar a sabiendas de estar incurso en una 

causal de inhabilidad, como el desconocimiento de las mismas 

en desarrollo de sus funciones. 

 

Según el alcance que le da la Corte Constitucional: 

 

“Son requisitos negativos... cuya ocurrencia implica la inelegibilidad de la persona en 
quien concurren, (es decir que) se exige que ella no se encuentre en determinada 
situación previa en el momento de efectuarse la elección. Tal ocurre, por ejemplo con la 
condena por delitos comunes, la interdicción judicial, las sanciones disciplinarias, el 
ejercicio de jurisdicción o autoridad o el desempeño de cargos públicos”. Sentencia C-

194 del 4 de mayo de 1995.37 
 

 

 

Se analizarán a continuación los argumentos del investigado, la 

mayoría de los cuales son de naturaleza procesal. 

 
 

                                                        
36 Sentencia C-415 del 22 de septiembre de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
37 HERNÁNDEZ ENRIQUEZ, Alier Eduardo; ob. Cit. 
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De la independencia de las acciones de pérdida de 
Investidura y la disciplinaria, de la cosa juzgada y la no 
violación al principio de non bis in Idem. 
 

La acción de pérdida de investidura es una institución reciente 

del derecho público mediante la cual los miembros de las 

corporaciones de elección popular pueden ser despojados de 

la investidura que ostentan en razón de su elección popular por 

las causales ya previstas en la Constitución y las leyes. Reviste 

carácter disciplinario, aunque de muy especiales 

características y genera responsabilidad política; se trata de 

una acción que tiene todo ciudadano como parte de su derecho 

a participar en la conformación, ejercicio y control del poder 

político. En la acción “lo que se juzga es la ruptura del pacto 

político existente entre el elector y el elegido, elementos 

fundamentales de la democracia representativa”.38  

 

Por su parte, el proceso disciplinario juzga la vulneración de los 

deberes en la órbita de una relación especial de sujeción, esto 

es, de los deberes funcionales y por tanto, al imponer sanción 

busca proteger el correcto ejercicio de las funciones públicas. 

 

Aunque en principio no se había demarcado efectivamente los 

límites existentes entre la acción de pérdida de investidura y la 

acción disciplinaria, por considerar que ambas partían de una 

evaluación de la conducta en los aspectos éticos y morales, en 

la actualidad la jurisprudencia y la doctrina han evolucionado 

                                                        
38 HERNÁNDEZ ENRIQUEZ, Alier Eduardo; La Pérdida de Investidura de Congresistas y 
Concejales; Ed. Rodríguez Quito; Bogotá. 1998. 
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hacia el reconocimiento de la independencia de ambas 

acciones, orientados por la distinta naturaleza que ellas poseen 

y las diferentes consecuencias que generan. 

 

Sobre la naturaleza e independencia de las acciones de 

pérdida de investidura y disciplinaria hay claridad desde 1994 

(antes de la ley 200 de 1995) y después de entrar a regir el 

anterior Código Disciplinario Único (ley 200 de 1995). Al efecto, 

el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo, Consejero ponente: Delio Gómez Leyva, en 

providencia de 4 de junio de 1996, radicación número AC-

3549, dijo: 

 

“Respecto de la finalidad buscada con la pérdida de la investidura, la Sala 
ha tenido oportunidad de indicar: 
 
“La Constitución, como proyecto de vida social y política con relación al 

Congreso, persigue la moralización de las costumbres políticas con miras de 
la legitimación institucional; la constatación de la erosión de una y de otra 
motivó el proceso constituyente de 1990 y 1991, entre sus razones 
esenciales. 

 

Con ese propósito, introduce como institución novísima en el 

derecho público colombiano la pérdida de investidura que tuvo 

un antecedente fugaz en la reforma constitucional de 1979, a 

diferencia de lo que tradicionalmente ha previsto la 

Constitución Política y la ley acerca de la pureza del sufragio y 

de sus remedios, a través del proceso electoral al confiado al 

juez Contencioso Administrativo. 

 

 

Esta institución apunta a la consecución de las finalidades 

consignadas al comienzo, es decir, la moralización y 
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legitimación de la institución política de representación popular; 

y para lograrlo se señalaron unas precisas  causales de orden 

constitucional adecuado a esta materia, así como un juez 

propio que se podría denominar el juez de la desinvestidura. 

 

Con estas características, el proceso de pérdida de investidura 

adquiere perfiles propios que permiten distinguirlo de cualquier 

otro proceso similar a que se sujeten los congresistas como 

serían, por ejemplo, el penal y el disciplinario” (Expediente No. 

AC – 2120, sentencia de 19 de octubre de 1994, pérdida de 

investidura del Representante Alfonso Uribe Badillo, Consejero 

Ponente doctor Juan de Dios Montes Hernández) subrayado 

fuera del texto. 

 

Por ello puede afirmarse que no existe vulneración al principio 

del non bis in ídem cuando se adelanta proceso disciplinario y 

acción de pérdida de investidura, dado que en cada uno se 

evalúa la conducta desde puntos de vistas diferentes, con 

aplicación de normas de contenido y alcance distintos. Según el 

artículo 133 de la Constitución, el proceso de pérdida de 

investidura tiene un alcance político, toda vez que los miembros 

de cuerpos colegiados representan al pueblo y deben responder 

políticamente ante la sociedad y frente a sus electores del 

cumplimiento de las obligaciones propias de su investidura, por 

eso la sanción impuesta los inhibe de volver a cargos de elección 

popular; mientras que el proceso disciplinario analiza el 

comportamiento frente a normas de contenido ético que tienden 

a proteger los fines y funciones estatales y las sanciones cobija 
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entonces todos los campos en los cuales puede desempeñarse 

un servidor público. 

 

También son de esta opinión algunos doctrinantes, para 

quienes la pérdida de investidura y la acción disciplinaria son 

miliares porque obedecen a la potestad sancionadora del 

Estado, pero tienen diferencias que las hacen perfectamente 

independientes una de la otra, entre las cuales se destacan el 

que la primera es una acción ciudadana, requiere demanda, su 

decisión es de naturaleza jurisdiccional plasmada en una 

sentencia y la sanción de inhabilidad es para cargos de 

elección ciudadana, durante toda la vida y en la otra la acción 

le corresponde al Estado, puede ser de oficio, es de carácter 

administrativo y se concreta en un acto administrativo y la 

inhabilidad impuesta es para todo tipo de función pública, hasta 

por 20 años.39  

 

Igualmente, en sentencia de mayo 19 de 2003, proferida por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro del 

expediente 02-2994 contra William Cubides Rojas, se dijo: 

 

“Finalmente anota la Sala que no comparte la posición del 

demandado cuando dice que no puede haber dos investigaciones 

disciplinarias por la misma causa dado que la actuación 

disciplinaria tiene como objeto principal la protección de la 

moralidad pública, en tanto que la pérdida de investidura es la de 

proteger la integridad y confianza de la democracia participativa a 

                                                        
39 POVEDA PERDOMO, Alfonso y Guillermo; La Pérdida de Investidura de Congresistas, 
Diputados, Concejales y Ediles; Editorial Leyer; Bogotá, Año 2002; Págs. 140 y 141. 
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que tiene derecho todo ciudadano. Por eso la acción va contra los 

representantes elegidos por voto popular que atenten contra esos 

valores”. 

 

 

Y el Consejo de Estado por su parte, en providencia AC-11759 

de junio 5 de 2001, cuyo ponente fue el Consejero Manuel S. 

Urueta Oyola, mediante la cual se decretó la pérdida de 

investidura de un congresista, y por los mismos hechos que 

originaron ésta decisión, ordenó: 

 

“No obstante, dado que los hechos relacionados con el mismo 

pueden ser constitutivos de conductas penales y/o disciplinarias, 

la Sala ordenará la compulsación de copias del expediente y de 

esa providencia con destino a la Sala Penal de la Corte Suprema 

de Justicia, a la Fiscalía General de la Nación y a la Procuraduría 

General de la Nación, para que en el ámbito de sus 

competencias, investiguen las conductas del congresista y de los 

funcionarios que manifiestan haber dado dinero a cambio de 

mantenerse en el cargo”. (Subrayas fuera del texto).  

 

A su turno, la Corte Constitucional, con ocasión de la demanda 

de inconstitucionalidad del numeral 10 del artículo 25 de la Ley 

200 de 1995, que consagra como falta gravísima el actuar a 

sabiendas de estar incurso en casuales de incompatibilidad, 

inhabilidad, impedimentos o conflicto de intereses, establecidos 

en la Constitución o en la ley, en la que el actor planteaba 

violación al principio del non bis in ídem al adelantar la acción 

disciplinaria y la electoral, afirmó: 
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“En efecto, si el régimen de inhabilidades se orienta a 

garantizar la absoluta transparencia de las personas que se han 

de vincular a la función pública para asegurar que el ejercicio de 

ésta se dirija no a la realización de los propios intereses sino a la 

satisfacción de las necesidades sociales y al aseguramiento de 

los intereses colectivos y sí, por otra parte, el régimen disciplinario 

implica la imputación de faltas y la imposición de sanciones a 

quienes infringen sustancialmente sus deberes funcionales y 

afectan la función administrativa, es claro que en uno de esos 

ámbitos normativos puede atribuirse consecuencias jurídicas a 

instituciones que hacen parte del otro y viceversa. 

 

Así es legítimo frente al Texto Fundamental, que el legislador 

le atribuya efectos jurídicos en el ámbito de las inhabilidades a las 

sanciones disciplinarias y, en el mismo sentido, es legítimo que en 

el régimen disciplinario se prevea como falta el intencional 

desconocimiento del régimen de inhabilidades pues a pesar de 

tratarse de dos instituciones diferentes, ellas se encuentran 

estrechamente relacionadas en tanto procuran asegurar los 

principios de la función administrativa, en un casi, impidiendo que 

acceda a ella quien no garantiza la transparencia requerida para 

su ejercicio, y, en otro, sancionando a quien, ya en él, ha 

infringido sus deberes funcionales. 

 

... 
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No obstante lo expuesto por el actor, La Corte advierte que no 

por generase en un mismo supuesto fáctico una actuación ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo y un proceso 

disciplinario, se incurre en vulneración el principio non bis in ídem. 

Ello es así porque la proscripción de generar dos o más 

juzgamientos por un mismo hecho exige mucho más que la simple 

identidad del supuesto de hecho que desencadena los distintos 

procesos. Por el contrario, para que el derecho fundamental a no 

ser juzgado dos veces por el mismo hecho se consolide, se 

requiere que en esos procesos exista identidad de causa, objeto y 

persona pues sólo esa múltiple identidad es la que permite afirmar 

que se está ante hechos ya juzgados y, en consecuencia, ante la 

imposibilidad de que el Estado proceda nuevamente”. Sentencia 

C-391 de 2002. Exp. D-3791, MPH. Jaime Córdoba Triviño.  

 

También la Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública, 

con ocasión del fallo proferido dentro del proceso 162-79713 

adelantado contra algunos Concejales de Bogotá, dijo: 

 

“En tal orden de ideas, se encuentra claro que: 

 

El proceso disciplinario administrativo examina el cumplimiento 

ortodoxo de deberes en una órbita de sujeción especial, el cual 

procura mantener incólume el bien jurídico del correcto ejercicio 

de la función pública dentro de un proceso autotutelar cuyas 

sanciones cumplen fines de protección de la función, 

ejemplarizanción dentro del cuerpo de funcionarios y prevención 

dentro de dicho cuerpo de la comisión de conductas de esa 

estirpe. 
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Por su parte, el proceso jurisdiccional político-constitucional-

disciplinario de desinvestidura es un proceso heterotutelar que 

trascurre dentro de un ámbito de relación de sujeción 

especialísima el cual examina el cumplimiento de los deberes que 

emanan del principio democrático-representativo y cuya 

consecuencia jurídica (sanción), persigue fines de conservación 

de la democracia representativa y por ende sólo impide reingresar 

al servicio por elección popular pero no de otras maneras. 

 

De estas premisas es dable concluir la inexistencia non  bis in 

idem, en el sentido que bien puede una persona que cumple 

funciones públicas, ser sometido a un proceso disciplinario 

administrativo que lo expulse de la función y lo inhabilite hasta de 

por vida para reingresar a la función, y asimismo, ser sometido a 

un proceso de desinvestidura que simplemente le retire su 

credencial de representante popular pero sin inhabilitarlo para 

desempeñar otras funciones públicas distintas de aquellas que 

generaron el extrañamiento del cargo de elección popular”.  

 

La conclusión a que nos lleva lo expuesto es que no son 

idénticas las acciones disciplinarias y de pérdida de la investidura 

y que por ello es inexistente el juzgamiento doble por una misma 

causa, por lo tanto no se vulnera el non bis in ídem ni hay cosa 

juzgada judicial que enerve el proceso disciplinario. 

 

Lo anterior implica que la Procuraduría está facultada para 

adelantar este proceso y fallar de acuerdo a lo probado, porque el 

haberse tramitado un proceso de pérdida de investidura por los 
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mismos hechos y conducta del senador Bernardo Hoyos Montoya, 

no impide legalmente que se siga el proceso disciplinario, punto 

que es cosa juzgada judicial, al que se pliega la Procuraduría, ya 

que así lo reconoció el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

en la decisión de septiembre 3 de 2003, dentro de la tutela 03-

01598-01, instaurada por el investigado contra la providencia de la 

Procuraduría, con ponencia de la Magistrada Nelly Yolanda 

Villamizar de Peñaranda: 

 

“Decisión de apertura de investigación y formulación de 

Pliego de Cargos que la hace al amparo de la tesis 

doctrinaria y jurisprudencial de la individualización de la 

Acción Disciplinaria, potestad del Estado a través del 

funcionario investido de la facultad de ejercitarla cuando 

se den una de las causales para su ejercicio, la cual no se 

coarta por el hecho de la apertura del proceso de Pérdida 

de Investidura ni por la posterior negación de a 

desinvestidura a un miembro de una corporación pública, 

en cuanto cada una de las acciones son perfectamente 

identificables, al decir que el objeto de la primera es 

analizar el comportamiento del servidor público frente a 

las normas de contenido ético cual así se invoca en el 

pliego de cargos, en tanto que el fin que persigue el 

adelantamiento de la segunda es “la moralización y 

legitimación de la institución política de representación 

popular”, por lo que siendo esa las razones que permite el 

ejercicio coetáneo de las dos acciones, no se encuentra la 

violación al principio de Non bis in ídem. 
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... Por ello, aunque se advierte que el Consejo de Estado 

definió que la sanción disciplinaria impuesta por la 

Procuraduría  no encajaba dentro de las causales de 

inhabilidad invocadas, artículo 179 y 110 de la Carta 

Política (fl. 106 del c, copias Proceso de Pérdida de 

Investidura), porque la pérdida de investidura era a 

perpetuidad, en tanto que inhabilidad para ejercer 

funciones públicas era a plazo determinado por lo que no 

procedía a declararla, ello no le impedía a la Procuraduría 

abrir la correspondiente investigación disciplinaria para 

establecer la incursión en la causal que es hoy materia de 

la suspensión provisional.” 

 

 
De la Competencia de la Procuraduría. 

 

Sobre el punto debe precisarse que aunque la Ley 5ª de 1992 

establezca el Estatuto del Congresista y por su naturaleza sea de 

carácter orgánico, esto es, de mayor jerarquía que las leyes 

ordinarias, ello no implica la exclusión de la aplicación a los 

Senadores y Representantes del régimen contenido en el Código 

Disciplinario Único. 

 

El primer argumento a tener en cuenta es que el numeral 6º 

del artículo 277 de la Constitución, cuya categoría de norma de 

normas es indiscutible y por tanto prima sobre cualquier ley, sin 

importar su naturaleza, incluye dentro de las funciones del 

Procurador General de la Nación el de ejercer la vigilancia 

superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 

públicas, inclusive las de elección popular, norma que es 
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prácticamente transcrita en el artículo 266 de la Ley 5ª de 1992, 

según el cual éste funcionario puede ejercer vigilancia superior de 

la conducta oficial de los Senadores y Representantes; ejercer 

preferentemente el poder disciplinario, adelantar las 

investigaciones correspondientes e imponer las respectivas 

sanciones conforme a la ley. Ahora bien, una sana interpretación 

de la norma antes citada conduce a aceptar que la competencia 

del Procurador para la “vigilancia oficial de la conducta” de los 

congresistas, en la práctica se traduce en la aplicación del 

régimen disciplinario a esta categoría de servidores públicos. 

 

Al respecto vale la pena traer a colación la transcripción de 

algunos apartes de las discusiones sostenidas en la Asamblea 

Nacional Constituyente, que dio origen a la actual Constitución, en 

lo relacionado con el artículo 277 que atribuye al Procurador la 

facultad de vigilar la conducta oficial de los servidores públicos, 

incluso los de elección popular. 

 

 

Aplicación del Código Disciplinario Único a los 

congresistas 

 

Sobre la aplicación del Código Disciplinario Único a los 

congresistas debe precisarse que el artículo 123 de la 

Constitución consagra que los miembros de las corporaciones 

públicas son servidores públicos y la ley determinará 

responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla 

efectiva (artículo 124, ibídem). Mandato legal de obligatorio 

cumplimiento para autoridades y particulares; siendo, entonces la 
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Ley 734 de 2002, quien en su artículo 25 dispone que son 

destinatarios de la ley disciplinaria, norma que no contempla 

ninguna excepción. 

 

La sentencia C-037 de 2003 dice: 

 

“Según la idea que fluye del artículo 123 de la Constitución, 

servidor público es en este sentido toda persona que ejerce a 

cualquier título una función pública y, en tal virtud, ostentan dicha 

condición los miembros de las corporaciones públicas, los 

empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 

descentralizadas territorialmente y por servicios”. 

 

Por ello el Código Disciplinario Único, que es un desarrollo de 

la norma de normas, de la Constitución, no tiene que repetir o 

volver a decir que los congresistas son servidores públicos, 

puesto que es mandato Constitucional. 

 

La secuencia anterior implica la conclusión de que siendo el 

Senado de la República una Corporación Pública y los miembros 

de las corporaciones públicas son servidores y los servidores 

públicos destinatarios de la ley disciplinaria, luego, entonces, por 

lógica: el senador Bernardo Hoyos Montoya es un servidor público 

al que se le aplica la ley 734 de 2002.40 

 

                                                        
40 A tal conclusión llegó la Sala Plena de lo Contenciosos Administrativo del Consejo de 
Estado, en la sentencia de 19 de octubre de 1994, proferida dentro del expediente N° AC – 
2102, pérdida de investidura del Representante Alfonso Uribe Badillo, Consejero Ponente 
doctor Juan de Dios Montes Hernández.  
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Si aceptamos la teoría de la defensa en cuanto a la existencia 

de un régimen disciplinario especial para los congresistas cuya 

aplicación correspondiera exclusivamente a la Comisión de Ética, 

se llegaría al absurdo de que gran parte de las conductas 

irregulares en que incurrieran estos servidores públicos quedarían 

sin sanción; en efecto, si se trata de delitos los congresistas son 

investigados por la Corte Suprema como ya se anotó, si se trata 

de las causales de inhabilidad e incompatibilidad previstas en la 

Constitución, la competencia es del Consejo de Estado a través 

de la pérdida de investidura y al acudir al artículo 269 de la Ley 5ª 

de 1992, se observan como faltas, únicamente el 

desconocimiento de los deberes del reglamento, el cometer actos 

de desorden e irrespeto en el recinto de las sesiones y no 

presentar las ponencias en los plazos señalados, salvo excusa 

legítima; de esa manera, cualquier otra conducta como por 

ejemplo responder por la conservación de los útiles, equipos, 

muebles y bienes confiados a su guarda o administración y rendir 

cuenta oportuna de su utilización, etc., que serían irregulares y 

constituyen faltas en el caso de todos los servidores públicos, 

menos para los Congresistas, puesto que ellos tienen un régimen 

especial y no se les aplica el C.D.U. De ser como lo pretende la 

defensa, vaya absurdo y desigualdad. 

 

Sobre este punto ha dicho la corte Constitucional en varias 

oportunidades que: 

 

“La importancia que le brinda la Constitución al control  judicial 

sobre la conducta de los legisladores no constituye, sin 

embargo, un obstáculo para que en el mismo Congreso se 



 161 

creen mecanismos destinados a velar por el estricto 

cumplimiento del régimen de los congresistas. Es más, la alta 

responsabilidad del Congreso para con el sistema político  del 

país y las expectativas que depositan en sus representantes  

los ciudadanos exigirían que el Poder Legislativo fuera 

particularmente estricto con sus integrantes en este punto.” 

 

“En conclusión, la Comisión de Ética y Estatuto del 

Congresista tiene por fin ejercer un control interno en el Congreso 

sobre el comportamiento de los legisladores. Su misión es, 

entonces, fundamental, en tanto que ha de contribuir a la 

depuración del órgano legislativo y de las costumbres políticas del 

país.” Sentencia C-011- enero 23 de 1997 M.P. Eduardo 

Cifuentes Muñoz. 

 

Y también: 

 

“El estatuto del Congresista, particularmente la determinación 

de sus deberes y derechos, es un asunto que en modo alguno 

puede ser ajeno a la materia propia del Reglamento. La 

actividad y el funcionamiento del Congreso, se origina y 

proyecta en la actuación de sus miembros. De ahí que la ley, 

por la cual se expide su reglamento no pueda ser objeto de 

censura constitucional, por este concepto. De otra parte, las 

garantías institucionales previstas en la Constitución, 

enderezadas a velar por la independencia del Congreso y la 

existencia de un proceso político abierto, libre y democrático, 

se expresan en algunos casos tomando como destinatarios 

directos a los Congresistas individualmente considerados. En 
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estos eventos, la naturaleza institucional - no meramente 

personal - de la garantía, se colige de su otorgamiento a la 

persona en cuanto miembro del Congreso”. 

 

“Sin embargo, no puede el Congreso, a través de ley instituir 

privilegios o prerrogativas, cuya concesión sólo podría remitirse 

al momento constituyente. Más tarde, un poder constituido, 

sólo a riesgo de abusar de sus propios instrumentos y 

quebrantar el principio de igualdad (CP art. 13), podría 

rodearse de tales exenciones. Remplazado el antiguo sistema 

de la inmunidad, por el de un fuero especial, el único papel que 

puede asumir el Legislador al dictar su reglamento se contrae a 

hacer compatible su normal funcionamiento con la existencia y 

plena operancia de dicho fuero.” Sentencia No. C-025/93 de 

febrero 4/93 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 

 

Por otra parte, tanto la Ley 200 de 1995, como la Ley 734 de 

2002, contrario a lo que se afirma por el defensor, asignan 

competencia a esta entidad para el juzgamiento disciplinario de  

todos los servidores públicos, entre los cuales se encuentra por 

supuesto los pertenecientes a las corporaciones de elección 

popular; en efecto, la primera de ellas, en su artículo 20 decía que 

eran destinatarios de la Ley disciplinaria entre otros, los miembros 

de las corporaciones públicas y el artículo 25 de la Ley 734 de 

2002, que derogó la anterior, dice que son destinatarios de la ley 

disciplinaria “los servidores públicos aunque se encuentren 

retirados del servicio y los particulares contemplados en el artículo 

53 del Libro Tercero de este código”, norma que trae una 

redacción más amplia y menos restrictiva. 
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En este aspecto olvida el apoderado que es la misma 

Constitución la que atribuye al Procurador la función de aplicarle 

la ley 734 de 2002 a los congresistas y aquella es definida como 

norma de normas, por lo cual la Ley 5ª de 1992, aunque sea 

orgánica no puede derogar, ni modificar la Constitución. 

 

Sobre la coexistencia entre la Ley 5ª de 1992 y la Ley 734 de 

2002, el mandatario judicial cita la sentencia C-948 de 2002 en 

que la Corte Constitucional, dijo que los servidores de la rama 

judicial sólo podían ser investigados por el Consejo Superior de la 

Judicatura y los correspondientes Consejos Seccionales, para 

indicar que entonces esta última ley no se aplica a todos los 

servidores públicos, interpretación que no es de recibo, porque el 

contenido de la providencia dista de lo que entiende la defensa.  

 

En efecto, a partir de la Constitución de 1991 para el 

juzgamiento de los funcionarios de la Rama Judicial se creó el 

Consejo Superior de la Judicatura y se interpretó, por algunos, 

que excluía a la Procuraduría General de la Nación para cumplir 

funciones disciplinarias frente a los funcionarios judiciales.  

 

En la discusión de esta competencia terció la Corte 

Constitucional y en la sentencia C-037 de febrero 5 de 1996, en 

uno de sus apartes señaló que la competencia de la Procuraduría 

y el Consejo Superior y Consejo Seccionales era a prevención. 

Situación que por tal razón en la ley 734 de 2002 (artículo 3º, 

inciso 3º) se consagró legalmente en ese mismo sentido: la 

competencia a prevención. 
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Sin embargo, la Corte Constitucional cambió la jurisprudencia 

y en la sentencia C- 948 de 2002, declaró inexequible la 

competencia a prevención y definió que sería exclusiva del 

Consejo Superior de la Judicatura. Pero en ningún momento 

excluyó la aplicación del Código Disciplinario Único. Debe 

precisarse que el Código Disciplinario Único no contemplaba a 

otro organismo de control disciplinario distinto al Consejo Superior 

y los Seccionales, o sea, que no hace referencia a que los 

congresistas tengan un órgano de control único que aplique la ley 

734 de 2002 a sus miembros, como si lo hace la Constitución y la 

ley con los funcionarios de la Rama Judicial. 

 

Reitera también el impugnante, que la Ley 734 de 2002, al 

establecer quiénes son destinatarios de la misma, no cita 

específicamente a los miembros de las corporaciones públicas, 

ante lo cual, como arriba se dijo, no puede dejar de insistirse en 

que lejos de introducir restricciones, el nuevo Código Disciplinario 

incluyó una redacción más amplia, diciendo que la norma es 

aplicable a todos los servidores públicos y los Congresistas lo son 

(C.P., artículo 123); este mismo argumento fue corroborado en la 

aclaración de voto suscrita por la doctora Beatriz Martínez 

Quintero, Magistrada del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en la sentencia de tutela No. 03-01598-01 sobre 

este mismo caso, que se dictara a instancias de quien en este 

disciplinario hace de apoderado. Además, como se dijo 

anteriormente, si la misma Constitución dice que corresponde al 

Procurador la vigilancia de la conducta oficial de los servidores 

públicos, debe entenderse que al asignarle una función, se le 
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faculta también de herramientas para hacerla efectiva, 

interponerlo de otra manera es distorsionar el sentido claro de la 

ley. 

 

De la falta imputada. 
 
En el presente proceso se investiga al doctor Bernardo Hoyos 

Montoya por haberse posesionado como senador de la República 

no obstante estar bajo sanción disciplinaria vigente que lo 

inhabilitaba para el ejercicio de funciones públicas. 

 

En relación con el cargo formulado, la defensa afirmó que al 

momento de la elección la sanción no estaba en firme y que para 

tomar posesión no requería el certificado de antecedentes porque 

las únicas causales de inhabilidad que se pueden predicar de 

ellos son las contenidas en el artículo 179 de la Carta Política y 

allí no se contempla el haber sido sancionado disciplinariamente, 

por esa razón su defendido no ha violado ninguna disposición 

constitucional, ya que la falta endilgada es de carácter legal, 

establecida en el artículo 28 numeral 3º y 28 numeral 17 de la Ley 

734 de 2002, normas no aplicables al Senador porque ostenta un 

fuero especial, ya que su régimen de inhabilidades e 

incompatibilidades es de naturaleza Constitucional y no legal. 

 

Al respecto debe decirse que si bien el artículo 179 de la 

Constitución Política no establece como inhabilidad para ser 

elegido y tomar posesión como congresista el encontrarse 

inhabilitado por sanción disciplinaria, ello no es indicativo de que 

la forma de eludir el cumplimiento de una sanción disciplinaria que 

lo excluya durante la vigencia de la sanción del ejercicio de 
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funciones públicas, fuera hacerse elegir congresista. Como lo 

pretende el investigado en este caso, al señalar que puede ejercer 

como Senador por no estar prevista como casual de inhabilidad 

en dicho artículo (179 de la Carta Política) el hallarse inhabilitado 

por sanción disciplinaria. 

 

Sobre este aspecto, la Sección Quinta del Consejo de Estado 

se pronunció en sentencia de noviembre 1 de 1994, así: 

 

“El régimen de inhabilidades de los congresistas, si bien tuvo 

un desarrollo más preciso, armónico y drástico en la reforma 

constitucional de 1991, no descartó y menos prohibió el 

establecimiento y vigencia de las causales de origen legal que 

como la establecida en el artículo 17 de la Ley 13 de 1984 no son 

contrarias a la Carta sino que por el contrario contribuyen a que la 

finalidad moralizadora, que por este aspecto la caracteriza, pueda 

tener un efectivo y amplio desarrollo para bien de la sociedad y 

saneamiento de las costumbres parlamentarias. 

 

Tan cierto es que el régimen de inhabilidades no se halla 

limitado a sólo las causales constitucionales contenidas en el 

artículo 179 de la Constitución Nacional, que éstas fueron 

reproducidas en la Ley 5ª de 1992, y en el Acto Legislativo N° 3 

de diciembre 15 de 1993, parágrafo 1º de su artículo 2º, se hizo 

expresa referencia a su existencia legal haciéndolas extensivas a 

quienes como candidatos no elegidos deban asumir las funciones 

de los miembros electos de las corporaciones públicas durante 

sus faltas absolutas o temporales. Luego es la misma 

Constitución la que explícitamente admite tanto la existencia de 
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las inhabilidades de origen legal como su aplicación a los 

congresistas”. Exp. 1107. M.P. Miguel Viana Patiño. 

 

Alega el defensor que a los congresistas sólo se les puede 

aplicar las inhabilidades que consagra la Constitución, argumento 

que no tiene lógica, ni se ciñe a lo previsto en la ley ni a lo 

declarado por la jurisprudencia contenciosa (sentencia arriba en 

cita) y que de acogerse no respetaría el principio de igualdad, 

porque aquel que siendo inhábil para ejercer funciones públicas 

sea elegido Senador quedaría amnistiado o indultado, más no 

aquel servidor que en igual circunstancia no salga electo. ¿Cómo 

pensar que las inhabilidades legales se aplican a todos los 

servidores públicos menos a los que se posesionen como 

congresistas?. 

 

Asunto diferente es que sólo las inhabilidades constitucionales 

den lugar a la pérdida de investidura y así se demostró a través 

de la cita de varias sentencias de la Corte Constitucional y se 

corroboró con las que fueron invocadas por la defensa, según la 

Corte, el hecho que la Constitución consagra inhabilidades sin 

límite temporal, no significa que el legislador no pueda establecer 

otras de carácter intemporal. 

 

De la tipicidad 
 

En el derecho disciplinario la falta se estructura a partir de la 

infracción del deber funcional, sin importar si con ello se produce 

o no un resultado dañoso o si la misma sea también constitutiva 

de infracción penal. 
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Configura falta disciplinaria la incursión en cualquiera de las 

conductas o comportamientos previstas en el Código Disciplinario 

Único que conlleve al incumplimiento de, entre otros, violación al 

régimen de inhabilidades, sin estar amparado en cualquiera de las 

causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el 

artículo 28 de la ley 734 de 2002. 

 

En efecto, el numeral 3º del artículo 38 de la ley 734 de 2002, 

establece que constituye inhabilidad para desempeñar cargos 

públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, el hallarse inhabilitado 

por una sanción disciplinaria o penal y el numeral 17 del artículo 

48 consagra como falta gravísima, actuar u omitir, a pesar de la 

existencia de causales de inhabilidad, de acuerdo con las 

previsiones constitucionales y legales. 

 

En este caso concreto, el cargo imputado fue el haberse 

posesionado y ejercer el cargo de Senador, estando inhabilitado 

para ello. 

 

Al presente plenario se arrimaron las copias de los fallos de 

primera y segunda instancia proferidos por la Procuraduría 

Delegada para la Moralidad Pública y la Sala Disciplinaria, 

respectivamente, mediante las cuales se impuso la sanción de 

destitución e inhabilidad por el término de cinco años para el 

ejercicio de cargos públicos. Igualmente se anexó copia de la 

previdencia de diciembre 13 de 2002, mediante la cual se resolvió 

negar la revocatoria directa impetrada por el senador Hoyos 

contra la destitución que le fue impuesta, con las 

correspondientes constancias de su notificación al investigado. 
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Igualmente obra en el proceso certificación de abril 2 de 2003, 

suscrita por el Secretario General del Senado, acerca de que el 

señor Bernardo Hoyos fue elegido Senador para el periodo 2002-

2006; se posesionó en la sesión inaugural del 20 de julio de 2002 

y se desempeñó como tal hasta el momento en que fue 

suspendido provisionalmente por la Procuraduría, esto es, el 3 de 

junio de 2003. 

 

De lo anterior se concluye que al momento de tomar posesión 

del cargo de Senador y luego desempeñarse como tal, el señor 

Bernardo Hoyos Montoya conocía o sabía que estaba inhabilitado 

por aquellos fallos disciplinarios, lo que en el plano objetivo o de lo 

típico constituye falta disciplinaria, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 23 de la Ley 734 de 2002, Código 

Disciplinario Único vigente al momento de los hechos, por faltar al 

deber impuesto en el numeral 1º del artículo 34 ibídem, de cumplir 

y hacer que se cumplan las leyes, de inobservar las previsiones 

contenidas en el artículo 48 numeral 17 de la Ley 734 de 2002, de 

manera que el presupuesto contemplado en la norma está 

plenamente probado, por cuanto se vulneró la prohibición que rige 

para el ejercicio de la función pública, contenido en dicho tipo 

disciplinario, que es de mera conducta. 

 

Es claro que el señor Hoyos Montoya, por haberse notificado 

de los fallos, sabía o conocía que había sido destituido y estaba 

inhabilitado para ejercer o asumir funciones públicas, por lo que 

bajo tal comprensión, dada su formación intelectual y experiencia 
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en el campo de la administración pública le permitía saber que no 

podía ejercer como Senador de la República. 

 

Por lo tanto, al posesionarse como Senador y ejercer como tal, 

actuó con conciencia de estar inhabilitado para asumir y 

desempeñar funciones públicas, por lo que su comportamiento se 

adecua a lo que la ley disciplinaria define como falta gravísima, es 

decir, actuar a sabiendas de estar incurso en causal de 

inhabilidad. 

 

De la Ilicitud Sustancial 
 

Para que una conducta sea objeto de sanción disciplinaria, no 

basta con demostrar objetivamente la violación a la norma, es 

necesario que con esa conducta se afecte el deber funcional sin 

justificación alguna. 

 

Si las inhabilidades e incompatibilidades están inspiradas en 

un fin moralizador, para evitar los favorecimientos, el nepotismo, 

el tráfico de influencias y en general, con el fin de garantizar la 

rectitud, la moralidad y la imparcialidad en la vinculación de los 

particulares al Estado, el que una persona afectada por una de 

estas causales se vincule a la administración implica que con su 

conducta está vulnerando los principios antes señalados. 

 

Así lo ha reconocido la Corte Constitucional al decir que es 

necesario que la conducta de los funcionarios estatales se adecue 

a los imperativos de la eficacia, la eficiencia y la moralidad 

administrativa.41 

                                                        
41 Corte Constitucional, Sentencia C-341 de agosto 5 de 1996, M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
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Cuando el Estado a través de los entes competentes, y 

agotado los procedimientos establecidos para ello, ha sancionado 

a una persona con la inhabilidad para ejercer cargos públicos, 

está señalando de manera categórica y contundente la falta de 

idoneidad para desempeñar funciones pública y quien actúa a 

pesar de ello, menoscaba no solo el adecuado funcionamiento de 

los contenidos estatales sino la buena imagen de la 

administración, amén de que con ello quebranta los deberes 

funcionales que debe cumplir en razón de las relaciones 

especiales de sujeción. 

 

Siendo entonces evidente la vulneración de los deberes 

funcionales, debe tenerse en cuenta si está presente alguna de 

las causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria que 

consagra el artículo 28 de la Ley 734 de 2002 o, en general, el 

ordenamiento jurídico.  

 

La conducta del señor Bernardo Hoyos Montoya no tiene 

justificación alguna, al respecto debe decirse, en primer lugar, que 

en este sentido nada se alegó por la defensa y que al avocar el 

estudio de las mencionadas casuales no se evidencia que 

ninguna de ellas esté probada dentro de esta investigación. 
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Calificación de la falta y la culpabilidad 
 
La falta cometida, se calificó provisionalmente como gravísima, 

teniendo en cuenta que su actuación se adecuó a la norma 

disciplinaria prevista en el artículo 48, numeral 17, de la ley 734 

de 2002. 

 

Como consecuencia de la exclusión de la responsabilidad 

objetiva, en materia sancionatoria, para que una conducta pueda 

ser sancionada se requiere que ella sea culpable, es decir, 

atribuible a título de culpa o dolo, sin la presencia de 

circunstancias que eliminen la culpabilidad.   

 

Así lo ha dicho la Corte Constitucional: 

 

“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de 

unos deberes, para que se configure violación por su 

incumplimiento, el servidor público infractor solo puede ser 

sancionado si ha procedido dolosa o culposamente, pues como 

ya se dijo, el principio de la culpabilidad tiene aplicación no sólo 

para las conductas de carácter delictivo sino también en las 

demás expresiones del derecho sancionatorio, entre ellas el 

derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que 

“el derecho disciplinario es una modalidad de derecho 

sancionatorio, por lo cual los principios de derecho penal se 

aplican mutatis mutandi en este campo pues la particular 

consagración de garantías sustanciales y procesales a favor de 

la persona investigada se realiza en aras del respeto de los 



 173 

derechos fundamentales del individuo en comento, y para 

controlar la potestad sancionadora del Estado”.42   

 

En derecho disciplinario lo que se tiene como dolo, es el 

conocimiento de las normas que establecen el deber o la 

prohibición y el no ajustar la conducta a ella. 

 

La imputación se hizo a título de dolo porque se ha probado 

que el investigado conocía la inhabilidad que como sanción 

disciplinaria pesaba sobre él, ya que había sido notificado de los 

fallos que así lo dispusieron, además, por su formación 

profesional, por su experiencia en la vida pública, es plenamente 

capaz de comprender que en esa situación no podía posesionarse 

porque incursionaba en el ilícito y a pesar de comprender su 

comportamiento, las implicaciones de ello, así como sus 

repercusiones legales prefirió la realización de la conducta 

contraria a derecho. 

 

Se reitera que, el disciplinario estaba notificado de las 

sanciones, principal y accesoria, que le fueron impuestas por la 

Procuraduría General de la nación, tenía conciencia de la ilicitud 

de su comportamiento, por haberse inhabilitado, y conocía la 

prohibición de tomar posesión como Senador de la República y 

desempeñarse como tal, y a pesar de ello se posesionó, el 20 de 

julio de 2002, y ejerció sus funciones hasta cuando fue 

suspendido provisionalmente, a través del auto de junio 3 de 

2003. 

 

                                                        
42 Corte Constitucional, Sentencia C-155 de 1992 (sic), M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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En tales circunstancias no actuaba bajo error alguno, ni 

vencible o invencible, si no con plena conciencia de su actuar 

contrario a la ley, con conciencia plena de estar inhabilitado y 

querer posesionarse y ejercer como Senador, y de esa manera 

desconocer la sanción que lo inhabilitaba por cinco años para 

desempeñar cualquier cargo o ejercer cualquiera (sic) función 

pública. 

 

Para desvirtuar cualquier error basta recurrir al conocido grado 

de instrucción profesional padre Bernardo Hoyos Montoya y su 

trayectoria en materia política y administrativa, con manejo de 

persona, como quiera que ha sido en dos oportunidades Alcalde 

de Barranquilla. 

 

En conclusión, se actuó con conciencia plena de la prohibición 

y no obstante el conocimiento del injusto típico, así como de la 

vigencia de la inhabilidad, en forma voluntaria y libre se prefirió 

contrariar la ley. Por ello, no se actuó bajo error alguno, sino con 

plena conciencia del actuar, se actuó en forma dolosa. 

 

De la sanción a imponer 
 

Establecida la existencia de la falta gravísima, la autoría y la 

responsabilidad del disciplinado en su comisión, que se atribuye a 

título doloso, procede el estudio de la sanción a imponer. 

 

El artículo 44 de la Ley 734 de 2002, establece como sanción 

para las faltas gravísimas dolosas la destitución e inhabilidad 

general, a su vez, el artículo 45, numeral 1º, ordinales a) y d), 

respectivamente, disponen que esta sanción implica: “la 
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terminación de la relación del servidor público con la 

administración, sin que importe que sea ... de elección” y “... la 

imposibilidad de ejercer la función pública en cualquier cargo o 

función, por el término señalado en el fallo...”. 

 

Por su parte, el artículo 46, ibídem, señala que la inhabilidad 

general será de diez a veinte años y la duración de la misma se 

establecerá teniendo en cuenta que el cargo desempeñado, que 

en el caso se trata de uno de los demás alta categoría o escala 

por ser el disciplinado un Senador de la República; con ella se 

causó un grave perjuicio a la imagen de la Corporación Pública y 

se afecta de manera grave el cumplimiento de las decisiones de 

las autoridades públicas, porque se pasó por alto la decisión 

sancionatoria de este ente de control y se quebró la confianza 

depositada por los ciudadanos en la idoneidad y moralidad de los 

funcionarios que desempeñan funciones públicas, además de que 

el investigado tenía plena conciencia y conocimiento de la ilicitud 

de su comportamiento, por tanto, la inhabilidad que merece no 

puede ser la mínima, pero tampoco la máxima, por lo que se 

considera que merece que la inhabilidad sea por el término de 

dice (12) años.  

 

En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación 

en ejercicio de las facultades que le confiere la Constitución y la 

Ley, 

 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- Declarar disciplinariamente responsable y, en 

consecuencia, sancionar con destitución y con inhabilidad general 
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por el término de doce (12) años, al doctor Bernardo Hoyos 

Montoya, identificado con la cédula de ciudadanía número 

8.222.754 de Belén de Umbría (Caldas), en su calidad de 

Senador de la República, por las consideraciones expuestas en 

este proveído. 

 

SEGUNDO.- Notificar por la Secretaría de la Procuraduría 

Auxiliar para Asuntos Disciplinarios, la presente decisión al 

implicado y a su apoderado, en los términos señalados en la Ley 

734 de 2002, haciéndoles saber que contra esta decisión procede 

el recurso de reposición. (...)”. 

 

De lo anterior podemos concluir, que efectivamente se le sancionó 

disciplinariamente al Senador Bernardo Hoyos Montoya, por violar 

el régimen de inhabilidades, existiendo un fallo ejecutoriado de la 

misma naturaleza, en donde se dijo que no había violado dicho 

régimen.  

 

Otros casos conocidos a nivel nacional durante los años 2003 y 

2004, son los de tres (3) Concejales de Bogotá, que perdieron su 

investidura por parte del Tribunal Contencioso Administrativo de 

Cundinamarca, por incurrir en conflicto de intereses, e igualmente 

fueron destituidos e inhabilidades por la Procuraduría General de la 

Nación, por los mismos hechos por los cuales perdieron su 

investidura, configurando en estos casos la violación a los principios 

del non bis in ídem. 
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9. CONCLUSIONES 

 

La Constitución Política dispone en el artículo 182 que "la ley 

determinará lo relacionado con los conflictos de intereses y las 

recusaciones de los congresistas" y el 185 ibídem señala que los 

congresistas, "serán inviolables, sin perjuicio de las normas 

disciplinarias contenidas en el reglamento respectivo"; de otro lado, 

la propia Carta en los artículos 183 y 184 determina causales para 

la pérdida de investidura y otorgan competencia al Consejo de 

Estado para su declaración. 

 

Lo anterior significa que existe un estatuto especial de carácter 

disciplinario con origen constitucional para los congresistas que es 

precisamente la Ley 5ª de 1992, orgánica "Reglamento del 

Congreso", en el cual se establece el régimen disciplinario 

correspondiente con inclusión de: los deberes (art. 268), faltas (art. 

269), y sanciones (art. 270), que señala las causales de suspensión 

(art. 277), inhabilidades (art. 279, 280), incompatibilidades (arts. 281 

y 285), conflicto de intereses (art. 286), las causales de 

impedimento (arts. 291 a 295), pérdida de investidura (arts. 296 a 

304), con señalamiento de procedimiento especial de carácter 

judicial por el Consejo de Estado (art. 304). 

 

Además de otras conductas u observancia del orden con carácter 

correccional cuyas funciones competen a los presidentes de las 

Cámaras sobre concurrencia puntual, mantenimiento del orden 

interno (art. 43), sanciones por irrespeto a la corporación o ultrajes 

de palabra (art. 73), la puntualidad y las excusas (arts. 89 a 91), 

sobre intervenciones y uso de la palabra (arts. 97 a 101 y 105), 
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excusas para votar y retiro del recinto (arts. 124 y 126), estas 

infracciones son descritas en forma general en el artículo 59 de la 

Ley 5ª de 1992 y están atribuidas al conocimiento de la Comisión de 

Ética y Estatuto del Congresista, considerando los conflictos de 

intereses, incompatibilidades e inhabilidades; el comportamiento 

indecoroso, irregular o inmoral, que deberán ser definidos en el 

Código de Ética pendiente de su expedición por el Congreso; sus 

decisiones han de tomarse sobre la base de las conclusiones de la 

comisión, por las plenarias, ciñéndose a la Constitución Política y a 

las normas del reglamento respectivo del Congreso (Ley 5ª / 92). 

 

Lo anterior significa que los congresistas tienen estatuto especial de 

origen en la Constitución, que conduce a lo siguiente: 

 

– Al fuero para el juzgamiento de los delitos, que cometan los 

congresistas de los que conoce la Corte Suprema de Justicia (arts. 

235.3 de la C.P. y 267, Ley 5ª / 92). 

 

– Fuero para los procesos de pérdida de investidura, 

competencia exclusiva del Consejo de Estado (arts. 237.5 y 184 de 

la C.P.) por las causales previstas en la Constitución y en la Ley 5ª 

de 1992 (arts. 296 a 304). 

– Fuero para la acción disciplinaria, respecto de las conductas 

atribuidas a la Comisión de Ética y Estatuto del Congresista según 

el artículo 59 de la Ley 5ª de 1992, acerca del conflicto de intereses, 

y de las violaciones al régimen de incompatibilidades e 

inhabilidades y del comportamiento indecoroso, irregular o inmoral 

de los congresistas, cuyos resultados son finalmente adoptados por 

las plenarias de cada una de las Cámaras. 
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– La conducta oficial de los Congresistas, de acuerdo al artículo 

266, Estatuto de los Congresistas (Ley 5ª / 92) señala la 

competencia de su vigilancia a cargo del Procurador General de la 

Nación; esta competencia no es aplicación de la Ley 734 de febrero 

5 de 2002, porque este estatuto no es aplicable a los miembros de 

la Rama del Poder Legislativo, los cuales que se rigen por estatuto 

especial. 

 

En consecuencia, a los congresistas les es aplicable el fuero para el 

juzgamiento de los delitos que cometan a cargo de la Corte 

Suprema de Justicia; de las conductas oficiales objeto de regulación 

por la Ley 5ª de 1992 donde se prevén faltas, tanto administrativas 

como disciplinarias, las cuales dan lugar a pérdida de investidura 

decretada mediante providencia judicial por el Consejo de Estado y 

las demás corresponden al pronunciamiento de la Comisión de 

Ética y Estatuto del Congresista, cuyas conclusiones deberán ser 

comunicadas y las decisiones adoptadas por las plenarias de las 

respectivas Cámaras. 

El jefe del Ministerio Público, por su competencia general de 

vigilancia superior de la conducta oficial de los servidores públicos, 

puede emitir concepto en todos los procesos mencionados. 

 

La existencia del fuero para el juzgamiento penal y disciplinario de 

los congresistas significa que el Procurador no puede hacer 

ejercicio de las competencias de preferencia que le asisten para el 

disciplinamiento administrativo del universo de los servidores 

públicos no excluidos por estatuto de rango superior o fuero 

constitucional especial. 
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El otro aspecto es que no pueden adelantarse dos tipos de 

investigaciones diferentes en forma simultánea: uno ético y otro 

disciplinario. 

 

No es propio señalar investigaciones de carácter ético sino de orden 

disciplinario, porque debiendo ser el proceder individual siempre 

ético, es decir, acorde con los valores sociales imperantes, 

únicamente tiene alcance jurídico el aspecto relativo a las 

conductas legalmente consagradas como faltas. 

 

Es cierto que la comisión disciplinaria del Congreso se denomina 

Comisión de Ética y Estatuto del Congresista; y ello es válido, en 

tanto se circunscriba la comprensión del término ética a la definición 

legal del mismo contenida en el artículo 59 del reglamento del 

Congreso, Ley 5ª de 1992; o sea, al conocimiento de los conflictos 

de intereses; de las violaciones al régimen de incompatibilidades e 

inhabilidades de los Congresistas; al comportamiento indecoroso, 

irregular o inmoral de éstos; todo lo cual equivale al régimen 

disciplinario especial que les corresponde. 

 

El Código de Ética que expida el Congreso, con base en el mandato 

del artículo 59 de la Ley 5ª de 1992, podrá precisar las conductas 

que constituyan comportamiento indecoroso, irregular o inmoral por 

parte de un congresista o aplicar la formulación genérica de la 

norma, pero en uno y otro caso estará convirtiendo en falta 

disciplinaria una conducta específica, ya sea por corresponder a un 

tipo o al criterio social que la califica, pero en ambas situaciones el 

comportamiento reprimido formará parte del aspecto de 
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reglamentación del decoro de la función, propio de todo régimen 

disciplinario. 

 

Como consecuencia de lo anterior, resulta evidente al no ser viable 

el ejercicio simultáneo de la potestad disciplinaria por dos entidades 

distintas; a este respecto la Corte Constitucional ha indicado: 

 

"... que a una misma persona la puedan investigar y sancionar 
disciplinariamente dos organismos distintos, salvo expreso mandato 
de la Constitución" (C - 417 / 93). 
 
En sentencia C-473 de septiembre 25 de 1997, con ponencia del 
Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, sobre esta situación dijo: 
 
“(...). El Constituyente consideró necesario crear una sanción 
especial para los integrantes de las corporaciones públicas, 
consistente en la declaración de la pérdida de su investidura. La  
destitución es la máxima sanción existente en el orden disciplinario 
y, como ya lo ha precisado la Corte, la  pérdida de investidura es 
también un reproche disciplinario que se equipara a la destitución. 

Los ciudadanos que son elegidos popularmente para las 
corporaciones públicas no están sujetos al régimen jerárquico 
administrativo que cobija a la generalidad de los servidores 
públicos. Estos ciudadanos no son nombrados en una 
posición sino elegidos. De allí que no tengan superiores 
jerárquicos, que puedan ejercer atribuciones disciplinarias 
sobre ellos. Por esta razón, a estos servidores se les aplica un 
régimen especial  para la separación del cargo, que es el de la 
pérdida de investidura. (...)”. (las negrillas y subrayado están fuera 
del texto). 
 

En el caso concreto, según la cual, las investigaciones disciplinarias 

de la Procuraduría podrían tener materia distinta de las de carácter 

ético atribuidas a la comisión respectiva del Congreso, no es 

posible, porque unas y otras en ningún caso pueden ser distintas ya 

que ambas tienen que referirse a presupuestos disciplinarios 
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previstos en la ley, tipificadas como propias de la conducta oficial. 

En consecuencia, el estatuto aplicable a los congresista, según lo 

ordenado por los artículos 182 y 185 de la Constitución Política y en 

las disposiciones generales de la Carta es uno solo: la Ley 5ª de 

1992, "Estatuto del Congresista" (y las disposiciones que la 

complementen o modifiquen). 

 

Consecuencia de lo anterior es la inaplicación de la Ley 734 de 

febrero 5 de 2002 y la exclusión del poder preferente del Procurador 

General de la Nación en los aspectos de conducta oficial y 

disciplinamiento de los congresistas por el fuero especial que los 

asiste en estas materias, así como de la demanda de la pérdida de 

investidura que deban adelantar los Tribunales Contenciosos 

Administrativos, en contra de los diputados y concejales. 

 

Finalmente se puede concluir, que la acción de pérdida de 

investidura es indudablemente un acción disciplinaria de carácter 

jurisdiccional de competencia exclusiva de los Tribunales 

Contenciosos Administrativos y el Consejo de Estado, que se ejerce 

para los miembros de las Corporaciones Públicas por incurrir 

durante su ejercicio en violación del régimen de inhabilidades, 

incompatibilidades y conflicto de intereses consagrados en la 

Constitución, para los congresistas y, ésta y la Ley para los demás 

miembros de las corporaciones públicas del nivel territorial y su fallo 

es la perdida de la investidura de por vida. 
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Por otra parte la acción disciplinaria es de naturaleza administrativa 

de competencia de la Comisión de Ética y Estatuto del Congresista 

para los miembros del parlamento y de la Procuraduría General de 

la Nación para los demás miembros de las corporaciones públicas 

del nivel territorial, por faltas cometidas durante su ejercicio y que se 

encuentran consagradas en la Ley 5ª de 1992 y su Código de Ética 

(por expedir) para los Congresistas, mientras que la Ley 734 de 

febrero 5 de 2002 y demás normas concordantes se aplica a los 

Diputados y Concejales, siendo la sanción de carácter 

administrativo y con inhabilidades pro tempore, es decir, por un 

tiempo determinado dependiendo la gravedad de la falta cometida.  
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